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La crisis ecológica está 
degradando los ecosistemas y provoca 

la pérdida irreversible de biodiversidad, afec-
tando la vida de las personas. Por ello, inquieta a 

organizaciones de la sociedad civil, a grupos de activistas y 
a la ciudadanía en general. Pero lo más crítico radica en las 

poblaciones y territorios que padecen directamente sus efectos: 
destrucción de hábitats naturales, contaminación, sobreexplotación 
de recursos naturales, desertificación, extinción masiva de especies, 

degradación de suelos y pérdida de medios de vida. Para quienes la viven 
cada día, la crisis ecológica es una tragedia.

De esa crisis se ocupa el presente informe de Oxfam en Bolivia. Lo hace en 
diálogo con la desigualdad. ¿Cómo se interrelacionan la crisis ecológica y la 
desigualdad? La premisa es que la crisis ecológica refuerza la desigualdad, 
esto es, la distribución inequitativa de recursos, oportunidades y derechos 
entre distintos grupos de la sociedad. Es una desigualdad multidimensio-

nal. Por eso hablamos de desigualdades en plural, para dar cuenta de 
brechas económicas, étnico-culturales, geográficas y de género. La 

crisis ecológica impacta con mayor violencia en las poblaciones 
y territorios más pobres y vulnerables: de bajos ingresos, 
indígenas, de zonas rurales, mujeres. Con este informe 

queremos generar un diálogo entre diversos 
actores para buscar soluciones concre-

tas frente a esta crisis. 



A Fuego y Mercurio
Crisis ecológica y desigualdades en Bolivia





A FUEGO Y MERCURIO
CRISIS ecológica y  

desigualdades en BOLIVIA



A FUEGO Y MERCURIO
Crisis ecológica y desigualdades en Bolivia
© Oxfam en Bolivia

1ª edición, 300 ejemplares
Octubre de 2024
La Paz-Bolivia

Coordinación: 

Natasha Morales Escoffier

Informe comisionado por:

Lourdes Montero Justiniano, Responsable País Oxfam en Bolivia

Investigadores asociados:

Stasiek Czaplicki Cabezas, Elizabeth Peredo, Héctor Córdova, 
Rosalie Dumont, Camila Gordillo y Santiago Albarracín

Con contribuciones de: 

Lourdes Montero, José Luis Exeni Rodríguez, Lisbeth España,  
Juan Pablo Ramos y Paola Bohorquez.

OXFAM agradece la revisión de pares y contribuciones de: 
Verónica Paz Arauco, Carlos Aguilar y Marco Albornoz.

Revisión y edición:

José Luis Exeni Rodríguez

Encuesta: Diagnosis

Grupos focales:

Natasha Morales, Elizabeth Peredo y Guadalupe Pérez

Ilustraciones:

Lucía Mayorga Garrido

Diseño y diagramación:

Martín Sánchez

Los informes de investigación de OXFAM se elaboran para compartir resultados de 
estudios e investigaciones. Están dirigidos a contribuir al debate público e intercambiar 
ideas sobre políticas públicas y prácticas para combatir las desigualdades.  
Para mayor información sobre los contenidos del presente informe, contactar a:  
natasha.morales@oxfam.org 

Depósito Legal: 4-1-5379-2024
ISBN: 978-9917-9816-3-3



CONTENIDO

Presentación	 11

SINOPSIS	 13

INTRODUCCIÓN	 17

Capítulo 1	 21
DESIGUALDADES (IN)SOSTENIBLES:
NAVEGAR LA CRISIS ECOLÓGICA	 21

1.1 ¿De qué hablamos cuando decimos crisis ecológica y desigualdades? 	 24
1.2 Las injusticias socioambientales y climáticas como problema	 28
1.3 Efecto invernadero y deforestación: factores de desigualdad	 30
1.4 Crisis climática, motor de pobreza y vulnerabilidad	 33
1.5 Conclusiones	 37

CaPítulo 2
¿Cómo percibimos  la crisis ambiental 
y sus efectos? EL  ESTADO  DE  LA  OPINIÓN PÚBLICA	 39

2.1 ¿Qué nos preocupa?	 42
2.2 Problemas ambientales: ¿estamos informados?	 44
2.3 Lo que más afecta: vulnerabilidad y enfermedades	 46
2.4 Impacto en los ingresos y en la migración	 49
2.5 Cambio climático: ¿qué hacer?	 53
2.6 Conclusiones	 55

CaPítulo 3 
Agroindustria y ganadería:
MAL NEGOCIO PARA ECOSISTEMAS Y BOSQUES	 59

3.1 Pérdida de ecosistemas: tragedia en aumento	 61
3.2 Agroindustriales y ganaderos: motores de la deforestación	 65
3.3. Economía del desmonte: un negocio lucrativo	 68
3.4. Altos subsidios, pocos impuestos: fomento a la expansión	 69
3.5. Estudio de caso: Las finanzas grises del agronegocio	 72
3.6. Estudio de caso: La expansión menonita y sus efectos en la deforestación	 74
3.7 Conclusiones	 75



Capítulo 4
Minería aurífera: 
ENTRE EL MERCURIO Y LOS PRIVILEGIOS	 79

4.1 Extracción aurífera: depredadora del ecosistema	 82
4.2 El oro en la economía: disparidades y beneficios	 87
4.3. Conclusiones	 95

Capítulo 5
Impactos diferenciales  de la crisis ecológica:
DESDE LA VOZ DE LAS MUJERES	 99

5.1 La experiencia de las mujeres tacanas	 102
5.2 La experiencia de las mujeres esse ejja	 106
5.3 La experiencia de las mujeres chiquitanas	 107
5.4 Impactos en la salud	 110
5.5 Acumulación por despojo, conflictos y respuestas comunitarias	 111
5.6 Cuidados y sostenibilidad de la vida ante el cambio climático	 113
5.7 Relaciones de poder y participación en la toma de decisiones	 116
5.8 Relación con el Estado: abandono, desprotección, autoridad	 117
5.9 Conclusiones	 120

REFLEXIONES FINALES	 123
Relación entre crisis ecológica y desigualdades	 125
Ausencia y debilidad estatal	 126
Gobernanza ambiental	 126

Bibliografía 	 129

Acrónimos	 135

Anexo I – Capítulo 1	 139

Anexo II – Capítulo 2	 141



Índice de Gráficos

Gráfico 1.1 	 Emisiones (GtCO2) por ventiles en Bolivia (en porcentajes)	 31

Gráfico 1.2 	 Emisiones per cápita en Bolivia comparado con el promedio del mundo	 32

Gráfico 1.3. 	 Emisiones de CO2 por pérdida de cobertura forestal (toneladas)	 33

Gráfico 1.4 	 Evolución de la cantidad de afectaciones climáticas  
reportadas en Bolivia desde 2016	 34

Gráfico 1.5 	 Desnutrición crónica en niños/as menores de cinco años versus  
exposición a eventos climáticos a nivel municipal en Bolivia (en porcentajes)	 35

Gráfico 1.6 	 Pobreza por Necesidades Básicas Insatisfechas  
y vulnerabilidad al cambio climático en Bolivia	 36

Gráfico 1.7 	 Personas que hablan un idioma nativo y vulnerabilidad  
al cambio climático a nivel municipal en Bolivia (en porcentajes)	 37

Gráfico 2.1 	 Problemas que más afectan a la población.  
(por área urbano/rural (en porcentajes) 	 42

Gráfico 2.2. 	 Problemas económicos que más afectan a la población.  
Muestra total y estudios de caso (en porcentajes)	 43

Gráfico 2.3. 	 Problemas climáticos y ambientales que más afectan  
a la población. Muestra total y estudios de caso (en porcentajes)	 43

Gráfico 2.4 	 Estudios de caso, principales problemas de su municipio y comunidad	 44

Gráfico 2.5 	 Preocupación por los problemas ambientales  
y crisis climática (en porcentajes) 	 45

Gráfico 2.6 	 Problemas ambientales y de cambio climático  
que más afectan (en porcentajes) 	 46

Gráfico 2.7 	 Causas para los problemas ambientales (en porcentajes) 	 47

Gráfico 2.8 	 Personas que reportaron que se enfermaron a causa  
de problemas ambientales o cambio climático (en porcentajes)	 47

Gráfico 2.9. 	 Principal causa para enfermedades en el hogar por problemas  
ambientales. Muestra total y total estudios de caso (en porcentajes)	 49

Gráfico 2.10 	 Disminución de ingresos debido a problemas ambientales  
o a la crisis climática en los últimos 5 años (en porcentajes) (N=1702)	 50

Gráfico 2.11. 	Principal problema ambiental que causó la disminución de ingresos en los 
últimos cinco años. Muestra total y total estudios de caso (en porcentajes)	 50



Gráfico 2.12 	 Personas que tuvieron que migrar debido principalmente  
a problemas ambientales o a la crisis climática, en los  
últimos 5 años. Por zona geográfica (en porcentajes) 	 51

Gráfico 2.13 	 Personas que tuvieron que migrar debido principalmente  
a problemas ambientales en los últimos 5 años. Por zona geográfica,  
área urbana y rural, sexo y autoidentificación (en porcentajes) 	 51

Gráfico 2.14 	 Personas que tuvieron que migrar debido principalmente a problemas 
ambientales en los últimos 5 años. Por grupos de edad (en porcentajes) 	 52

Gráfico 2.15 	 Cambio de hábitos para disminuir los problemas ambientales.  
En los últimos tres años (en porcentajes) 	 54

Gráfico 2.16 	 Si usted fuera autoridad en su municipio, ¿cuál de las siguientes acciones 
realizaría en primer lugar para detener los problemas ambientales?	 55

Gráfico 3.1 	 Superficie de bosques perdidos en Bolivia por quinquenio (1985-2020)	 62

Gráfico 3.2 	 Pérdida de bosques y ecosistemas no boscosos en Bolivia (2012-2023)	 62

Gráfico 3.3 	 Pérdida de bosque y ecosistemas no boscosos  
por bioma en miles de hectáreas (2013-2023)	 63

Gráfico 3.4 	 Superficie quemada por departamento en hectáreas (2019-2023)	 64

Gráfico 3.5 	 Responsables de los incendios forestales por tenencia  
de la tierra, en miles de hectáreas (2019-2023)	 65

Gráfico 3.6 	 Nuevas colonias menonitas por quinquenio en Bolivia (1954-2019)	 73

Gráfico 3.7 	 Superficie de nuevas colonias menonitas  
por año en miles de hectáreas (1954-2019)	 74

Gráfico 4.1 	 Valor de los metales extraídos (en miles de dólares)	 90

Gráfico 4.2 	 Evolución del oro explotado en kilos finos	 91

Gráfico 4.3 	 Evolución del valor de oro extraído de  
yacimientos bolivianos en millones de dólares	 91

Gráfico 4.4 	 Explotación de oro por subsectores 2006-2022	 93

Gráfico 4.5 	 Subvenciones directas e indirectas a las  
cooperativas auríferas (en millones de dólares) 	 94



Índice De Tablas

Tabla 2.1	 ¿En los últimos doce meses escuchó o no escuchó sobre problemas 
ambientales y cambio climático en su municipio?, según edad,  
nivel de instrucción, clase social y ecorregión (en porcentajes)	 45

Tabla 2.2	 ¿En el último año, en su familia se enfermaron por problemas  
ambientales?, según nivel de instrucción, clase social  
e identidad étnico cultural. Muestra total	 48

Tabla 3.1 	 Cartera de créditos bancarios en millones  
de dólares por sectores principales (2012-2023)	 67

Tabla 3.2 	 Presupuesto de programas y proyectos productivos gubernamentales	 70

Tabla 3.3 	 Impuestos a las utilidades e ingresos operativos de  
empresas seleccionadas en millones de dólares (2023)	 71

Tabla 3.4 	 Prestatarios y cartera de créditos bancarios del eslabón productivo  
otorgados al sector oleaginosas, ganadería, de carne y azucarero (2023)	 73

Índice de Recuadros

recuadro 4.1 	 Vías de ingreso del mercurio al cuerpo humano  
e impactos potenciales sobre el metabolismo	 82

Recuadro 4.2 	 Estadísticas sobre las importaciones de mercurio	 83

Recuadro 4.3 	 Contaminación y conflicto en la minería aurífera de Bolivia	 84





11

PRESENTACIÓN

L
a crisis ecológica en Bolivia constituye uno 
de los desafíos más apremiantes de nues-
tro tiempo, no solo por sus devastadores 
efectos ambientales, sino sobre todo por su 
profunda interrelación con las persistentes 
desigualdades socioeconómicas y culturales. 

Este estudio, A fuego y mercurio: Crisis ecológica y 
desigualdades en Bolivia, surge de la urgente necesidad 
de comprender y abordar las complejas dinámicas que 
afectan desproporcionadamente a las comunidades más 
vulnerables, especialmente aquellas indígenas y rurales.

Bolivia, un país rico en biodiversidad y recursos natu-
rales, enfrenta una paradoja inquietante: mientras que 
su marco normativo promueve el desarrollo sostenible 
y la armonía con la naturaleza, la realidad es que tan 
solo enunciar estos principios es insuficiente. La ex-
pansión de actividades extractivas, como la minería y 
la agroindustria, ha exacerbado los problemas ambien-
tales, generando un ciclo de pobreza y vulnerabilidad 
que parece inquebrantable. 

Este modelo de desarrollo extractivista no solo degrada 
el medio ambiente, sino que perpetúa las desigualdades 
estructurales, afectando la salud, los ingresos y la seguri-
dad alimentaria de las poblaciones más desfavorecidas.

La motivación detrás de este estudio radica en la nece-
sidad de dar voz a las comunidades que enfrentan dia-
riamente las consecuencias de esta crisis. A través de 
una encuesta y de testimonios cualitativos, hemos bus-
cado capturar las percepciones y experiencias de quie-
nes viven en la primera línea del cambio climático y la 
degradación ambiental.

Estas voces son esenciales para entender la magnitud del 
problema y para diseñar soluciones que sean económica 
y culturalmente relevantes, sostenibles a largo plazo.

Uno de los hallazgos más alarmantes de nuestra in-
vestigación es la carga desproporcionada que recae 
sobre las mujeres en estas comunidades. Enfrentando 
roles de género rígidos y una "pobreza de tiempo", las 
mujeres asumen tanto las labores domésticas como 
la provisión de recursos para sus familias, mientras 
lidian con los impactos del cambio climático y la 
falta de apoyo estatal. Esta situación no solo perpe-
túa un ciclo de dependencia y subordinación, sino 
que también limita sus oportunidades de desarrollo 
y participación en la toma de decisiones.

La crisis ecológica en Bolivia no es solo un desafío 
ambiental; es un desafío humano que requiere una 
respuesta integral y equitativa. Este estudio busca 
iluminar las complejidades de esta crisis y su inte-
rrelación con las desigualdades estructurales, con la 
esperanza de contribuir a un diálogo más informado 
y a la formulación de políticas que no solo mitiguen 
los impactos ambientales, sino que fundamentalmen-
te se comprometan con la justicia social.

En última instancia, este informe es un llamado a 
la acción. Es imperativo avanzar hacia un desarrollo 
sostenible y equitativo, limitando el extractivismo 
y promoviendo la participación inclusiva de las co-
munidades. Solo a través de un enfoque holístico que 
considere tanto las dimensiones ambientales como las 
socioeconómicas, podremos aspirar a un futuro más 
justo y sostenible.

Lourdes Montero Justiniano
Responsable País 
Oxfam en Bolivia

Natasha Morales Escoffier
Coordinadora Investigación y Políticas

Oxfam en Bolivia





SINOPSIS

B
olivia está viviendo fenómenos climáticos 
cada vez más frecuentes, principalmente 
sequías e inundaciones. Estos cambios son 
parte fundamental de la crisis ecológica y 
tienen implicaciones particulares en el país, 
no solo debido a la diversidad de su geo-

grafía y de sus ecosistemas, sino también porque están 
bajo amenaza constante por la expansión de actividades 
extractivas como los agronegocios, la ganadería y la mi-
nería del oro.

La crisis ecológica no solo daña el medio ambiente, sino 
también exacerba la desigualdad y la pobreza, intensi-
ficando la vulnerabilidad de las comunidades más des-
favorecidas. A su vez, la desigualdad limita el acceso 
equitativo a los recursos naturales, a las oportunidades 
de desarrollo sostenible, aumentando la presión sobre el 
medio ambiente. Esta interrelación crea un círculo vicio-
so en el que la degradación ambiental agrava la pobreza y 
la desigualdad, mientras que las respuestas inadecuadas 
o insuficientes refuerzan estas brechas socioeconómicas.

El costo de no atender las nuevas configuraciones de 
desigualdad puede ser muy alto (OXFAM, 2023). Este 
estudio, titulado A fuego y mercurio: Crisis ecológica y des-
igualdades en Bolivia, invita a reflexionar sobre cómo el 
modelo de desarrollo basado en una economía extracti-
vista ha sido y sigue siendo un vector de desigualdades 
y vulnerabilidades. Buscamos responder en especial a 
la pregunta: ¿Cómo y en qué medida las formas de pro-
ducción y explotación, sustentadas por marcos legales 
e ilegales, generan crisis ecológica y amplían las brechas 
de desigualdad?

CAPÍTULO 1. DESIGUALDADES 
(IN)SOSTENIBLES: NAVEGAR 
LA CRISIS ECOLÓGICA 
La crisis ecológica afecta de manera desproporcionada 
a los territorios y poblaciones que ya están en situación 
de exclusión, pobreza y vulnerabilidad, lo que agrava las 
desigualdades existentes. A nivel internacional, se han 
asumido compromisos para abordar estos desafíos, y 
en Bolivia existe un marco constitucional y normativo 
avanzado que promueve el Vivir Bien en armonía con la 

naturaleza. Sin embargo, hay una notable brecha entre 
los principios declarados y su implementación efectiva, 
lo que evidencia la necesidad de superar varios obstácu-
los, resistencias y desafíos.

La interrelación entre las emisiones de gases de efecto 
invernadero y las prácticas de deforestación en Bolivia 
revela un patrón persistente de desigualdad tanto a ni-
vel global como local. Mientras que las poblaciones más 
pobres y vulnerables del país contribuyen mínimamente 
a las emisiones, son quienes sufren los efectos más de-
vastadores del cambio climático, exacerbando aún más 
las desigualdades existentes. A medida que los actores 
empresariales generan una mayor proporción de estas 
emisiones, el impacto de las prácticas extractivistas, se 
vuelve más evidente. La explotación de recursos natura-
les, impulsada por la demanda global, no solo incremen-
ta las emisiones de CO2, sino que también profundiza 
las desigualdades socioeconómicas y ambientales. Este 
ciclo de acumulación y desposesión genera un entorno 
donde las tensiones sociales y los conflictos ambientales 
se intensifican, afectando de manera desproporcionada 
a las comunidades indígenas y rurales que son las que 
menos contribuyen a esta crisis climática. En este con-
texto, la necesidad de abordar la justicia climática en 
Bolivia se vuelve imperativa, ya que las políticas deben 
centrarse no solo en mitigar las emisiones por defores-
tación, sino también en corregir las desigualdades sis-
témicas que perpetúan esta crisis.

CAPÍTULO 2. EL ESTADO DE LA OPINIÓN 
PÚBLICA: ¿CÓMO PERCIBIMOS LA 
CRISIS AMBIENTAL Y SUS EFECTOS? 
Las percepciones de la población sobre la crisis climáti-
ca son esenciales para entender cómo se experimentan 
y responden a los cambios climáticos y ambientales a 
nivel social y comunitario. Estas percepciones deter-
minan cómo las personas adaptan sus prácticas diarias, 
demandan políticas públicas y participan en acciones 
colectivas para mitigar los efectos del cambio climático. 
En un contexto de creciente pesimismo e incertidumbre 
sobre el rumbo del país, ¿cómo se sitúan las cuestiones 
ambientales en comparación con la economía, la polí-
tica, los servicios? ¿Cuán informados estamos sobre los 



14 A FUEGO Y MERCURIO. CRISIS ECOLÓGICA Y DESIGUALDADES EN BOLIVIA

problemas ambientales del país y de nuestra comuni-
dad? ¿Cuáles son los problemas ambientales que más nos 
afectan? ¿Y qué actitudes y prácticas tenemos con rela-
ción a la crisis ecológica y el cambio climático? Todas 
estas cuestiones son abordadas con base en un estudio 
de opinión pública de alcance nacional y estudios de 
caso en cuatro zonas del país.

El cambio climático tiene un impacto directo en los in-
gresos. En áreas rurales, el 45,5% de los habitantes reporta 
una disminución en los ingresos familiares durante los 
últimos cinco años debido a problemas ambientales o la 
crisis climática. En zonas urbanas, esta cifra es del 33%. 
Se destaca que la mayoría de la población está consciente 
de los problemas ambientales y climáticos, con un 86% 
expresando preocupación por estos temas. Las personas 
más informadas tienden a ser jóvenes y adultos de me-
diana edad con mayor nivel de educación, lo que sugiere 
una relación entre el nivel de instrucción y la conciencia 
ambiental. Sin embargo, los impactos negativos, como la 
disminución de ingresos y la prevalencia de enfermeda-
des relacionadas con el cambio climático, son más gra-
ves entre las clases bajas y en situación de pobreza, sobre 
todo en regiones específicas como los Valles y el Oriente.

Además, las personas de menor nivel de instrucción y 
aquellos que se identifican como indígenas son los más 
afectados por las enfermedades relacionadas con el medio 
ambiente, lo que resalta la vulnerabilidad de estos grupos.

Solo una minoría (23%) de las familias participa activa-
mente en acciones comunitarias o movilizaciones para 
abordar problemas ambientales. Esta participación es 
mayor entre las familias que experimentan directamente 
los impactos negativos de la crisis, como problemas de 
salud, disminución de ingresos y migración. Los datos 
indican una preferencia por medidas educativas y regu-
latorias para enfrentar la crisis, lo que sugiere la nece-
sidad de una intervención tanto gubernamental como 
comunitaria para mitigar estos efectos, adaptándose a 
las realidades específicas de cada región.

CAPÍTULO 3. AGROINDUSTRIA Y 
GANADERÍA: MAL NEGOCIO PARA 
LOS ECOSISTEMAS Y BOSQUES	
Desde hace casi una década, Bolivia enfrenta una ace-
lerada y creciente pérdida de sus bosques y ecosistemas 
no forestales, lo que constituye una crisis ambiental y 

climática de magnitud alarmante con serias repercusio-
nes socioeconómicas y ecológicas. Los agronegocios, im-
pulsados por la expansión agrícola y ganadera, así como 
por el negocio de la tierra, juegan un papel central en la 
deforestación y la degradación ambiental. En lugar de 
implementar políticas públicas y medidas sostenibles 
para proteger la diversidad ecológica y los equilibrios 
del país, el Estado fomenta esta expansión mediante 
subsidios, créditos y privilegios para el sector. Es crucial 
realizar una revisión exhaustiva de las políticas fiscales, 
financieras y de desarrollo.

¿Cómo se lleva a cabo la expansión agrícola y de los 
agronegocios en Bolivia? ¿Cuáles son los efectos sobre 
la naturaleza, los bosques y el medio ambiente? ¿Qué 
beneficios otorga el Estado a este sector? El capítulo 
ofrece un análisis detallado de estas cuestiones, basado 
en información secundaria y estudios de caso. El obje-
tivo es explorar la complejidad de este sector no solo en 
términos de su impacto físico, sino también en relación 
con las desigualdades que genera, las implicaciones so-
cioambientales y los actores involucrados.

La acelerada pérdida de bosques y ecosistemas no bosco-
sos desde 2016 representa una crisis ecológica alarmante 
con graves implicaciones socioeconómicas. Entre 2018 
y 2022, la expansión agrícola y pecuaria fue responsable 
del 97% de la deforestación (Mapbiomas Bolivia, 2024). 
Contrario a la percepción común, las empresas y pro-
pietarios de terrenos medianos son los mayores contri-
buyentes a los incendios forestales y la deforestación, 
no las comunidades indígenas o campesinas.

La economía del desmonte en Bolivia se caracteriza por su 
alta rentabilidad, facilitada por políticas públicas que fo-
mentan la expansión agroindustrial. Los subsidios estata-
les, especialmente a la gasolina y el diésel, juegan un papel 
crucial en reducir los costos de desmonte y producción. 

CAPÍTULO 4. MINERÍA AURÍFERA:  
ENTRE EL MERCURIO Y LOS PRIVILEGIOS	
La minería aurífera en Bolivia, aunque es una fuen-
te significativa de ingresos, tiene un impacto negati-
vo considerable en el medio ambiente y la salud de las 
comunidades locales. La contaminación por mercurio 
y la deforestación son problemas graves que requieren 
atención urgente. Adicionalmente, las políticas fiscales 
y de subvenciones favorecen desproporcionadamente 
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al sector cooperativo, resultando en una baja contri-
bución fiscal y perpetuando las desigualdades sociales 
y económicas. 

El capítulo analiza la minería aurífera en Bolivia, des-
tacando su expansión reciente y los impactos socioam-
bientales asociados. A partir de 2015, y especialmente 
desde 2019, la producción de oro ha aumentado signifi-
cativamente debido a los altos precios internacionales y 
políticas públicas favorables. La producción alcanzó 53,3 
toneladas en 2022, un incremento del 91% en compara-
ción con el promedio de producción entre 2014 y 2018. 

La contribución del oro a la economía boliviana es mí-
nima. En 2022, las regalías mineras auríferas aportaron 
solo USD 63 millones, menos del 2,05% de la producción 
oficial. La normativa actual favorece al sector coopera-
tivo, que representa el 99,6% de la producción legal de 
oro. Estas cooperativas, consideradas entidades sin fines 
de lucro, no pagan impuestos sobre utilidades, resultan-
do en una baja contribución fiscal.

Adicionalmente, las cooperativas mineras reciben nu-
merosas subvenciones directas e indirectas. En 2022, se 
estima que el Estado subsidió al sector con USD 977 
millones en total, incluyendo subsidios al diésel y reduc-
ciones en las regalías. Este monto es significativamente 
mayor que la contribución del sector en regalías, mos-
trando una desproporción entre los beneficios obteni-
dos y las contribuciones fiscales.

La minería aurífera, si bien es un negocio altamente ren-
table, exacerba las desigualdades sociales y económicas, 
toda vez que las comunidades indígenas y rurales son 
las más afectadas por la contaminación y la degradación 
ambiental. Estas comunidades dependen de los recursos 
naturales para su sustento, y la contaminación del agua 
y los alimentos amenaza su seguridad alimentaria. La 
falta de acceso a servicios de salud adecuados agrava la 
situación, dejando a estas comunidades en una posición 
de desventaja y vulnerabilidad.

CAPÍTULO 5. IMPACTOS DIFERENCIALES 
DE LA CRISIS ECOLÓGICA: DESDE LA VOZ  
DE LAS MUJERES
Comprender lo que la gente siente y como le afecta 
en su día a día es fundamental para entender la crisis 

ecológica que vive el país. El capítulo se enfoca en los 
impactos diferenciales de la crisis ecológica en las co-
munidades indígenas del Oriente boliviano, abordando 
las experiencias de las mujeres esse ejja, tacanas y chi-
quitanas. Desde la voz de las mujeres este capítulo ex-
plora cómo las prácticas extractivas, la deforestación y 
los cambios climáticos afectan desproporcionadamente 
a las comunidades.

Los testimonios relatan cómo las actividades mineras 
destruyen las plantaciones agrícolas para habilitar luga-
res de explotación sin considerar el esfuerzo y el tiempo 
que a los pobladores les ha tomado preparar el terreno 
para la siembra.

La presencia de mercurio en la comunidad ha gene-
rado una sensación de resignación y miedo entre sus 
habitantes, quienes sienten que su salud y su entorno 
están siendo invadidos por esta sustancia tóxica. Los 
testimonios recogidos revelan una narrativa común de 
angustia y desesperanza, donde la contaminación no 
solo afecta físicamente a las personas, sino también 
erosiona su bienestar emocional y mental. Las comu-
nidades se enfrentan a un desafío monumental: cómo 
convivir con un contaminante que permea todos los 
aspectos de su vida, desde la alimentación hasta la sa-
lud reproductiva. 

En suma, los testimonios presentados en el capítulo 
son desgarradores y revelan la urgente necesidad de 
políticas de desarrollo local inclusivas, sostenibles y 
adaptadas a las realidades y potenciales locales, así 
como a las particularidades culturales. Las experiencias 
de las mujeres en estas comunidades subrayan la im-
portancia de mejorar los servicios básicos, desarrollar 
infraestructuras, crear empleo y apoyar la producción 
agroforestal y la transformación de frutos del bosque.

Además, se destaca la necesidad de una gestión te-
rritorial y ambiental equitativa y sostenible, que ga-
rantice la participación activa de las comunidades 
locales en la toma de decisiones que afectan sus tie-
rras y medios de vida. En última instancia, los testi-
monios resaltan la importancia de reconocer y abordar 
las desigualdades de género, así como la necesidad de 
un enfoque holístico que atienda tanto las necesida-
des económicas como las ambientales y climáticas de 
estas comunidades.
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¿
Por qué elaborar un informe sobre la crisis 
ecológica en el país? ¿Y cómo vincular esta 
crisis, de alcance global, con las desigualda-
des? ¿Por qué es necesario hablar de fuego y 
mercurio, con todas sus letras, en el marco de 
un modelo de desarrollo asentado en el ex-

tractivismo? ¿Qué lugar ocupan en ese modelo la agroin-
dustria, la ganadería y la minería aurífera, con la venía y 
favores del Estado? ¿Qué efectos provocan en la natura-
leza, la biodiversidad, los territorios, las comunidades? 
¿Cómo perciben y viven esta crisis las personas, en espe-
cial las más afectadas y vulnerables? En fin, ¿es posible 
hacer algo? ¿Qué? De todo ello se ocupa el presente in-
forme que tenemos el gusto de poner a su consideración.

Bolivia se encuentra en un periodo crítico de incerti-
dumbre, marcado por condiciones económicas adversas, 
como déficits fiscales elevados y reservas internacionales 
extremadamente bajas. Este contexto de ralentización 
económica se ve agravado por una crisis ecológica, que 
representa uno de los desafíos más urgentes y comple-
jos para el país.

El modelo de desarrollo primario-exportador, que ha 
sido la base del crecimiento económico de Bolivia, se 
sustenta en la explotación de recursos no renovables. 
Aunque entre 2006 y 2015 Bolivia experimentó un cre-
cimiento económico sostenido, impulsado por los altos 
precios de los hidrocarburos, especialmente el gas, la si-
tuación ha cambiado en forma drástica. Las reservas de 
gas se han reducido notablemente, y tras la pandemia 
de COVID-19, se continuó con un modelo económico 
basado principalmente en los agronegocios y la mine-
ría de oro. 

Bolivia se inserta en un contexto global de un sistema 
económico que prioriza la acumulación del capital y que 
se sostiene en la explotación de las personas, de las co-
munidades y de la Naturaleza, en detrimento de la sos-
tenibilidad de la vida. En este informe mostramos que 
concentrarse en seguir explotando recursos naturales es 
un muy mal negocio para el país y resulta insostenible.

La crisis ecológica no solo daña el medio ambiente, sino 
también exacerba la desigualdad y la pobreza, intensi-
ficando la vulnerabilidad de las comunidades más des-
favorecidas. Los desastres naturales, la contaminación, 
la degradación ambiental y el cambio climático afectan 
desproporcionadamente a quienes poseen menos recur-
sos para adaptarse, perpetuando un ciclo de pobreza. 
A su vez, la desigualdad limita el acceso equitativo a 
los recursos naturales, a las oportunidades de desarro-
llo sostenible, aumentando la presión sobre el medio 
ambiente. Esta interrelación crea un círculo vicioso en 
el que la degradación ambiental agrava la pobreza y la 
desigualdad, mientras que las respuestas inadecuadas o 
insuficientes refuerzan estas brechas socioeconómicas.

Por otro lado, la crisis climática, como parte fundamen-
tal de la crisis ecológica, tiene implicaciones particula-
res en el país debido a la diversidad de su geografía y 
de sus ecosistemas. Desde la vasta Amazonía hasta las 
altas montañas andinas, estas regiones son esenciales 
para conservar los ecosistemas y para la regulación cli-
mática, pero están bajo amenaza constante debido a la 
expansión de las actividades extractivas como la agroin-
dustria, la minería y la ganadería.

El informe La Igualdad Posible (OXFAM, 2023) mostró 
una reducción sostenida de la pobreza y la desigualdad 
de ingresos entre 2009 y 2015, atribuible en parte a los 
ingresos laborales, resultante en especial de una acción 
intencionada de redistribución del excedente de par-
te del Estado.Sin embargo, esta tendencia no fue igual 
para todos: las desigualdades horizontales persistieron, 
afectando a pueblos indígenas, mujeres y poblaciones 
rurales. Al finalizar el auge de las materias primas, la 
economía boliviana se desaceleró, la pobreza aumentó y 
las desigualdades horizontales se profundizaron.

El costo de no atender las nuevas configuraciones de 
desigualdad puede ser muy alto (OXFAM, 2023). Este 
informe, titulado A fuego y mercurio: Crisis ecológi-
ca y desigualdades en Bolivia, invita a reflexionar sobre 
cómo el modelo de desarrollo basado en una economía 

INTRODUCCIÓN
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extractivista ha sido y sigue siendo un vector de des-
igualdades y vulnerabilidades en la historia de Bolivia. 
Buscamos responder en particular a la pregunta: ¿Cómo 
y en qué medida las formas de producción y explota-
ción, sustentadas por marcos legales e ilegales, generan 
crisis ecológica y amplían las brechas de desigualdad?

Nos preocupamos por las implicaciones de seguir ha-
ciendo más de lo mismo, no actuar ni invertir en alter-
nativas productivas que diversifiquen la economía del 
país y cierren las brechas de desigualdad. Toda crisis tie-
ne una oportunidad: ahora es momento de repensar en 
una economía más humana y en transiciones más justas. 

No es posible avanzar en una sociedad armónica y plu-
ral en democracia mientras existan elevados niveles de 
desigualdad (OXFAM, 2023). En este estudio analizamos 
las desigualdades desde distintas perspectivas. Desde un 
enfoque macroeconómico, vemos el impacto que tienen 
las políticas fiscales que incentivan y promueven la de-
forestación, tanto por agroindustria como por minería; 
y desde un nivel meso y micro, analizamos los efectos 
que generan estos sectores en la población, principal-
mente rural e indígena. 

Estamos en un tiempo marcado por la polarización y 
la incertidumbre, pero también por la posibilidad de 
construir nuevas alternativas democráticas con un de-
sarrollo inclusivo. El cambio climático y las actividades 
extractivas, como parte de la crisis ecológica, conllevan 
muchas formas de injusticias, pero la falta de acción 
para solucionar la crisis sólo ampliará esta situación. 
Este informe pretende alentar un debate y reflexión 
que contribuyan a buscar acuerdos para avanzar hacia 
una sociedad más democrática, equitativa y sostenible. 

A lo largo de los cinco capítulos que componen el in-
forme, se analizan las interrelaciones entre la crisis eco-
lógica, el extractivismo, las desigualdades y la pobreza. 
¿Qué encontrarán las y los lectores en cada capítulo?

Capítulo 1: Ofrece una visión comprensiva sobre la in-
terrelación entre la crisis ecológica y las desigualdades 
socioeconómicas. El análisis parte de un breve marco 
teórico que incluye teorías de justicia ambiental y climá-
tica, ecología política y desarrollo sostenible, para luego 
examinar cómo estas desigualdades se ven exacerbadas 
por la crisis ecológica y el extractivismo.

Capítulo 2. Examina las percepciones de la población 
boliviana sobre la crisis climática y su impacto en los 
medios de vida. Esta evaluación es crucial para enten-
der cómo las personas experimentan y responden a los 
cambios ambientales a nivel comunitario. Las percep-
ciones determinan la adaptación de las prácticas diarias, 
la demanda de políticas públicas y la participación en 
acciones colectivas para mitigar los efectos del cambio 
climático. El análisis se basa en datos recabados en una 
encuesta nacional.

Capítulo 3. Examina la relación entre justicia fiscal, 
agronegocios y crisis ecológica en Bolivia. Se analiza la 
expansión agrícola y los agronegocios, destacando sus 
implicaciones socioambientales y los actores involucra-
dos. Asumiendo que el agronegocio y la ganadería son 
motores de la deforestación, se evalúan sus condiciones, 
así como la política pública que fomenta ampliamente 
la expansión agroindustrial. El capítulo incluye dos es-
tudios de caso específicos sobre las “finanzas grises” y 
las colonias menonitas. 

Capítulo 4: Se centra en la crisis ecológica y las desigual-
dades sociales derivadas de la minería aurífera en Bolivia. 
Aunque es una fuente significativa de ingresos, la mine-
ría del oro tiene un impacto negativo considerable en el 
medio ambiente y en la salud de las comunidades loca-
les. La contaminación por mercurio y la deforestación 
son problemas graves que requieren atención urgente. 
Adicionalmente, las políticas fiscales y de subvenciones 
favorecen desproporcionadamente al sector cooperativo, 
resultando en una baja contribución fiscal y perpetuando 
las desigualdades sociales y económicas

Capítulo 5: Se enfoca en los impactos diferenciales de 
la crisis ecológica en las comunidades indígenas del 
Oriente boliviano, abordando las experiencias de mu-
jeres esse ejja, tacanas y chiquitanas. Desde la voz de las 
mujeres, este capítulo explora cómo las prácticas extrac-
tivas, la deforestación y los cambios climáticos afectan 
desproporcionadamente a sus comunidades, con la au-
sencia y, en muchos casos, la complicidad del Estado.

Les invitamos pues a leer este informe, difundirlo y 
debatirlo. Pero en especial les invocamos a compartir 
nuestra preocupación en torno a la terrible crisis eco-
lógica y sus efectos e interrelaciones, entre ellas las per-
sistentes desigualdades en el país.
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E
xiste una relación estrecha entre la crisis 
ecológica y la desigualdad. La crisis, en sus 
diferentes formas, afecta más a los territo-
rios y poblaciones tradicionalmente exclui-
dos, pobres y vulnerables. Ello acentúa las 
desigualdades. Diferentes enfoques se han 

ocupado de analizar este fenómeno y plantean caminos 
para enfrentarlo. Hay acciones y compromisos asumidos 
por la comunidad internacional. Y en Bolivia tenemos 
un avanzado marco constitucional y normativo para el 
Vivir Bien en armonía y equilibrio con la naturaleza. 
Claro que una cosa son las declaraciones y principios, y 
otra distinta su realización. Hay brechas. Sobran desa-
fíos. Es fundamental avanzar hacia un desarrollo soste-
nible y equitativo con límites al extractivismo, acciones 
contra la crisis ecológica y participación inclusiva de las 
comunidades.

¿Cómo armonizar el imprescindible cuidado de la vida, 
la biodiversidad y la naturaleza con un modelo de de-
sarrollo centrado en el extractivismo y, por tanto, la 
depredación ambiental? ¿Otro modelo de desarrollo es 
posible? ¿Qué debe hacer un país como Bolivia, desde 
el Sur global, para enfrentar la crisis ecológica, que es 
un problema global, y atenuar sus efectos sobre los te-
rritorios y poblaciones más vulnerables? ¿Hay (in)jus-
ticia ambiental? ¿Qué estamos haciendo ante la crisis 
climática? ¿Cómo afrontar, en fin, la interacción entre la 
crisis ecológica y las desigualdades? Todas estas cuestio-
nes son abordadas en este capítulo inicial del Informe.

Junto con otros países de la región y del mundo, Bolivia 
se caracteriza por su condición de nación del Sur glo-
bal, influenciada por el contexto internacional de cam-
bio climático y globalización. Esto implica que nuestro 
país actúa como un proveedor de materias primas en 
la economía global. A lo largo de su historia, Bolivia ha 
seguido un modelo de desarrollo primario exportador, 
basado principalmente en el extractivismo, la transfor-
mación primaria y la exportación de mercancías de bajo 
valor agregado derivadas de los recursos naturales. En 
contraste, su sector industrial y de servicios es relativa-
mente incipiente.

El extractivismo ha sido una constante tanto en go-
biernos conservadores como progresistas en América 
Latina (Gudynas, 2018). Estos últimos, a diferencia de 
los primeros, aplicaron algunas medidas redistributi-
vas asociadas a los recursos naturales. En Bolivia, se 

implementaron cambios positivos en el acceso y la tri-
butación del sector petrolero, como el Impuesto Directo 
a los Hidrocarburos (IDH). Esta medida permitió al 
Estado beneficiarse de los altos precios del gas, combi-
nada con una política redistributiva intencionada, que 
asignó el 80% de este impuesto a los gobiernos munici-
pales, departamentales y universidades, lo que permitió 
a muchos gobiernos rurales pobres recibir fondos que 
de otra manera no habrían obtenido. 

Esta circunstancia económica favorable proporcionó 
al Estado mayor margen de maniobra , junto con la re-
forma constitucional, durante más de una década para 
invertir en programas sociales y otorgar bonos a secto-
res vulnerables. Sin embargo, con el tiempo, a medida 
que las condiciones de los mercados internacionales se 
volvieron más difíciles, el Estado boliviano, en lugar de 
diversificarse hacia otros sectores productivos, ha in-
tensificado su enfoque en el extractivismo en el último 
quinquenio.

La caída de la bonanza económica de las exportaciones 
de gas ha enfrentado a Bolivia, a mediados de 2023, con 
una crisis de balanza de pagos y un estancamiento econó-
mico. En respuesta, el Gobierno ha redoblado su enfoque 
extractivista, buscando aumentar el volumen de recur-
sos exportados, principalmente del sector agroindustrial, 
para recuperar los ingresos por exportación, al tiempo 
que fomenta la minería aurífera e intenta relanzar, al me-
nos discursivamente, la explotación del litio.

Este enfoque extractivista, debido a su naturaleza, las 
tecnologías empleadas, las estructuras de las cadenas 
de valor y los modelos de expansión asociados, conlle-
va severas y duraderas consecuencias socio-ecológicas. 
En este contexto, Bolivia permanece en la periferia de 
la globalización, actuando como una fuente de materia 
prima barata que genera escasos beneficios internos, 
distribuidos de manera inequitativa. Además, el país 
enfrenta todos los efectos negativos asociados con estas 
cadenas de valor, como la contaminación, la sobreex-
plotación de agua, la deforestación y la degradación de 
ecosistemas, lo que afecta negativamente las condicio-
nes de vida de las comunidades indígenas y campesinas, 
entre otros aspectos.

En este capítulo se analiza esta problemática buscando 
comprender las dimensiones de la crisis ecológica y sus 
interrelaciones con las desigualdades. El capítulo está 
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organizado en cuatro secciones. En la primera se presen-
ta un breve marco teórico para comprender la relación 
entre crisis ecológica y desigualdades. En la segunda sec-
ción se examina el marco internacional y los principios 
que rigen el ordenamiento constitucional y normativo 
en Bolivia. En la tercera se analiza, desde una perspecti-
va global, la relación entre desigualdad y crisis climática. 
Y la cuarta sección aborda las interacciones entre crisis 
climática, pobreza y vulnerabilidad.

1.1 ¿DE QUÉ HABLAMOS CUANDO DECIMOS 
CRISIS ECOLÓGICA Y DESIGUALDADES? 
La humanidad se enfrenta a una crisis multidimensional 
que está devastando las condiciones fundamentales para 
la vida. En ese contexto, la crisis ecológica emerge como 
un problema global que es inherente a la modernidad 
(Auqui Calle, 2023:p3). 

¿A qué se refiere la crisis ecológica? A una serie de pro-
blemas ambientales graves y persistentes que amenazan 
la estabilidad de los ecosistemas y la supervivencia de 
numerosas especies, incluida la humana. Esta crisis in-
cluye el cambio climático, la pérdida de biodiversidad, 
la deforestación, la desertificación, la contaminación del 
aire y del agua, y la degradación del suelo. Estas proble-
máticas no solo afectan directamente al medio ambiente, 
sino también tienen profundas repercusiones sociales y 
económicas, especialmente en los territorios y poblacio-
nes más vulnerables. 

Bajo el paradigma de desarrollo, en el cual “desarrollo” 
equivale a crecimiento económico y generación de rique-
za como objetivos fundamentales, el extractivismo es una 
expresión exacerbada de ese paradigma. Se trata de un 
proceso de acumulación por desposesión o un modelo de 
acumulación capitalista caracterizado por la extracción 
masiva de recursos naturales para la exportación (con 
bajo procesamiento y de manera subordinada a las cade-
nas de valor transnacionales), generando altos impactos 
sociales y ambientales. 

En un modelo desarrollista con extractivismo, la crisis 
ecológica y las desigualdades socioeconómicas están in-
trínsecamente interrelacionadas, especialmente en países 
como Bolivia.

¿A qué se refiere la desigualdad? A la distribución des-
igual de recursos, oportunidades y privilegios al interior 

de un país o entre países o regiones (como por ejemplo 
entre el Norte y el Sur global). Esto puede manifestarse 
en diversas formas, como desigualdad económica, so-
cial, de género, racial y ambiental. Por ello hablamos 
de desigualdades en plural. En el contexto de los países 
en desarrollo, la desigualdad suele estar marcada por 
la concentración de riqueza en manos de una minoría, 
mientras que grandes segmentos de la población care-
cen de acceso a servicios básicos como educación, salud, 
agua potable y vivienda digna. 

La desigualdad también se refleja en la distribución 
del poder político, los privilegios sociales, políticos y 
culturales, y la capacidad de influir en las decisiones 
que afectan a la sociedad, lo que frecuentemente deja 
a los grupos más vulnerables en situación de exclusión 
y marginalidad.

Esta relación entre la crisis ecológica y las desigualdades 
se puede entender a través de diversas teorías y enfoques 
académicos que examinan los efectos del deterioro am-
biental en las poblaciones más vulnerables y cómo las 
estructuras de poder y la economía global contribuyen 
a exacerbar estas desigualdades. A continuación, se pre-
senta algunos de estos enfoques.

1.1.1 Un fenómeno, tres enfoques
Las crisis ecológica y ambiental han sido objeto de va-
rios análisis y enfoques. Lo propio ocurre con el deba-
te sobre la desigualdad. Y hay diferentes orientaciones 
acerca de la relación entre ambas. En lo que sigue se ex-
pondrán de manera sintéticas tres enfoques claves para 
aproximarnos a este tema.

a. La Justicia ambiental y climática
Una noción fundamental en torno a la inequidad so-
cioambiental que deriva del modelo de desarrollo (ca-
pitalista) y de la globalización a la que se articula es 
la justicia ambiental. Esta noción busca abordar las 
desigualdades en la distribución de los beneficios y las 
cargas ambientales asociadas. Se centra en garantizar 
que todas las personas y comunidades tengan derecho 
y acceso a un medio ambiente saludable. Este enfoque 
implica que las políticas y prácticas ambientales tienen 
que ser equitativas y no deben discriminar, ya sea di-
recta o indirectamente, a ciertos grupos de personas, 
especialmente aquellos históricamente marginados o 
desfavorecidos.
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La justicia ambiental es un marco teórico que examina 
cómo las comunidades marginadas, generalmente de 
bajos ingresos y minorías étnicas, son desproporciona-
damente afectadas por problemas ambientales. Según 
Schlosberg (2007), la justicia ambiental abarca la dis-
tribución equitativa de los beneficios y cargas ambien-
tales, el reconocimiento de las comunidades afectadas y 
su participación en la toma de decisiones ambientales.

En un sentido más amplio, la justicia climática, una ex-
tensión de la justicia ambiental al cambio climático, se 
entiende asimismo en el contexto de relaciones entre 
países y regiones. Pero también se puede situar en un 
marco subnacional entre áreas rurales y urbanas, y entre 
los diferentes actores de las cadenas de valor extractivas. 

Este concepto aborda tres aspectos principales para 
enfrentar la crisis climática, que llevan a establecer 
responsabilidades:

El papel histórico de los países del Norte en la emisión 
de gases de efecto invernadero1 (responsabilidad del 
Cambio Climático del Norte y la definición de países, 
del Anexo I2).
i.	 La situación actual en la que los países del Sur se ven 

obligados a adaptarse a las consecuencias del cambio 
climático (reparación por daños a los países del Sur 
o no incluidos en el Anexo I).

ii.	 La necesidad de que estos mismos países del Sur 
adopten un camino de desarrollo con bajas emisio-
nes de carbono para el futuro (y, por consiguiente, la 
cooperación financiera, técnica, etc., que debe exis-
tir entre los países incluidos en el Anexo I y los no 
incluidos en el mismo).

La justicia climática se fundamenta en el principio de 
"quien contamina paga". Esto implica que los países que 
han contribuido de manera significativa a las emisio-
nes globales de gases de efecto invernadero asumen una 
mayor responsabilidad. Este principio no solo se apli-
ca en la necesidad de reducir dichas emisiones a nivel 
mundial, sino también en la obligación de enfrentar las 
repercusiones del cambio climático. Esto incluye apoyar 

1	 Las emisiones de gases de efecto invernadero (GEI) se refieren a la liberación de gases a la atmósfera que contribuyen al efecto invernadero, un proceso natural 
que calienta la superficie de la Tierra. Estos gases atrapan el calor del sol en la atmósfera, evitando que se escape al espacio, lo que mantiene la temperatura 
de la Tierra en un rango que permite la vida. Sin embargo, las actividades humanas, como la quema de combustibles fósiles, la deforestación y la agricultura 
intensiva, han aumentado significativamente las concentraciones de estos gases, intensificando el efecto invernadero y provocando el calentamiento global 
y el cambio climático. OpenAI. (2024). ChatGPT (4o) [Large language model]. https://chatgpt.com

2	 Los países del anexo I son los países que en el marco de la convención marco de las negociaciones internacionales de cambio climático son los países 
desarrollados y los países no incluidos en el anexo I son el resto del mundo.

a naciones que, como Bolivia y otros países, han tenido 
un menor aporte a este fenómeno. Además, dado que 
estos países deben adoptar modelos de desarrollo sos-
tenible que minimicen las emisiones de carbono, exis-
te una responsabilidad moral de brindarles apoyo en 
estos esfuerzos.

Más allá de la búsqueda de equidad en el planeta con 
la noción de “quien contamina paga”, que es lo míni-
mo que se les puede exigir para contribuir a la repara-
ción, esto se convierte en un recurso fácil, que permite 
no solamente a los países con poder económico, sino a 
también a los grupos económicos de poder al interior 
del país, que continúen generando daños y evadan sus 
responsabilidades. 

b. La ecología política y el neocolonialismo
La ecología política y el neocolonialismo analizan 
cómo las relaciones de poder globales y las prácti-
cas económicas explotadoras contribuyen a la crisis 
ecológica en los países en desarrollo. Autores como 
Martinez-Alier (2002) argumentan que los países de-
sarrollados externalizan sus costos ambientales a los 
países en desarrollo, perpetuando una forma moderna 
de colonialismo económico y ecológico.

La ecología política en América Latina está profunda-
mente entrelazada con los movimientos socioambien-
tales. Leff, E. (2006) destaca que la ecología política en 
este contexto no se trata sólo de cuestiones ambientales, 
sino también de las dinámicas de poder y los conflictos 
sobre la distribución de bienes y servicios ecológicos. 
Esto incluye la carga desigual de los costos ambientales 
y la resistencia contra las políticas neoliberales y las in-
justicias ecológicas.

Desde esta mirada, la ecología política en América Latina 
apunta a integrar diversas racionalidades y significados 
culturales, fomentando un frente común para luchas 
políticas que visualizan un mundo diverso y equitativo. 
También enfatiza la necesidad de un nuevo marco ético 
y político para abordar estas cuestiones, apuntando a la 
abolición de las relaciones jerárquicas y dominantes.



26 A FUEGO Y MERCURIO. CRISIS ECOLÓGICA Y DESIGUALDADES EN BOLIVIA

c. El desarrollo sostenible
El enfoque de desarrollo sostenible busca equilibrar el 
crecimiento económico, la protección ambiental y la 
equidad social para satisfacer las necesidades del pre-
sente sin comprometer la capacidad de las futuras gene-
raciones para satisfacer sus propias necesidades. 

El concepto de desarrollo sostenible se popularizó 
con la publicación del informe Nuestro Futuro Común 
(también conocido como Informe Brundtland) por 
la Comisión Mundial sobre el Medio Ambiente y el 
Desarrollo de las Naciones Unidas en 1987. Según este 
informe, el desarrollo sostenible es "aquel que satisface 
las necesidades del presente sin comprometer la capa-
cidad de las futuras generaciones para satisfacer sus 
propias necesidades" (WCED, 1987). Este documento 
destaca la importancia de considerar las limitaciones 
ambientales y sociales en las estrategias de desarrollo.

Theis y Tomkin (2012) explican que el desarrollo sos-
tenible debe incluir un enfoque equilibrado en tres 
dimensiones:
•	 Económica: Implica el uso eficiente de los recursos 

para mantener el crecimiento económico sin agotar 
los recursos naturales.

•	 Social: Se centra en mejorar la calidad de vida, re-
ducir la pobreza y asegurar que los beneficios del 
desarrollo se distribuyan equitativamente.

•	 Ambiental: Resalta la necesidad de preservar los eco-
sistemas y minimizar el impacto ambiental de las 
actividades humanas.

Cabe notar que los objetivos de estas tres dimensiones 
pueden ser ampliamente contradictorios en un mode-
lo de desarrollo extractivista. Algunos autores destacan 
que “el enfoque de desarrollo sostenible se ha vuelto tan 
amplio y complejo que ya no es útil para guiar la formu-
lación de políticas y corre el peligro de volverse irrelevan-
te" (Holden et al., 2014: p. 130). Sin embargo, a partir del 
enfoque de desarrollo sostenible se destaca la importan-
cia de las alianzas internacionales y la cooperación para 
lograr objetivos de desarrollo sostenible, subrayando el 
papel de los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) 
adoptados por las Naciones Unidas en 2015.

Dado que los efectos negativos de la contaminación am-
biental se hicieron evidentes a nivel mundial, este desa-
fío ha impulsado a los gobiernos de diferentes países a 
buscar soluciones conjuntas, como señalan Kirikkaleli 

y Oyebanji (2022). Entre varias iniciativas, los Objetivos 
de Desarrollo Sostenible representan uno de los avan-
ces más significativos a nivel global en cuanto a los 
compromisos de los países. En particular, a través del 
Objetivo 13: "Acción por el clima". Este objetivo se enfo-
ca en adoptar medidas urgentes para combatir el cam-
bio climático y sus impactos. Dentro de este marco, se 
establecen varias metas específicas:
1.	 Fortalecer la resiliencia y la capacidad de adaptación 

a los riesgos relacionados con el clima y los desastres 
naturales en todos los países.

2.	 Integrar medidas de cambio climático en las políti-
cas, estrategias y planificaciones nacionales.

3.	 Mejorar la educación, la sensibilización y la capaci-
dad humana e institucional con respecto a la miti-
gación del cambio climático, la adaptación a él, la 
reducción de sus efectos y la alerta temprana.

4.	 Implementar el compromiso de los países desarro-
llados de movilizar conjuntamente 100 mil millones 
de dólares anuales a partir de 2020 para abordar las 
necesidades de los países en desarrollo en el contexto 
de acciones significativas de mitigación y transpa-
rencia en la implementación.

Tenemos pues tres enfoques diferentes pero comple-
mentarios para abordar y comprender la crisis ecológica 
y discutir su relación con las desigualdades.

1.1.2 Crisis ecológica y desigualdades, 
una relación complicada
La crisis ecológica plantea desafíos importantes que 
inciden en las desigualdades en sus diferentes formas. 
Estos efectos pueden expresarse en cinco aspectos: 

a. Impacto desproporcionado
Las crisis ecológicas, como el cambio climático, la de-
forestación y la contaminación, afectan de manera des-
proporcionada a los países en desarrollo. Estas regiones, 
frecuentemente menos responsables del deterioro his-
tórico-ambiental-global, enfrentan mayores riesgos de-
bido a su dependencia de los recursos naturales y la 
agricultura para su sustento (IPCC, 2014).

b. Vulnerabilidad socioeconómica 
La vulnerabilidad socioeconómica se refiere a la ex-
posición de las personas y de las comunidades a los 
impactos adversos debido a su posición en la estruc-
tura social y económica. Las personas y comunidades 
en situación de pobreza suelen depender en mayor 
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medida de los recursos naturales para su subsistencia. 
Por ejemplo, los agricultores de subsistencia, los pes-
cadores artesanales y los trabajadores informales en 
áreas rurales y urbanas son especialmente vulnerables 
a las perturbaciones ambientales (IPCC, 2022).

El cambio climático, con sus eventos climáticos extre-
mos cada vez más frecuentes y severos, como inundacio-
nes, sequías y tormentas, afecta desproporcionadamente 
a estas poblaciones. Las personas con menores recursos 
económicos carecen de los medios para adaptarse o recu-
perarse de estos desastres. Las infraestructuras deficientes 
y la falta de acceso a servicios básicos como agua potable 
y atención médica agravan su situación (UNDP, 2019).

c. Pobreza y desigualdad
La pobreza y la desigualdad se ven exacerbadas por la 
crisis ecológica a través de múltiples mecanismos. En 
primer lugar, la pérdida de medios de vida debido a la 
degradación ambiental puede llevar a una espiral des-
cendente de pobreza. Cuando los suelos agrícolas se 
degradan, los rendimientos disminuyen, afectando di-
rectamente la seguridad alimentaria y los ingresos de 
las y los agricultores. Del mismo modo, la sobrepesca y 
la contaminación reducen las capturas para los pescado-
res, comprometiendo sus medios de vida (FAO, 2020).

En segundo lugar, los costos asociados con la adaptación 
al cambio climático y la mitigación de sus efectos suelen 
ser prohibitivos para las comunidades más pobres. La 
construcción de infraestructuras resilientes al clima, la 
implementación de tecnologías sostenibles y la adop-
ción de prácticas agrícolas adaptadas al cambio climá-
tico requieren inversiones significativas que están fuera 
del alcance de las poblaciones vulnerables (OECD, 2021).

Además, los desplazamientos forzados por desastres am-
bientales, como inundaciones y sequías, crean nuevos gru-
pos de personas en situación de pobreza y exacerban las 
tensiones sociales y económicas en las áreas receptoras. Los 
refugiados climáticos a menudo se enfrentan a la discri-
minación y la exclusión, lo que limita sus oportunidades 
de empleo y acceso a servicios esenciales (IDMC, 2019).

d. Exclusión y participación
La crisis ecológica no solo exacerba las desigualdades 
existentes. Genera además nuevas formas de exclusión, 
especialmente en lo que respecta a la participación 
en los procesos de toma de decisiones. La gobernanza 

ambiental y climática, crucial para mitigar los impactos 
de la crisis ecológica, frecuentemente refleja y refuerza 
las estructuras de poder y privilegio, dejando a las co-
munidades más vulnerables sin voz en las políticas que 
afectan directamente sus vidas.

Las comunidades marginadas, incluidas las poblacio-
nes indígenas, rurales y urbanas pobres, frecuentemente 
carecen de representación adecuada en los ámbitos de 
toma de decisiones locales, nacionales e internacionales. 
Esta ausencia de representación puede ser atribuida a 
barreras estructurales como la falta de acceso a la edu-
cación, recursos financieros insuficientes y la discrimi-
nación sistémica (Schlosberg y Collins, 2018).

Un claro ejemplo de esta exclusión es la marginali-
zación de los pueblos indígenas en la toma de deci-
siones sobre el uso de la tierra y la conservación de 
la biodiversidad. Aunque estas comunidades poseen 
conocimientos ecológicos tradicionales cruciales para 
la gestión sostenible de los recursos naturales, se las 
excluye de las decisiones que afectan sus territorios. 
La implementación de proyectos de desarrollo y con-
servación sin su consentimiento previo e informado 
ha llevado a desplazamientos forzados y a la pérdida 
de medios de vida (Davis y Franks, 2021).

Además, las políticas y estrategias climáticas no con-
sideran adecuadamente las necesidades y prioridades 
de las comunidades más afectadas por el cambio cli-
mático. Las soluciones tecnológicas y las inversiones 
en infraestructuras verdes tienden a beneficiar más a 
las poblaciones urbanas y adineradas, mientras que las 
comunidades rurales y pobres reciben menos atención 
y recursos. Esta distribución desigual de los beneficios 
y los costos de las políticas climáticas agrava la des-
igualdad (Bulkeley et al., 2020).

e. Efecto derrame y desigualdades 
estructurales
La crisis ecológica ha intensificado las desigualdades so-
ciales y económicas, especialmente en América Latina, 
donde las dinámicas extractivistas y las prácticas de "ale-
galidad" y "efecto derrame", exacerbadas por el marco 
legal y las políticas públicas, agravan la situación.

Gudynas E (2018) describe las "alegalidades" como accio-
nes que, aunque formalmente son legales o no están pro-
hibidas, tienen el objetivo de aprovechar vacíos legales 
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para obtener beneficios ilegítimos que perjudican a la 
sociedad y al medio ambiente. Estas prácticas son co-
munes en el sector extractivo, donde las corporaciones 
mineras utilizan trucos legales para evadir regulaciones 
e impuestos, resultando en situaciones donde el Estado 
termina subsidiando las actividades extractivas.

En América Latina, las alegalidades permiten que las 
empresas mineras y otras industrias extractivas operen 
sin enfrentar las responsabilidades fiscales y ambienta-
les adecuadas. Esto no solo erosiona la base fiscal de los 
Estados, limitando su capacidad para financiar servicios 
públicos y programas de desarrollo, sino también perpe-
túa la explotación ambiental y la degradación ecológica. 
Al beneficiarse de estos vacíos legales, las corporaciones 
mineras contribuyen a la perpetuación de las desigual-
dades económicas y sociales al desviar recursos públicos 
hacia actividades que benefician a una minoría en de-
trimento de la mayoría (ver para Bolivia el capítulo 4).

Otra de las contribuciones clave de Gudynas es el con-
cepto de "efecto derrame", que se refiere a los cambios 
en las políticas públicas y en los conceptos políticos bá-
sicos como justicia o derecho, resultantes de la influen-
cia de los extractivismos. Estos cambios no se limitan a 
los impactos locales inmediatos, sino que se extienden 
a una reconfiguración más amplia de las políticas y las 
estructuras de gobernanza (Gudynas, 2018).

Por ejemplo, para facilitar un proyecto extractivo, 
frecuentemente se modifican normativas ambienta-
les. Estos cambios no solo afectan al proyecto en cues-
tión, sino alteran también la gestión ambiental en 
general, impactando en otras actividades no extracti-
vas y aplicándose a todo el territorio. Este proceso de 
"derrame" transforma la manera en que se entienden 
y se implementan las políticas públicas en ámbitos 
como el laboral, sanitario y ambiental, con conse-
cuencias que repercuten en todo el país y generan un 

3	 El Acuerdo de París fue suscrito en 2015 en el marco de la Conferencia de las Partes de la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio 
Climático (CMNUCC). 

	 El Acuerdo de París incluye varias disposiciones clave, como las siguientes: 1. Los países firmantes se comprometen a tomar medidas para reducir sus 
emisiones de gases de efecto invernadero con el fin de alcanzar los objetivos de temperatura acordados. Cada país establece sus propias metas a través de 
las Contribuciones Determinadas a Nivel Nacional (NDC, por sus siglas en inglés). 2. El acuerdo establece un marco para la transparencia y la rendición de 
cuentas, donde los países deben informar regularmente sobre sus emisiones y sus progresos hacia sus NDC. Estos informes son revisados internacionalmente 
para garantizar la transparencia y la integridad. 3. Reconoce la importancia de la adaptación al cambio climático y fomenta a los países a fortalecer sus 
capacidades para enfrentar los impactos climáticos. También promueve la cooperación internacional para apoyar a los países más vulnerables. 4. A diferencia 
del Protocolo de Kioto, el Acuerdo de París incluye compromisos de acción climática de todos los países, no solo de los desarrollados. Cada país decide y 
presenta sus propios objetivos y planes de acción. 5. El acuerdo establece mecanismos para facilitar y supervisar la implementación de las acciones climáticas, 
y para revisar y aumentar periódicamente las ambiciones climáticas a través de un proceso de revisión global cada cinco años. 6. Permite a los países 
establecer sus propios objetivos, lo que proporciona flexibilidad para adaptar las acciones a las circunstancias nacionales. Sin embargo, también establece un 
marco para aumentar la ambición con el tiempo.

entorno donde las desigualdades se agravan, ya que 
se priorizan los beneficios económicos de unos pocos 
sobre los derechos y el bienestar de las comunidades 
locales y la protección del medio ambiente. 

En suma, la crisis ecológica, exacerbada por prácticas de 
alegalidad e ilegalidad y los efectos derrame descritos por 
Eduardo Gudynas, intensifica las desigualdades estruc-
turales y socava los derechos humanos y ambientales. Las 
dinámicas extractivistas no solo impactan negativamen-
te en el medio ambiente, sino también perpetúan la ex-
clusión social, la corrupción y la violencia, debilitando 
las instituciones democráticas y las políticas públicas. 
Inciden asimismo en la persistente desigualdad.

1.2 LAS INJUSTICIAS SOCIOAMBIENTALES 
Y CLIMÁTICAS COMO PROBLEMA

1.2.1 El esquivo compromiso internacional
Para enfrentar el cambio climático, los Estados y dife-
rentes organizaciones de la sociedad civil han impulsado 
acuerdos y compromisos a nivel internacional. Uno de 
ellos es el Acuerdo de París3, establecido con el objetivo 
de limitar el aumento de la temperatura global a menos 
de 2 °C, (Kirikkaleli & Adebayo, 2021). Es una cuestión 
muy crítica. El Panel Intergubernamental sobre Cambio 
Climático (IPCC) en 2018 destacó que un calentamiento 
superior a 1,5 °C representa un riesgo inaceptable para la 
humanidad, cuyas consecuencias serían severas, globales y 
de largo plazo. Este acuerdo refleja un enfoque de respon-
sabilidades compartidas pero diferenciadas, considerando 
las distintas realidades nacionales que se desprenden del 
concepto de justicia climática (La Viña & Reyes, 2022).

Entre 1990 y 2022, las emisiones globales anuales de car-
bono crecieron un 63 por ciento aproximadamente, du-
plicando el total de las emisiones globales acumuladas. El 
incremento de las emisiones ha contribuido de manera 
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significativa al aumento de la temperatura. Las mediciones 
realizadas hasta octubre de 2023 revelan que la temperatura 
media global en la superficie de la Tierra durante ese año 
excedió el promedio de los años 1850 a 1900 por aproxima-
damente 1,40°C (OMM, 2023). Esto implica mayor pérdida 
de diversidad, mayores sequías e inundaciones, escasez de 
agua, mayores impactos en la salud, mayores vectores de 
enfermedades transmisibles, impactos socioeconómicos, 
de salud y otros (IPCC, 2021). 

En Bolivia, el calentamiento global ha ocasionado un 
importante aumento promedio en la temperatura me-
dia de 1,1°C, “alcanzando diferencias con respecto a la 
década de los setenta de entre 1 y 2.5°C en la cordille-
ra andina, entre 0.5 y 2°C en la región amazónica y de 
2°C en los llanos” (según el Índice de Riesgo Climático 
Global (IRC) medido por German Watch el 2021, en 
Ministerio de Medio Ambiente y Aguas 2022: 4).

En América Latina, la Organización Meteorológica 
Mundial (OMM, 2023) ha reportado un incremento 
en la intensidad y frecuencia de los fenómenos me-
teorológicos y climáticos extremos. Uno de ellos es 
el fenómeno de El Niño, que se ve agravado por las 
emisiones de gases de efecto invernadero. Este fenó-
meno contribuye al aumento del nivel del mar, afec-
tando especialmente desde el Pacífico Tropical hasta 
las costas de América Central y del Sur. Pero el hecho 
que más preocupa del fenómeno de El Niño son las 
inundaciones y sequías, las primeras que afectan se-
veramente los medios de vida y las segundas que ge-
neran un contexto más proclive a los megaincendios 
(como la situación que se ha venido complicando por 
los incendios forestales en regiones como la Amazonía 
y la Chiquitanía).

En el contexto del Acuerdo de París de 2015, los países 
del Sur global, incluyendo a Bolivia, asumieron com-
promisos climáticos de forma voluntaria, sujetos a la 
condición de recibir financiación climática de los países 
más ricos del Norte. Dicha contribución financiera es 
esencial para viabilizar el cumplimiento de las acciones 
de mitigación de las emisiones de gases a efecto inverna-
dero comprometido por los países del Sur, pero también 
para cumplir con el principio de la justicia climática. 
Estos compromisos se enmarcan en las denominadas 
Contribuciones Determinadas a Nivel Nacional (NDC), 
las cuales definen metas de reducción de emisiones de 
gases de efecto invernadero por sector. 

Según el acuerdo, se esperaba que los países industriali-
zados aportaran un total de 100 mil millones de dólares 
anuales entre 2015 y 2020, sumando un apoyo financiero 
de 500 mil millones de dólares destinados a impulsar 
los esfuerzos climáticos del Sur global. Esta cantidad 
representaría un promedio de 78,4 dólares por persona 
en los países del Sur (Czaplicki, 2024b). No obstante, 
la realidad estuvo lejos del cumplimiento de este com-
promiso, ya que en el período mencionado solo se logró 
movilizar 180 mil millones de dólares, equivalentes a 
28,6 dólares por persona. Este incumplimiento refle-
ja las dificultades y desafíos en el desempeño de los 
compromisos financieros internacionales destinados a 
combatir el cambio climático en las naciones más vul-
nerables. Sin embargo, en el caso boliviano, se recibió 
durante ese periodo más de 78,4 dólares per cápita de 
financiamiento climático, aunque prácticamente todo 
fue destinado a los sectores de energía renovable y de 
agua (Czaplicki, 2024b).

En suma, la discusión global sobre el cambio climáti-
co, especialmente resaltada en las negociaciones sobre 
el tema, subraya la necesidad imperante de abordar las 
desigualdades ambientales y financieras entre el Norte 
y el Sur global. Aunque se han establecido marcos como 
los objetivos de desarrollo nacionales y las NDC, la eje-
cución ha sido desigual, con naciones industrializadas 
aportando menos de lo prometido, aunque no en el caso 
boliviano. Este panorama refuerza la urgencia de accio-
nes concretas y coordinadas a nivel internacional que 
no solo busquen mitigar el cambio climático, sino tam-
bién asegurar la justicia social y económica, respetan-
do y preservando las prácticas culturales y ambientales 
locales en el proceso.

1.2.2 Principios constitucionales 
y normativos en Bolivia
En el marco de la nueva Constitución Política del 
Estado, la política internacional boliviana en los últi-
mos lustros promueve activamente la revalorización de 
las visiones del mundo indígena, centrándose especial-
mente en el respeto por la Pachamama (Madre Tierra) y 
sus elementos naturales. Este enfoque es coherente con 
el principio constitucional del Vivir Bien y con la Ley 
de Derechos de la Madre Tierra (Ley No. 071). Se aboga 
por un modelo de desarrollo que busca el bienestar de 
la sociedad en una relación de respeto, armonía y equi-
librio con la naturaleza y sus componentes. 
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La Ley de Derechos de la Madre Tierra representa un 
avance significativo en la legislación ambiental a nivel 
mundial, estableciendo un marco legal que reconoce y pro-
tege los derechos de la naturaleza. Al articular los prin-
cipios del Vivir Bien y promover una relación de respeto 
y equilibrio con el medio ambiente, esta ley no solo esta-
blece nuevos estándares para la protección ecológica, sino 
también desafía los modelos de desarrollo tradicionales.

La implementación efectiva de esta ley requiere de recur-
sos financieros y de un compromiso continuo y la par-
ticipación de todas las partes interesadas, incluyendo el 
Estado, la sociedad civil y las comunidades locales, para 
asegurar un futuro sostenible y justo para todas las for-
mas de vida en Bolivia.

Sin embargo, esta visión entra en fuerte contradicción 
con las metas de desarrollo delineadas en los planes de 
desarrollo para los períodos 2016-2020 y 2021-2025. Estos 
planes establecen ambiciosos objetivos en sectores clave 
como la agricultura, la ganadería, la producción de soya 
y azúcar, la minería y el litio, sin considerar los daños y 
pérdidas ambientales. En 2016, Bolivia presentó su prime-
ra NDC (Contribución Nacionalmente Determinada) a 
las Naciones Unidas, comprometiéndose de manera vo-
luntaria y sin condiciones a erradicar la deforestación 
ilegal para el año 2020, un objetivo que se consideró 
bastante ambicioso. Otros compromisos asumidos por 
Bolivia se proyectaron hasta el año 2030 y, teóricamente, 
todavía son alcanzables, a menos que hayan sido modi-
ficados o anulados durante una revisión de las NDC en 
2022 (Czaplicki, 2024b). Sin embargo, el país no logró 
cumplir con el objetivo establecido para 2020. Como se 
verá más adelante, la deforestación y la degradación de 
bosques, junto con la agricultura y la ganadería, se man-
tienen como las principales fuentes de emisiones de gases 
de efecto invernadero en Bolivia.

En 2014, la deforestación llegó a las 215.077 hectá-
reas, de las cuales aproximadamente el 84% (cerca de 
180.000 hectáreas) fue ilegal. Entre las consecuencias 
más significativas se encuentra la reducción de más 
del 60% de los recursos hídricos superficiales en Santa 
Cruz (Czaplicki, 2024a). Para el año 2019, la defo-
restación oficial se estimó en 270.497 hectáreas, con 
un 58% de ilegalidad, lo que equivale a unas 160.000 
hectáreas. Esto no solo refleja una reducción insu-
ficiente de la deforestación ilegal, sino también un 
incremento de la deforestación legal.

En los hechos, las leyes vinculadas a temas ambientales 
quedan frecuentemente relegadas a narrativas discur-
sivas. La Ley No. 1333 del Medio Ambiente (1992), que 
marcó un hito al introducir la necesidad de conservar 
la base de recursos naturales y la calidad ambiental del 
país, estableciendo la responsabilidad del Estado y la 
sociedad, dio lugar a la incorporación del tema en di-
versas disposiciones legales. Aunque presenta vacíos, 
contradicciones y en varios aspectos ha quedado des-
actualizada, si se efectivizara, la situación ambiental 
del país sería sustancialmente distinta (Quiroga et al., 
2024). La Ley No. 300 de la Madre Tierra y Desarrollo 
Integral para Vivir Bien (2012) representa un avance al 
definir derechos de la Pachamama como sujeto colectivo 
de interés público y disponer la no mercantilización de 
las funciones ambientales y de los procesos naturales de 
los componentes y sistemas de vida de la Madre Tierra 
por ser “dones sagrados”. Además, establece la incorpo-
ración del “desarrollo integral en armonía y equilibrio 
con la Madre Tierra” en las políticas, normas, estrate-
gias, planes, programas y proyectos del Estado central 
y de las entidades territoriales autónomas.

La distancia entre la norma y la realidad es gigantesca. 
Bolivia enfrenta el desafío de armonizar sus ambicio-
sos objetivos de desarrollo con la protección del medio 
ambiente y el respeto por la cosmovisión indígena del 
Vivir Bien. Aunque se han promulgado leyes y políticas 
progresistas en materia ecológica y de biodiversidad, 
la implementación efectiva de estas normas sigue sien-
do un reto significativo debido a las contradicciones 
inherentes en el modelo extractivista y las presiones 
políticas. Para avanzar hacia un desarrollo sostenible 
y equitativo, en armonía con la naturaleza, es esencial 
fortalecer los mecanismos de gobernanza ambiental y 
asegurar la participación inclusiva de todas las comu-
nidades en la toma de decisiones y movilizar recursos 
financieros de manera efectiva.

1.3 EFECTO INVERNADERO Y DEFORESTACIÓN: 
FACTORES DE DESIGUALDAD
La intersección entre las emisiones de gases de efecto in-
vernadero y la deforestación en Bolivia no solo subraya la 
complejidad de la crisis ecológica, sino también eviden-
cia cómo estos fenómenos amplifican las desigualdades 
socioeconómicas en el país. Mientras que las emisiones 
derivadas del consumo excesivo de las élites urbanas bo-
livianas destacan un desequilibrio en la contribución al 
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Gr áfico 1 . 1 E m isio n es (GtCO2) po r ve ntiles e n Bo livia (e n po rce ntaj es)

Fuente: Extraído de Base de datos Emissions Inequality Dashboard (emissions-inequality.org)

cambio climático, las prácticas de deforestación, impul-
sadas por la expansión del extractivismo, exacerban aún 
más estas desigualdades al desplazar y marginar a las co-
munidades más vulnerables. La justicia climática, en este 
contexto, no puede abordarse sin considerar los efectos 
duales de la contaminación y la destrucción ambiental, 
ambos ligados intrínsecamente a las estructuras de poder 
y riqueza que perpetúan la exclusión social y económica. 
En este apartado se explora cómo la deforestación, un 
factor clave de emisiones, no solo contribuye al cambio 
climático, sino también refuerza las disparidades ya exis-
tentes, profundizando las tensiones sociales y los conflic-
tos en las regiones más afectadas del país.

1.3.1 Gases y cambio climático
La justicia climática surge en gran medida ante la evi-
dencia de desigualdades: las comunidades, munici-
pios y personas más desfavorecidos política, cultural 
y económicamente consumen menos productos cuya 
elaboración genera altas emisiones de gases de efecto 
invernadero y contribuyen menos a tales emisiones, 
comparadas con los municipios más urbanos y perso-
nas más ricas que consumen excesivamente. Esto, según 
fuentes como el UNDP (2019), Chancel (2020) y Khalfan 
et al. (2023), refleja una disparidad que no solo afecta a 
las poblaciones actuales, sino también perjudica a las 

4	 GtCO2 se refiere específicamente a gigatoneladas (mil millones de toneladas) de dióxido de carbono (CO2). El CO2 es uno de los principales gases de efecto 
invernadero y es el más significativo en términos de emisiones provocadas por el ser humano. Se utiliza comúnmente como una métrica estándar para 
medir y reportar emisiones de carbono, particularmente en el contexto de acuerdos internacionales sobre cambio climático, como el Protocolo de Kioto y el 
Acuerdo de París.

5	 Un ventil se refiere a dividir un conjunto de datos en 20 partes iguales. Cada ventil representa el 5% del total de los datos. Por ejemplo, el primer ventil 
representa el 5% inferior de los datos, el segundo ventil representa el siguiente 5% (es decir, el 5% al 10% del total), y así sucesivamente. 

generaciones futuras, aumentando la desigualdad eco-
nómica entre ellas. 

Bolivia se caracteriza por su gran diversidad climática. En 
ciertas áreas, se enfrentan condiciones climáticas severas, 
con temperaturas que descienden bajo cero durante gran 
parte del año y escasas precipitaciones, mientras que otras 
áreas experimentan un clima cálido y húmedo de forma 
permanente. Al mismo tiempo, existen contrastes mar-
cados en las condiciones de vida: algunas personas resi-
den en zonas aisladas en viviendas sin acceso a servicios 
básicos como electricidad, agua potable o sanitarios, en 
contraste con otras que habitan en lujosas residencias 
equipadas con aire acondicionado, amenidades como ci-
nes, piscinas, gimnasios y personal de servicio (Andersen 
y Verner, 2014, p. 55).

Las emisiones de GtCO24 se han distribuido de manera 
muy desigual en la población boliviana. En el gráfico 1.1 
se muestra las emisiones (GtCO2) por ventiles (5%)5. 
Cada barra representa la proporción del crecimiento 
total de las emisiones durante el período asociado con 
el consumo de un ventil (5%) de la población boliviana, 
ordenado del más pobre (a la izquierda) al más rico (a 
la derecha). Se observa el impacto desproporcionado 
de las personas más ricas del país: más de la mitad del 
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crecimiento total de las emisiones absolutas se debió al 
10% más rico (los dos primeros ventiles), y el 5% más rico 
por sí solo contribuyó en más de un tercio (37% el año 
2020). La mitad restante se debió casi en su totalidad 
a la contribución del 40% medio de la distribución del 
ingreso (los siguientes ocho ventiles). El impacto de la 
mitad más pobre (los diez sectores inferiores) de la po-
blación fue prácticamente insignificante. Sin embargo, 
cabe notar que en los últimos cinco años, el 10% más rico 
(los dos primeros ventiles) ha disminuido ligeramente 
su contribución a las emisiones (GtCO2).

Al analizar las emisiones de CO2 per cápita del país 
en relación con el promedio mundial, segmentado por 
niveles de ingreso, observamos en el gráfico 1.2 una ten-
dencia similar a la global. El 50% de la población con 
menores ingresos prácticamente no genera emisiones. El 
siguiente 40% contribuye con una cantidad mínima de 
emisiones. Sin embargo, es el 1% más acaudalado quien 
más contamina, aunque es importante destacar que este 
segmento en Bolivia emite significativamente menos 
CO2 en comparación con el 1% más rico a nivel mundial.

Gr áfico 1 . 2 E m isio n es pe r cápita e n Bo livia 
co m par ado co n e l pro m edio de l m u n do

Fuente: Extraído de Base de datos Emissions Inequality Dashboard (emissions-inequality.org)

Estas disparidades en las emisiones de CO2 reflejan no 
solo las desigualdades económicas y sociales dentro de 
Bolivia, sino también la necesidad urgente de abordar 
la justicia climática de manera integral.

1.3.2 Desigualdades por deforestación
La Agencia Internacional de Energía indica que, aun-
que Bolivia contribuye poco al total global de CO2, la 

mayoría de sus emisiones de gases de efecto invernadero 
se deben a cambios en el uso del suelo y a la deforesta-
ción. Informes del World International Resources seña-
lan que el 87% de estas emisiones en Bolivia provienen 
de la deforestación.

El extractivismo, como fue dicho, es un vector de des-
igualdad. De acuerdo con Roy Grégoire & Hatcher 
(2022), los sectores extractivos fomentan una economía 
política de acumulación por desposesión, que exacerba 
las tensiones preexistentes entre soberanía y autodeter-
minación. Son un catalizador de conflictos territoriales 
(como por ejemplo en la Chiquitanía) y se enmarcan en 
un modelo de desarrollo de tensiones y contradicciones. 
Harvey D (2005) ha vinculado las crecientes desigualda-
des de riqueza con la producción de territorios devas-
tados, mayores niveles de exclusión y vulnerabilidad y 
respuestas más duras al malestar social.

La abundancia de riqueza generada por las industrias 
extractivas tiende a concentrarse en pocas manos, lo 
que produce corrupción y búsqueda de rentas y, a su 
vez, mayores desigualdades e incluso conflictos violen-
tos (Roser, 2006). En la historia de Bolivia, como bien 
retrata Paz (2023) en su estudio sobre las clases medias, 
las élites económicas bolivianas han circulado en inter-
valos de 50 años, siendo estructuralmente dependientes 
de los sectores extractivos y acumuladores de una ri-
queza desmedida. No obstante, a partir de la década de 
2000, la explotación de la naturaleza se multiplicó, no 
sólo en Bolivia sino también en toda América Latina, 
siendo el continente el mayor proveedor de materias 
primas del mundo globalizado (Gudynas, 2018). Este 
crecimiento exponencial del extractivismo trajo una se-
rie de problemas, aumentaron los impactos ambientales 
y los conflictos sociales.

De acuerdo con el estudio de Quiroga et al. (2024), apro-
ximadamente hay un conflicto ambiental por semana 
en el país. Si bien esto representa el 5,6% del total de 
conflictos en el país, el estudio muestra evidencia de que 

El 1% más rico es quien más contamina, aunque 
es importante destacar que este segmento en 
Bolivia emite significativamente menos CO2 en 
comparación con el 1% más rico a nivel mundial.
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a partir del año 2020 los conflictos ambientales están 
en escalada y se incrementan de manera significativa. 
Dos tercios de los conflictos ambientales son produc-
to de los problemas de contaminación y uso del suelo. 
Esto tienen un efecto en mayores tensiones y conflictos 
a nivel local y, como se verá en el capítulo 2, un mayor 
involucramiento de la población en general.

Según Global Forest Watch6, a nivel nacional, las emisio-
nes de CO2 por deforestación alcanzaron su punto más 
alto el año 2019 con un total de más de 350 millones de 
toneladas de CO2. En el gráfico 1.3 se muestra la evolu-
ción de la deforestación como fuente de CO2 en Bolivia. 
La tala de árboles y la alteración de la cobertura boscosa 
liberan a la atmósfera grandes cantidades de CO2, un gas 
de efecto invernadero que contribuye significativamente 
al cambio climático. En el mencionado gráfico se observa 
un crecimiento exponencial a partir del año 2014. En es-
timaciones propias en base a los datos del gráfico 1.3, se 
observa que entre 2001 y 2014 la tasa de crecimiento de las 
emisiones de CO2 por pérdida de cobertura forestal fue 
de -6 por ciento; en cambio, entre los años 2015 y 2022, 
esta tasa de crecimiento fue del 34 por ciento.

En suma, la crisis ecológica es un tema intrincado que 
se entrelaza con la desigualdad global y con la desigual-
dad nacional y local. Por un lado, coloca a Bolivia como 
un país anclado a las materias primas por la demanda 

6	 https://www.globalforestwatch.org/dashboards/country/BOL/?

7	 https://www.ine.gob.bo/index.php/estadisticas-economicas/censos/

global; por otro, genera una clara disparidad entre los 
menos favorecidos, que sufren desproporcionadamente 
los impactos del cambio climático, y los más acaudala-
dos, cuyas prácticas de consumo excesivo, junto con las 
actividades extractivas, perjudican el medio ambiente. 
Como se evidencia en los siguientes capítulos, este fe-
nómeno refleja un ciclo vicioso donde la expansión de 
las fronteras extractivas intensifica las desigualdades y 
agudiza los conflictos sociales, especialmente en comu-
nidades indígenas y regiones vulnerables.

1.4 CRISIS CLIMÁTICA, MOTOR DE 
POBREZA Y VULNERABILIDAD
En la sección anterior vimos que la crisis ecológica tie-
ne un impacto sobre la desigualdad, la cual se exacerba 
aún más con la presencia de sectores extractivos. En esta 
sección analizamos cómo este hecho genera mayor po-
breza y vulnerabilidad, principalmente en las regiones 
y poblaciones donde existen mayor propensión a los 
cambios climáticos.

De acuerdo con el INE7, entre 2005 y 2015 la pobreza 
extrema en Bolivia se redujo de 36,7% a 16,8%. Con la 
implementación de una nueva metodología por parte 
del INE en 2016, la pobreza extrema se situó en 19% y ha 
disminuido gradualmente, alcanzando el 12 % en 2019. 
Aunque en 2020, en medio de la pandemia por COVID 

Gr áfico 1 .3. E m isio n es de CO2 po r pé rdida de co be rtu r a fo restal ( to n e ladas)

Fuente: Elaboración propia en base GFW
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19, la pobreza extrema aumentó levemente, volvió a dis-
minuir a 12,5% en 2022.

Sin embargo, en el contexto boliviano, es crucial desta-
car la brecha existente entre las áreas urbanas y rurales, 
así como entre las poblaciones indígenas y no indíge-
nas, así como con relación a las mujeres y los jóvenes 
(Oxfam, 2023). La pobreza rural sigue siendo significa-
tivamente más alta que la urbana. En 2022, el 50,5% de la 
población rural se encontraba en situación de pobreza, 
en contraste con el 32,5% en las áreas urbanas. Además, 
entre 2005 y 2022, los hogares con jefes indígenas pre-
sentaron una tasa de pobreza mayor en comparación 
con los no indígenas, con un 47,4% frente a un 33,2%, 
respectivamente.

El cambio climático tiene un impacto general, afectan-
do a comunidades de todos los niveles socioeconómi-
cos, desde los estratos más altos hasta los más bajos. No 
obstante, es evidente que las consecuencias se sienten 
de manera más desproporcionada en las áreas rurales y 
entre las poblaciones indígenas.

Los cambios de temperatura varían según la región 
geográfica del país, con fenómenos climatológicos 

específicos que afectan más a ciertas localidades. El estu-
dio de Oxfam (2020), que comparó datos de 2009 y 2019, 
proporciona evidencia cualitativa de estas variaciones. 
En las tierras altas de Bolivia, los principales cambios 
climáticos incluyeron un aumento del estrés hídrico 
(cuando la demanda de agua es más alta que la cantidad 
disponible), notablemente presente durante la sequía de 
2016-2017. Comunidades como Khapi, en el municipio 
Palca del departamento de La Paz, han experimentado 
temperaturas más elevadas, provocando plagas y enfer-
medades que afectaron los cultivos y aumentaron el uso 
de pesticidas químicos fuertes. Además, se han observa-
do precipitaciones y disponibilidad de agua imprede-
cibles, mayor migración fuera de las comunidades, y el 
retroceso de los glaciares Illimani y Mururata.

En las tierras bajas, los cambios climáticos se caracteri-
zan por una prolongación de la estación seca y tempe-
raturas más cálidas. En la Chiquitanía, se registró una 
caída del 14% en las precipitaciones anuales entre 1980 
y 2012. En Ascensión de Guarayos, las temperaturas 
aumentaron en promedio 0,5°C entre 2001 y 2018 en 
comparación con 1981-2000, mientras que las precipita-
ciones disminuyeron un 13% durante el mismo periodo 
(CIPCA/FAN, 2019).

Gr áfico 1 .4 Evo lució n de la cantidad de afectacio n es 
climáticas re po rtadas e n Bo livia desde 2016

Fuente: Elaboración propia en base a datos de VIDECI (2023a)
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En promedio, en los últimos tres años (2020, 2021, 2022), se reporta un promedio anual 
de 471 afectaciones climáticas adversas, que han aquejado o damnificado anualmente a 
más de 100 mil familias (VIDECI, 2023a).
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Gr áfico 1 .5 Desn utr ició n cró nica e n niños/as m e no res de cinco años ve rsu s 
exposició n a eve ntos climáticos a nive l m u nicipal e n Bo livia (e n po rce ntaj es)

Fuente: Elaboración propia en base al Atlas Municipal de SDSN 2020 y al Mapa de Vulnerabilidad de UDAPE 20159

Más allá de las variaciones en la temperatura, las activi-
dades humanas ejercen una presión significativa sobre 
el medio ambiente, comprometiendo el desarrollo so-
cioeconómico sostenible de las comunidades. El cambio 
climático, junto con las prácticas extractivas, ha lleva-
do a las poblaciones más vulnerables a enfrentar severos 
problemas de sequía, escasez y contaminación del agua 
(Colque, 2022). Esta situación ha provocado, especialmen-
te en la última década, cambios significativos en los ciclos 
del agua, afectando notablemente la agricultura y la ga-
nadería y causando crisis en el suministro de agua en las 
principales ciudades del país (PNUD, 2011; Painter, 2009; 
Painter, 2020). En regiones como Santa Cruz, altamente 
afectadas por la deforestación, se estima que la extensión 
de las superficies de agua se ha reducido en dos tercios 
desde 1985 (Mapbiomas Agua, 2023).

La afectación por eventos climáticos adversos ha mos-
trado un aumento constante de 2016 a 2022, con la 
excepción de 2020 (gráfico 1.4). En promedio, en los 
últimos tres años (2020, 2021, 2022), se reporta un pro-
medio anual de 471 afectaciones climáticas adversas, que 
han aquejado o damnificado anualmente a más de 100 
mil familias (VIDECI, 2023a).

Los eventos climáticos adversos conllevan a una baja 
de productividad agrícola y a un aumento en los pre-
cios de los alimentos, lo que a su vez puede impactar 
en la seguridad alimentaria. Este mecanismo se pro-
duce debido a que los estratos más pobres asignan una 
proporción mayor de su gasto a los alimentos que en 
el resto de los estratos. En esta situación, los estratos 
más pobres son los que pierden acceso a suficientes 
alimentos seguros y nutritivos para satisfacer las ne-
cesidades nutricionales para tener una vida saludable. 
Esto desencadena una serie de otros problemas, como 
desnutrición materna e infantil, mortalidad infantil, 
malas condiciones de salud y baja esperanza de vida. 

De acuerdo con el informe del Ministerio de Medio 
Ambiente y Aguas (2022: p. 5), más de 2.7 millones de 
niños, niñas y adolescentes viven en lugares con alto 
riesgo de sufrir inundaciones y sequías. Los niños meno-
res de cinco años en municipios altamente vulnerables a 
estos desastres muestran una prevalencia mayor de des-
nutrición infantil, lo que subraya el impacto de la crisis 
climática en la salud humana. Este hecho se evidencia 
en el gráfico 1.5, donde se muestra la relación entre des-
nutrición crónica en niños/as menores de cinco años y 

Vivir en un municipio que presenta frecuentemente riesgos de algún tipo de desastre 
natural aumenta la desnutrición infantil en cinco puntos porcentuales.
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el riesgo de desastres naturales. En aquellos municipios 
donde hay más riesgos de desastres, aumenta la vulne-
rabilidad a la desnutrición infantil. Por ejemplo, si se 
compara aquellos municipios con baja exposición versus 
alta exposición a inundaciones, la desnutrición aumen-
ta en casi 20 puntos porcentuales. En general, vivir en 
un municipio que presenta frecuentemente riesgos de 
algún tipo de desastre natural aumenta la desnutrición 
infantil en cinco puntos porcentuales.

Al analizar los datos a nivel municipal, se aprecia que los 
municipios con altos niveles de pobreza medida por ne-
cesidades básicas insatisfechas (NBI) exhiben una mayor 
vulnerabilidad y riesgo ante desastres naturales, como 
inundaciones, heladas, sequías o granizadas, tal como 
ilustra el gráfico 1.6. Para cada evento, se evidencia un 
aumento en el porcentaje promedio de población con 
necesidades básicas insatisfechas a medida que aumenta 
el nivel de exposición. Por ejemplo, este patrón muestra 
que, para el caso de la inundación, hay una diferencia 
de alrededor de 50 puntos porcentuales entre el grupo 
de municipios con exposición baja y el grupo con ex-
posición alta a este evento.

Además, se destaca que la población indígena, especial-
mente los hablantes de lenguas nativas, enfrenta un ma-
yor riesgo ante estos desastres naturales, lo que pone de 
manifiesto la exclusión y alta susceptibilidad de los pue-
blos indígenas a la crisis climática, como se demuestra 
en el gráfico 1.7.

Por ejemplo, ser indígena (clasificado por el idioma en 
que habla) aumenta el riesgo de estar expuesto a las se-
quías en 60 por ciento, a las heladas en 45 por ciento y 
a las inundaciones en 45 por ciento.

El análisis pone en relieve una preocupante realidad: la 
población indígena, identificada por el uso de lenguas 
nativas, enfrenta una vulnerabilidad significativamen-
te mayor a desastres naturales como sequías, heladas e 
inundaciones. Esta situación no solo refleja la extrema 
exposición a eventos climáticos adversos, sino también 
subraya la persistente exclusión y la necesidad urgente 
de abordar la desigualdad en la resiliencia climática. Los 
datos indican una disparidad alarmante que exige una 
atención focalizada y estrategias inclusivas que protejan 
a las comunidades indígenas y mejoren su capacidad para 
hacer frente a la crisis climática.

Gr áfico 1 .6 Po breza po r N ecesidades Básicas In satisfechas 
y vu ln e r abilidad al cam bio climático e n Bo livia

Fuente: Elaboración propia en base al Atlas Municipal de SDSN 2020 y al Mapa de Vulnerabilidad de UDAPE 2015
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Los municipios con altos niveles de pobreza medida por necesidades básicas insatisfechas 
(NBI) exhiben una mayor vulnerabilidad y riesgo ante desastres naturales, como inundaciones, 
heladas, sequías o granizadas.
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1.5 CONCLUSIONES
Las comunidades más pobres y marginadas son las que 
más sufren las consecuencias de la degradación am-
biental y el cambio climático, mientras que las élites 
económicas y los sectores más ricos del país contribu-
yen desproporcionadamente a la emisión de gases de 
efecto invernadero y a la destrucción de los recursos 
naturales.

Una de las reflexiones más contundentes es la parado-
ja inherente en las políticas de desarrollo: mientras se 
promueven discursos y marcos normativos que abogan 
por un desarrollo en armonía con la naturaleza, como 
el Vivir Bien en Bolivia, en la práctica, las estrategias 
económicas siguen privilegiando la explotación inten-
siva de recursos naturales. Esto crea una disonancia en-
tre las aspiraciones de sostenibilidad y las realidades 
del desarrollo, donde las comunidades más vulnerables, 
especialmente las rurales e indígenas, soportan la mayor 
parte de los costos socioambientales.

El capítulo también resalta la importancia de adoptar una 
visión holística y crítica al abordar las desigualdades eco-
lógicas. La justicia ambiental y climática emerge como un 
marco necesario para garantizar que las comunidades más 
afectadas no solo sean protegidas, sino que también parti-
cipen activamente en la toma de decisiones que afectan sus 
vidas y sus entornos. Sin embargo, el reto de implementar 
estos principios en contextos donde las dinámicas de po-
der y los intereses económicos predominan es considerable. 
En los siguientes capítulos de este informe se profundizará 
sobre este tema.

La crisis ecológica no puede ser tratada en aislamien-
to; está intrínsecamente vinculada con las estructu-
ras económicas, políticas y sociales que configuran las 
desigualdades globales y locales. Por tanto, cualquier 
estrategia que busque mitigar los efectos de la crisis 
climática debe necesariamente abordar estas desigual-
dades estructurales. Esto implica repensar el desarrollo 
más allá del crecimiento económico tradicional, hacia 
un modelo que priorice la sostenibilidad, la equidad 
y la justicia social.

Gr áfico 1 .7 Pe rso nas q u e hablan u n idio ma nativo y vu ln e r abilidad al 
cam bio climático a nive l m u nicipal e n Bo livia (e n po rce ntaj es)

Fuente: Elaboración propia en base al Atlas Municipal de SDSN 2020 y al Mapa de Vulnerabilidad de UDAPE 2015.
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M
ás allá de la influencia de determinados 
actores, acontecimientos y políticas pú-
blicas en la crisis ecológica y la desigual-
dad, es importante conocer las opiniones, 
los sentimientos y los saberes de la ciu-
dadanía sobre el tema. Para efecto, en el 

marco del Informe, se realizó una encuesta de alcance 
nacional (urbano-rural) y estudios de caso en cuatro zo-
nas afectadas. Los datos revelan las percepciones y pre-
ocupaciones de la gente acerca de diferentes cuestiones 
ambientales y sus efectos. Muestran también cuán in-
formados estamos y la forma en que reaccionamos como 
personas y en comunidad. Las percepciones son diferen-
tes dependiendo de dónde vivimos, cuán vulnerables so-
mos y qué tan expuestos estamos ante la crisis climática 
y ambiental. De ello se ocupa el presente capítulo.

En un contexto de creciente pesimismo e incertidumbre 
sobre el rumbo del país, ¿cuáles son los problemas que 
más nos preocupan a las y los bolivianos? ¿Cómo se si-
túan las cuestiones ambientales en comparación con la 
economía, la política, los servicios? ¿Qué tan informados 
estamos sobre los problemas ambientales del país y de 
nuestra comunidad? ¿Qué problemas ambientales más 
nos afectan? ¿Y cuáles son nuestras actitudes y prácticas 
con relación a la crisis ecológica y el cambio climático? 
Todas estas cuestiones se abordan en el presente capítulo.

Las percepciones de la población sobre la crisis climáti-
ca son esenciales para entender el modo en que se expe-
rimenta y se responde a los cambios ambientales a nivel 
comunitario y de la sociedad. Estas percepciones deter-
minan cómo las personas adaptan sus prácticas diarias, 
demandan políticas públicas y participan en acciones 
colectivas para mitigar los efectos del cambio climático. 
En los capítulos 3 y 4 analizaremos cómo las industrias 
extractivas (agroindustria y minería aurífera) fomentan 
desigualdades con el aval de políticas públicas erráticas 
e ineficaces. Aquí nos enfocamos en la voz de la opinión 
pública para entender las percepciones sobre el impacto 
de la crisis en el ecosistema y el medio ambiente.

Debido a la creciente preocupación por los efectos ad-
versos de la crisis ecológica en los medios de vida, es-
pecialmente en contextos vulnerables como Bolivia, se 
llevó a cabo un estudio orientado a conocer la opinión 
de la población. El propósito fue captar las percepcio-
nes y preocupaciones de la ciudadanía con relación al 

tema, así como identificar las desigualdades que exacer-
ban los efectos de la crisis en distintas regiones y grupos 
demográficos. La información recopilada puede ser útil 
para diseñar estrategias de intervención más efectivas y 
equitativas, que aborden tanto la mitigación de los im-
pactos ambientales como la reducción de las desigual-
dades socioeconómicas.

El estudio se basa en datos recabados de una encuesta 
nacional realizada en octubre de 2023, con una muestra 
representativa de 1.702 personas (735 de áreas urbanas y 
315 de áreas rurales). Además, se realizaron 652 encues-
tas en zonas específicas afectadas por la crisis climática 
y ambiental:
1.	 Zona de Potosí, de alta sequía (municipios de San 

Pedro de Buena Vista, Ocurí y Chuquita).
2.	 Zona norte de La Paz, con presencia de minería au-

rífera (municipios de Tipuani y Teoponte).
3.	 Zona de la Chiquitanía en Santa Cruz, con presen-

cia de agroindustria y desmontes (municipios de San 
José, Concepción y San Ignacio de Velasco).

4.	 Zona de Beni y Pando, Amazonía, con presencia de 
minería aurífera (municipios de Riberalta, El Sena 
y Puerto Rico).

Esta encuesta nos permite desentrañar las complejida-
des y matices de la relación entre la sociedad y su entor-
no. A través de un análisis descriptivo, se busca conocer 
el modo en que diferentes factores, como la ubicación 
geográfica, el nivel socioeconómico y la exposición a los 
efectos del cambio climático, influyen en la percepción 
de esta crisis y sus efectos.

El capítulo está dividido en seis secciones. La primera 
analiza el peso espontáneo de los problemas ambienta-
les en las preocupaciones generales de las personas. La 
segunda sección presenta un análisis del nivel de infor-
mación y conocimiento sobre el tema. La tercera exa-
mina los problemas ambientales y climáticos que más 
afectan a la población y su impacto en los medios de 
vida y la salud. La cuarta sección investiga la necesidad 
de migración en las familias por problemas ambientales 
y climáticos, así como las estrategias para enfrentarlos. 
La quinta analiza la participación en acciones comuni-
tarias y organizaciones de protección ambiental, además 
de las actitudes personales de adaptación al cambio cli-
mático y la contaminación ambiental. La sexta y última 
sección presenta algunas conclusiones.
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2.1 ¿QUÉ NOS PREOCUPA?
Las percepciones de la población boliviana sobre la si-
tuación actual del país y sus expectativas reflejan un 
clima generalizado de pesimismo. De acuerdo con el 
estudio Delphi la FES (Julio 2024), el 80,9 por ciento 
de los liderazgos piensa que el país está por mal cami-
no. Este pesimismo está vinculado a la percepción de la 
situación política y económica, una mala gestión guber-
namental y a problemas persistentes como el desempleo 
y la inseguridad ciudadana. Por otro lado, las personas 
de clase baja y en situación de pobreza, con menor ni-
vel de instrucción, muestran una visión más moderada 
e incluso relativamente positiva, confiando en cierta 
estabilidad económica a corto plazo. A continuación, 
incorporamos en el análisis las preocupaciones ambien-
tales y climáticas.

En el estudio realizado para este Informe, se pidió a las 
personas consultadas que identifiquen cuáles son los dos 
problemas que más afectan a la población. La encuesta 
revela que los problemas más significativos percibidos 
por la población, en orden de importancia, se clasifican 
en: i) económicos, ii) de contaminación y climática, y iii) 
de inseguridad y servicios públicos (gráfico 2.1). Ocho 
de cada diez encuestados, tanto de áreas urbanas como 
rurales, identifica los problemas económicos como los 
más impactantes. A estos les siguen los problemas de 
contaminación y climáticos, siendo especialmente pro-
nunciados en las áreas rurales, donde el 71% y el 59% de 
los habitantes, respectivamente, los señalan. En com-
paración, los problemas sociales y políticos son consi-
derados menos relevantes que los relacionados con la 
contaminación y el medio ambiente.

Esta jerarquización de preocupaciones subraya la pre-
eminencia de las dificultades económicas en la percep-
ción ciudadana, a pesar de la creciente conciencia sobre 
los retos climáticos y de contaminación. El hecho de que 
estos últimos sean más mencionados en las zonas rurales 
resalta la vulnerabilidad de estas comunidades frente 
a los impactos climáticos, lo que sugiere la necesidad 
de abordar estas preocupaciones de manera integral, 
atendiendo tanto a las urgencias económicas como a la 
sostenibilidad ambiental.

En la muestra total, los dos problemas económicos más 
mencionados son la falta de empleo (53%) y el incremento 
de precios (42%) (gráfico 2.2). Los ingresos bajos y la pobre-
za ocupan un lugar secundario en la percepción general.

Sin embargo, al analizar las respuestas de los estudios 
de caso, se observa que la falta de empleo sigue siendo 
un problema relevante, seguido de la pobreza. A dife-
rencia de la muestra total, el incremento de precios se 
percibe más en áreas urbanas que en las rurales. Esto 
puede deberse a que, al tratarse de áreas más rurales y 
provinciales, los aumentos de precios no se perciben 
con la misma relevancia que en las ciudades capitales.

En cambio, la pobreza se menciona en los estudios de 
caso como el segundo problema económico más rele-
vante. Esto puede atribuirse al entorno más rural y pro-
vincial de los estudios de caso en comparación con la 
muestra total, donde la carencia de medios de vida es 
más aguda que en las capitales departamentales.

Este análisis subraya la importancia de considerar las 
diferencias regionales y contextuales al evaluar los 

Gr áfico 2 . 1 Pro ble mas q u e más afectan a la po blació n . 
Po r área u rbano/ru r al (e n po rce ntaj es) 

Fuente: OXFAM, Encuesta nacional sobre crisis climática y medios de vida, 2023.
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problemas económicos, ya que las percepciones y prio-
ridades pueden variar significativamente entre áreas 
urbanas y rurales.

En los estudios de caso, los entrevistados mencionaron 
diversas acciones humanas que contribuyen a la con-
taminación, como la contaminación del aire, suelos y 
agua dulce. Además, identificaron signos de problemas 
ambientales, tales como el cambio climático, el calen-
tamiento global y la desertificación de suelos, así como 
los efectos derivados de estos problemas, incluyendo la 
menor producción, enfermedades y sequías (gráfico 2.3). 
La frecuencia de estas menciones es significativamen-
te mayor en los estudios de caso en comparación con 
la muestra total. Por ejemplo, se observa una diferen-
cia notable en las respuestas sobre la contaminación de 
ríos, los chaqueos y desmontes, y la contaminación por 
actividades extractivas.

Esta mayor mención de problemas ambientales en los 
estudios de caso indica que estos son la principal pre-
ocupación para los entrevistados, superando incluso a 
los problemas económicos. La elevada conciencia sobre 
los problemas ambientales en estas áreas sugiere que la 
población está claramente afectada y consciente de las 
consecuencias de la actividad humana en su entorno.

En los estudios de caso, los tres problemas ambientales 
más mencionados relacionados con acciones humanas son:
•	 Chaqueos y desmontes (47%).
•	 Contaminación de ríos (44%).

•	 Contaminación por actividades extractivas (minería, 
pesca, agroindustria, represas) (31%).

Estos problemas representan un resumen significativo 
de los desafíos ambientales en cada uno de los cuatro 
estudios de caso analizados.

Una vez que los entrevistados identifican las acciones 
contaminantes, también mencionan sus efectos, tales 
como:
•	 Sequías (36%).
•	 Cambio climático (28%).
•	 Desertificación y menor producción agropecuaria 

(17%).

Gr áfico 2 .3. Pro ble mas climáticos 
y am bie ntales q u e más afectan a la 

po blació n . M u estr a total y estu dios 
de caso (e n po rce ntaj es)

Fuente: OXFAM, Encuesta nacional sobre crisis climática y medios de vida, 2023.

Gr áfico 2 . 2 . Pro ble mas eco nó m icos q u e más 
afectan a la po blació n . M u estr a total 

y estu dios de caso (e n po rce ntaj es)

Fuente: OXFAM, Encuesta nacional sobre crisis climática y medios de vida, 2023.
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Gr áfico 2 .4 Estu dios de caso, pr incipales pro ble mas de su m u nicipio y co m u nidad

Fuente: OXFAM, Encuesta nacional sobre crisis climática y medios de vida (Nov, 2023).

Los problemas climáticos y ambientales emergen como 
la principal preocupación entre los entrevistados de los 
estudios de caso, superando considerablemente a los 
problemas económicos, que ocupan un segundo lugar 
distante. Este hallazgo destaca la percepción predomi-
nante de que los desafíos ambientales son más críticos 
y urgentes para estas localidades en comparación con 
los problemas económicos.

El gráfico 2.4 muestra la relevancia de los problemas am-
bientales entre los problemas que afectan a los entrevis-
tados en cada uno de los cuatro casos analizados en este 
estudio. En tres de estos casos (norte de Potosí, norte de 
La Paz y Amazonía), el 54% de las respuestas se refiere a 
problemas ambientales. En contraste, en la Chiquitanía, 
los problemas ambientales representan el 45% del total 
de respuestas.

En la Chiquitanía, la inseguridad ciudadana es un pro-
blema significativo para los entrevistados, principal-
mente debido a las rutas del narcotráfico hacia Brasil 
que han generado situaciones de violencia en varias 
áreas de la región y la Amazonía. Además, se destaca la 
inoperancia de las autoridades para resolver los proble-
mas locales, lo que agrava la percepción negativa. Este 
pesimismo, tanto a nivel nacional como municipal, se 
debe a la combinación de problemas ambientales e in-
seguridad ciudadana vinculada al narcotráfico, lo que 
contribuye a una visión más negativa en esta región 
comparada con otras áreas estudiadas.

En las tierras bajas, como la Chiquitanía y la Amazonía, 
resalta la frecuente mención de chaqueos y desmontes, 
donde estos problemas son particularmente graves. La 
contaminación causada por las industrias extractivas es 
especialmente significativa en el norte de La Paz, donde 
la minería de oro constituye una importante fuente de 
polución ambiental. En el norte de Potosí, una región 
caracterizada por alta sequía, los problemas de aridez 
y degradación del suelo afectan considerablemente la 
producción agropecuaria.

En la Amazonía, las enfermedades provocadas por la 
contaminación ambiental son una preocupación pre-
dominante, debido a la contaminación de los ríos con 
mercurio derivada de las actividades mineras. La expe-
riencia directa con las consecuencias de la contamina-
ción ambiental permite a los entrevistados identificar 
y mencionar específicamente los problemas ecológicos 
más graves en su entorno inmediato.

2.2 PROBLEMAS AMBIENTALES: 
¿ESTAMOS INFORMADOS?
En las secciones anteriores se analizaron las percepcio-
nes de la población acerca de la situación del país y sus 
municipios, así como la identificación de los principales 
problemas que le afectan. Se constató un marcado pe-
simismo tanto a nivel nacional como municipal, espe-
cialmente entre las clases medias, que tienden a valorar 
negativamente el contexto y la gestión del Gobierno. En 
cuanto a las percepciones sobre la situación actual, no se 
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observaron diferencias significativas entre los estudios 
de caso y la muestra nacional.

Sin embargo, en los estudios de caso, los problemas 
ambientales se destacan como las principales preocu-
paciones de los entrevistados. Estos incluyen la conta-
minación por industrias extractivas, los desmontes y 
chaqueos, y la degradación de los suelos, que afecta la 
producción agropecuaria.

¿Hay correlación entre las preocupaciones y la infor-
mación que tiene la población sobre las cuestiones am-
bientales? Un dato relevante de la encuesta es que, en 
general, el 67% de las personas están informadas y tienen 
conocimiento acerca de los problemas ambientales y la 
crisis climática. El 86% manifiesta una profunda preocu-
pación por dichos problemas, lo que refleja un elevado 
nivel de sensibilidad y exposición a la temática. Sin em-
bargo, como se analizará más adelante, hay diferencias 
significativas en esta sensibilidad, que varían según la 
edad, estrato socioeconómico y la ubicación geográfica, 
entre otros factores.

Los que más han escuchado sobre problemas ambien-
tales en sus municipios son personas de mediana edad 
y jóvenes con mayor nivel de instrucción, pertenecien-
tes a las clases medias, especialmente en el occidente 
del país (tabla 2.3).

Este análisis destaca cómo la experiencia directa con 
los problemas ambientales no solo aumenta la preocu-
pación, sino también la receptividad hacia la informa-
ción relevante, creando un ciclo de mayor conciencia y 
acción en las comunidades afectadas.

Tabla 2 . 1 ¿E n los ú ltimos doce m eses escuchó 
o no escuchó so bre pro ble mas am bie ntales 

y cam bio climático e n su m u nicipio?, 
segú n edad, nive l de in strucció n , clase 

social y eco rregió n (e n po rce ntaj es)

  Totales N° Escuchó mu-
cho,algo

Escuchó poco, 
no escuchó

Total 1050 44% 54%
Edad
18 a 27 años 264 45% 52%
28 a 40 años 389 46% 51%
41 años o más 397 42% 56%
Nivel de instrucción
Superior/pos-
grado

320
55% 44%

Bachiller/técnico 477 40% 58%
Secundaria 158 46% 51%
Primaria o menos 95 35% 61%
Clase Social
Media típica 111 58% 38%
Media baja 297 48% 49%
Baja 487 42% 55%
Pobreza 155 39% 60%
Ecorregión
Altiplano 360 41% 54%
Valles 350 56% 43%
Tierras bajas 340 36% 62%

Fuente: OXFAM, Encuesta nacional sobre crisis climática y medios de vida, 2023.

A nivel nacional, quienes más han escuchado sobre la 
crisis climática y ambiental son las personas de clase 
media y de nivel de instrucción alto, lo que refleja que 
los medios de comunicación y la educación juegan un 
papel determinante en la comprensión de estos proble-
mas y en las estrategias de incidencia. 

Gr áfico 2 .5 Preocu pació n po r los pro ble mas 
am bie ntales y cr isis climática (e n po rce ntaj es) 

Fuente: OXFAM, Encuesta nacional sobre crisis climática y medios de vida, 2023.

Sí

No

66,98

86,43

33,02

13,57

0% 20% 40% 60% 80% 100%

¿En este año ha escuchado sobre 
problemas ambientales o sobre la 

crisis climática en su municipio?

¿Está preocupado o no por los 
problemas ambientales y crisis del 

clima en su municipio?

GRAF. 12



46 A FUEGO Y MERCURIO. CRISIS ECOLÓGICA Y DESIGUALDADES EN BOLIVIA

Gr áfico 2 .6 Pro ble mas am bie ntales 
y de cam bio climático q u e más 

afectan (e n po rce ntaj es) 

Fuente: OXFAM, Encuesta nacional sobre crisis climática y medios de vida, 2023.

Los que más han escuchado sobre problemas 
ambientales en sus municipios son personas 
de mediana edad y jóvenes con mayor nivel de 
instrucción, pertenecientes a las clases medias, 
especialmente en el occidente del país.

2.3 LO QUE MÁS AFECTA: 
VULNERABILIDAD Y ENFERMEDADES
Los problemas ambientales que más impactan a las fa-
milias incluyen la contaminación del aire, la del agua 
(tanto para consumo humano como la afectación de 
lagos, lagunas y ríos), la deforestación, la erosión de 
suelos y heladas, las sequías y la inadecuada gestión de 
residuos. Es importante destacar que la percepción de 
estos problemas varía significativamente según la zona 
geográfica en la que se reside. Para quienes habitan en 
el Altiplano, los problemas más graves son la contami-
nación del agua en ríos, lagos y lagunas, las heladas y 
la erosión del suelo. En los Valles, las principales preo-
cupaciones son la contaminación del agua potable, la 
contaminación del aire y la deficiente gestión de los re-
siduos. Por otro lado, en los llanos, los residentes se ven 
particularmente afectados por la contaminación del aire 
y del agua, los incendios forestales y la deforestación.

Entre los principales factores de contaminación identi-
ficados por los encuestados, destaca el impacto del com-
portamiento humano. Según se muestra en el gráfico 2.7, 
el 44% de la población cree que la propia sociedad es 
responsable de la contaminación, mientras que el 28% 
señala a las empresas y el 35% atribuye el problema a una 
inadecuada gestión de residuos. Esto, posiblemente es el 
resultado de las campañas de concientización que siem-
pre hablan sobre lo que cada individuo debería o no hacer 
y al hecho de que campañas gubernamentales y medios de 
comunicación apuntan a responsabilidades individuales 
y casi nunca empresariales.

A pesar de que las industrias extractivas, como la agroin-
dustria y la minería, contribuyen al empleo en zonas con 
limitadas oportunidades laborales, su efecto en el medio 
ambiente es directo y perjudicial (ver capítulos 3 y 4). 
La encuesta revela una notable conciencia sobre el im-
pacto ambiental de estas actividades. Por ejemplo, en 
los llanos, el 48% de los habitantes identifica la defores-
tación como causa principal de los problemas ambien-
tales, mientras que en el Altiplano el 32% considera que 
la minería es un factor significativo de contaminación.

Los problemas mencionados tienen impactos directos 
en la salud de las personas. La contaminación del aire, 
exacerbada por incendios forestales más frecuentes e in-
tensos y por olas de calor, puede aumentar los casos de 
enfermedades respiratorias agudas y crónicas, incluyen-
do asma, enfermedades pulmonares y enfermedades car-
diovasculares. Por otro lado, la presencia de patógenos 
como bacterias, virus y parásitos en el agua contamina-
da puede provocar enfermedades diarreicas, incluyen-
do cólera, disentería, fiebre tifoidea y hepatitis A. Estas 
enfermedades son particularmente mortales en regiones 
con acceso limitado al agua potable y a sistemas de sa-
neamiento adecuados. La contaminación del agua en la-
gos, lagunas y ríos por sustancias químicas tóxicas, como 
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Gr áfico 2 .7 Cau sas par a los pro ble mas am bie ntales (e n po rce ntaj es) 

Fuente: OXFAM, Encuesta nacional sobre crisis climática y medios de vida, 2023.

metales pesados (plomo, mercurio, arsénico), pesticidas 
y productos químicos industriales, puede tener efectos 
devastadores en la salud. Esto se analiza con mayor deta-
lle en los capítulos 4 y 5. La exposición a estos contami-
nantes puede causar una gama de problemas, incluyendo 
trastornos neurológicos, daños renales, cáncer, trastor-
nos del desarrollo en niños y problemas reproductivos 
(Azada, 2021).

Al respecto, el 48% de las personas encuestadas reportó 
que en los últimos doce meses algún miembro de su fa-
milia se enfermó debido principalmente a los problemas 
ambientales o al cambio climático. El 81% les atribuyó a 
enfermedades respiratorias (alergias, tos, infecciones), el 
63% a enfermedades respiratorias y estomacales, el 33,7% 
a enfermedades estomacales (diarrea, salmonelosis) y el 
9% a enfermedades de la piel8.

8	 Estas cifras son elevadas por que la encuesta fue realizada el mes de octubre, momento en que estaban terminando los incendios.

Gr áfico 2 .8 Pe rso nas q u e re po rtaro n 
q u e se e n fe rmaro n a cau sa de 

pro ble mas am bie ntales o cam bio 
climático (e n po rce ntaj es)

Fuente: OXFAM, Encuesta nacional sobre crisis climática y medios de vida, 2023.
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Los segmentos más vulnerables a la presencia de enfer-
medades por causas ambientales son los estratos con 
menor poder adquisitivo (clase media baja, baja y po-
breza), sobre todo en los Valles y en el Oriente (tabla 
2.3). En cambio, en la clase media típica la presencia de 
enfermedades es menor.

Al interior de este amplio segmento poblacional que es 
más vulnerable a estas enfermedades están subsegmen-
tos todavía más vulnerables. Personas con menor nivel 
de instrucción, que se autoidentifican como indígenas, 
y que viven fuera de las capitales de departamento (en 
el área provincial).

Los segmentos más vulnerables a la presencia 
de enfermedades por causas ambientales son 
los estratos con menor poder adquisitivo (clase 
media baja, baja y pobreza), sobre todo en los 
Valles y en el Oriente.

Es posible entender que estos segmentos más pobres vi-
ven y trabajan en espacios más expuestos a problemas 
ambientales. Se puede afirmar entonces que los mismos 
no afectan de manera uniforme a la población: el impac-
to es mayor en clases bajas e indígenas de las provincias.

Tabla 2 . 2 ¿E n e l ú ltimo año, e n su fam ilia 
se e n fe rmaro n po r pro ble mas am bie ntales?, 
segú n nive l de in strucció n , clase social e 
ide ntidad étnico cu ltu r al . M u estr a total

  Totales 
N° Sí No NS/NR

Total 1050 44% 53% 3%
Nivel de instrucción
Superior/posgrado 320 48% 47% 4%
Bachiller/técnico 477 41% 55% 4%
Secundaria 158 42% 58% 1%
Primaria o menos 95 51% 47% 3%
Clase Social
Media típica 111 24% 67% 9%
Media baja 297 51% 45% 4%
Baja 487 41% 56% 3%
Pobreza 155 52% 48% 0%
Ecorregión
Altiplano 360 39% 59% 2%
Valles 350 48% 48% 4%
Tierras bajas 340 44% 51% 5%

Fuente: OXFAM, Encuesta nacional sobre crisis climática y medios de vida, 2023.

La necesidad de algún tratamiento médico o, incluso, 
de hospitalización por enfermedades relacionadas con 
problemas ambientales muestra la gravedad de los efec-
tos de la contaminación ambiental. En la muestra total, 
el 62% de las familias afectadas por estas enfermeda-
des tuvo que recurrir a tratamientos médicos y/o a la 
hospitalización. 

Lo anterior quiere decir que, tomando en cuenta toda 
la población (quienes estuvieron enfermos y quienes no 
estuvieron enfermos), el 35% de las familias tuvo que re-
currir a consultas médicas para atender problemas de 
salud relacionados con problemas ambientales. Un ter-
cio de la muestra expresa un impacto directo en la salud 
familiar por situaciones de contaminación ambiental.

En los estudios de caso, un porcentaje menor de familias 
afectadas en su salud por la contaminación ambiental 
tuvo que recurrir a tratamientos médicos. En efecto, si 
en la muestra total el 62% de las familias afectadas acu-
dió al médico, en los estudios de caso este porcentaje 
llega al 48%. 

Hay que recordar aquí que los estudios de caso están 
en el ámbito provincial y rural donde, a diferencia del 
ámbito urbano (capitales de departamento y ciudades 
intermedias), el acceso a servicios de salud es menor. Es 
posible que esta situación explique en los estudios de 
caso el menor porcentaje de familias que accedieron a 
un tratamiento médico o a la hospitalización.

Si este fuera el caso, la situación de los estudios de caso 
se vuelve más vulnerable y muestran que pese a experi-
mentar consecuencias más graves de la contaminación 
ambiental (enfermedades gastrointestinales y no sólo res-
piratorias), acceden menos a tratamientos médicos para 
hacer frente a las enfermedades asociadas a una conta-
minación ambiental.

En la encuesta se preguntó a los entrevistados que afirma-
ron que en el último año en sus hogares hubo enfermos 
relacionados con problemas ambientales, ¿cuáles son a 
su juicio los problemas ambientales específicos que están 
afectando la salud del hogar? En el gráfico 2.9 se observa 
lo que ya se adelantó en el punto anterior: en la muestra 
total, el principal problema que genera enfermedades en 
el hogar es la contaminación del aire. De ahí que las en-
fermedades respiratorias tengan una incidencia notable 
en la muestra total.
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Gr áfico 2 .9 . Pr incipal cau sa par a e n fe rm edades e n 
e l hogar po r pro ble mas am bie ntales. M u estr a total 

y total estu dios de caso (e n po rce ntaj es)

Fuente: OXFAM, Encuesta nacional sobre crisis climática y medios de vida, 2023.

En cambio, en los estudios de caso, el principal proble-
ma ambiental asociado a las enfermedades en los hoga-
res es la mala calidad del agua potable. Por ello, como 
se vio, las enfermedades gastrointestinales tienen una 
incidencia notable en estos casos.

En estos últimos, la contaminación de fuentes de agua 
potable se extiende a la contaminación de ríos y lagunas. 
Es decir, la contaminación ambiental está afectando de 
manera notable tanto el agua potable, como el agua que 
eventualmente sirve para riego, y que afecta también a 
los animales. De modo que, se perciben mayores nive-
les de contaminación en los estudios de caso que en la 
muestra total. Este resultado coincide con los niveles de 
afectación registrados por contaminación en las áreas 
rurales de los testimonios de mujeres indígenas que se 
presentan en el capítulo 5.

2.4 IMPACTO EN LOS INGRESOS 
Y EN LA MIGRACIÓN
En la anterior sección se analizó el impacto de los pro-
blemas ambientales en la salud de las familias. Se pudo 
constatar que cerca de la mitad de los hogares repor-
tan al menos un enfermo por causas ambientales en el 

último año. Y que, de estas familias, en más de la mitad 
se necesitó un tratamiento médico para hacer frente 
a estas enfermedades. Las enfermedades respiratorias 
son las que tienen una mayor incidencia, sobre todo 
en zonas afectadas por desmontes y chaqueos como en 
la Chiquitanía. En cambio, las enfermedades gastroin-
testinales están asociadas en varios casos a la explota-
ción minera. Esto se puede apreciar por ejemplo en la 
Amazonía y en el norte de La Paz.

En esta sección veremos las percepciones sobre los im-
pactos de los problemas ambientales en la producción, 
en los ingresos de las familias y en la migración.

En países como Bolivia, donde una proporción impor-
tante de la población reside en zonas rurales, el cambio 
climático ejerce efectos tanto directos como indirectos 
en el ámbito laboral. Particularmente la agricultura, que 
constituye una fuente esencial de sustento para nume-
rosas comunidades vulnerables, muestra una alta sensi-
bilidad a las variaciones climáticas. Se observa que, en 
las áreas rurales, el 45,5% de los habitantes reporta una 
disminución en los ingresos familiares durante los últi-
mos cinco años, atribuida principalmente a problemas 
ambientales o a la crisis climática. En contraste, en las 
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Gr áfico 2 . 10 Dism in ució n de ingresos debido a pro ble mas am bie ntales o a 
la cr isis climática e n los ú ltimos 5 años (e n po rce ntaj es) (N =1702)

Fuente: Oxfam, Encuesta nacional sobre crisis climática y medios de vida, 2023.
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Fuente: OXFAM, Encuesta nacional sobre crisis climática y medios de vida, 2023.
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zonas urbanas, esta cifra se reduce al 33%, afectando a 
una de cada tres familias. Además, las personas con in-
gresos muy bajos, aquellas cuya educación se limita al 
nivel de primaria y que se identifican como indígenas, 
son quienes más han percibido una reducción en sus in-
gresos en los últimos cinco años, principalmente debido 
a problemas ambientales o a la crisis climática, según se 
detalla en el gráfico 2.10

Los tres problemas percibidos tanto en la muestra total 
como en los estudios de caso como la causa principal de 
la disminución de ingresos son: 1) la erosión de suelos, que 
implica una menor producción agropecuaria, 2) el encare-
cimiento de alimentos y 3) el cierre de fuentes de trabajo. 

El cambio climático puede obligar a las personas a aban-
donar sus hogares y buscar empleo en otros lugares, con 
frecuencia dando lugar a condiciones laborales inestables y 
al aumento de las desigualdades sociales existentes. Según 
se muestra en el gráfico 2.12, el 25,8 por ciento de las per-
sonas en los llanos tuvo que migrar o son actualmente emi-
grantes, debido principalmente a problemas ambientales 
o a la crisis climática. 

Los estudios sobre migración en Bolivia han abordado 
principalmente este fenómeno desde áreas rurales hacia 
áreas urbanas y desde tierras altas hacia tierras bajas. De 
acuerdo con el estudio de Guzmán et al (2023), el pro-
ceso migratorio de occidente a Oriente, es decir, desde 
el Altiplano andino hacia las tierras bajas de los llanos 
amazónicos, no parece haber terminado y es, sin duda, 

la dinámica poblacional más importante del país. Sin 
embargo, el mismo estudio plantea que las investigacio-
nes sobre migración en Bolivia no suelen considerar la 
migración incompleta o estacional, que se caracteriza 
por la existencia de dobles residencias, es decir, tener 
una casa en el campo y otra en la ciudad (Agramont D, 
2023). Este fenómeno se explica por procesos migrato-
rios de proximidad, motivados principalmente por la 
búsqueda de ingresos, pero también por la generación 
de "cuencas" migratorias definidas por la proximidad 
cultural, donde la movilidad se hace más frecuente que 
la migración definitiva (Guzmán et. al, 2023). 

La mayoría de los encuestados que han migrado en los 
últimos cinco años pertenecen al estrato socioeconómico 
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Gr áfico 2 . 13 Pe rso nas q u e tuvie ro n q u e m igr ar debido pr incipalm e nte 
a pro ble mas am bie ntales e n los ú ltimos 5 años. Po r zo na geogr áfica , 

área u rbana y ru r al , sexo y autoide ntificació n (e n po rce ntaj es) 

Fuente: OXFAM, Encuesta nacional sobre crisis climática y medios de vida, 2023.
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Gr áfico 2 . 12 Pe rso nas q u e tuvie ro n 
q u e m igr ar debido pr incipalm e nte a 

pro ble mas am bie ntales o a la cr isis 
climática , e n los ú ltimos 5 años. Po r 

zo na geogr áfica (e n po rce ntaj es) 

Fuente: OXFAM, Encuesta nacional sobre crisis climática y medios de vida, 2023.
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Gr áfico 2 . 14 Pe rso nas q u e tuvie ro n q u e m igr ar debido 
pr incipalm e nte a pro ble mas am bie ntales e n los ú ltimos 

5 años. Po r gru pos de edad (e n po rce ntaj es) 

Fuente: OXFAM, Encuesta nacional sobre crisis climática y medios de vida, 2023.

más bajo, constituyendo el 31% de esta población, y tie-
nen un nivel educativo que se limita a la educación pri-
maria (37%).

En lo que respecta a la distribución geográfica, la mi-
gración ha sido más prominente entre hombres que en-
tre mujeres de los llanos, seguida por los residentes del 
Altiplano. Es notable que, en el Altiplano, la mayoría de 
los migrantes por razones climáticas son de origen indí-
gena, mientras que, en los llanos, la mayoría se identifica 
como no indígena, según se muestra en el gráfico 2.13. En 
ambos contextos, los llanos y el Altiplano, los encuesta-
dos señalan como principal motivación para migrar los 
problemas relacionados con la tierra, con porcentajes 
del 44,9% y 48,6%, respectivamente. Por otro lado, el 
67,8% de los habitantes de los Valles que migraron por 
razones climáticas lo hicieron debido a problemas vin-
culados a la disponibilidad de agua.

Estos patrones migratorios adquieren mayor significado 
al enfocarse específicamente en la migración motivada 
por cuestiones climáticas, aunque investigaciones adi-
cionales como la de Agramont (2023) sugieren que las 

razones económicas son un factor común de migración. 
La interconexión entre motivos económicos y climáticos 
subraya una alarmante realidad que obliga a las personas 
a dejar sus hogares y comunidades. Además, el gráfico 2.13 
revela que un porcentaje más alto de personas de áreas 
urbanas en el valle (21,1%) y en los llanos (51,4%) migra-
ron por razones climáticas, comparado con aquellos en el 
Altiplano, donde el 40,5% de los residentes rurales frente 
a un 27,6% de urbanos migraron por estas razones. Esto 
indica una alta migración interna no solo de zonas rura-
les a urbanas, sino también entre áreas rurales buscando 
mejores condiciones de vida.

La migración juvenil, tanto de hombres como de mu-
jeres, es especialmente significativa, como se ilustra en 
el gráfico 2.14 Este desplazamiento de jóvenes de áreas 
rurales a urbanas, aunque ofrece mejores oportunidades 
de vida o estrategias para escapar de la pobreza, como 
menciona el estudio de Guzmán et al. (2023), también 
refleja la escasez de oportunidades laborales, educativas 
y de desarrollo de proyectos de vida en las áreas rurales. 
Esta situación provoca una desconexión cultural con sus 
comunidades de origen y una disminución de la mano 
de obra disponible para la agricultura.

Este análisis pone de manifiesto la intersección en-
tre vulnerabilidad socioeconómica, educación y los 
efectos del cambio climático en los patrones mi-
gratorios. La marcada diferencia en la autoiden-
tificación étnica de los migrantes por regiones 
subraya cómo los impactos del cambio climático 
no se distribuyen de forma uniforme a través de di-
ferentes comunidades, afectando de manera despro-
porcionada a las personas en situaciones de mayor 
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En los llanos y el Altiplano, los encuestados 
señalan como principal motivación para migrar 
los problemas relacionados con la tierra, con 
porcentajes del 44,9% y 48,6%, respectivamente. 
Por otro lado, el 67,8% de los habitantes de los 
Valles que migraron por razones climáticas lo 
hicieron debido a problemas vinculados a la 
disponibilidad de agua.
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vulnerabilidad. Este fenómeno resalta la urgente 
necesidad de abordar las causas subyacentes de la 
migración, tanto económicas como climáticas, en 
un esfuerzo por crear estrategias de adaptación y 
mitigación que protejan a las poblaciones más vul-
nerables y prevengan la migración forzada por ra-
zones ambientales.

2.5 CAMBIO CLIMÁTICO: ¿QUÉ HACER?
En la sección precedente vimos la compleja interacción en-
tre el cambio climático, la vulnerabilidad socioeconómica y 
los patrones migratorios en Bolivia. Los efectos del cambio 
climático no solo tienen un impacto directo en la agricultura 
y los ingresos familiares, sino también generan movimientos 
poblacionales significativos, especialmente desde áreas rura-
les hacia urbanas, y entre regiones geográficas con diferentes 
niveles de vulnerabilidad climática. La migración, motiva-
da tanto por factores económicos como climáticos, refleja 
la búsqueda de oportunidades y la necesidad de adaptarse 
a condiciones cambiantes, pero también revela la falta de 
desarrollo y oportunidades en las zonas rurales. 

Vimos también que a la mayor parte de la población le 
preocupan los temas ambientales, frente a los cuales se 
consultó en la encuesta cuáles son las acciones que han 
tomado para enfrentar la crisis climática, tanto desde lo 
individual como en lo colectivo. A continuación, se pre-
sentan los resultados. 

Un poco menos de la mitad de los encuestados (48,3%) 
afirmó que, en los últimos tres años, han modificado sus 
hábitos para reducir los problemas ambientales. El cam-
bio más común es el reciclaje de basura (50,4%), seguido 
por un uso más consciente del agua (47%), la reducción en 
el uso de bolsas plásticas (38,3%) y, finalmente, la planta-
ción de árboles (1,35%). Es decir, las innovaciones en los 
hábitos frente al cambio climático se dan en el ámbito 
del consumo familiar que depende más de las decisiones 
familiares, antes que en el ámbito laboral o en el ámbito 
de la producción agropecuaria.

Entre aquellos que afirmaron haber cambiado su conducta, 
destacan las personas de estrato alto, con ingresos supe-
riores a 7.000 Bs, y aquellas con educación universitaria, 
quienes reportan cambios frecuentes en sus hábitos, prin-
cipalmente en el ahorro de agua. Esto quiere decir que, 
por un lado, los cambios en una conducta más favorable al 
medio ambiente tienen un costo y, por otro, la educación 

es un factor clave para la comprensión y acción frente a 
los problemas climáticos. 

Es notable que un porcentaje mayor de jóvenes (entre 18 
y 24 años) ha tomado la iniciativa de plantar árboles du-
rante los últimos tres años en comparación con el resto de 
la población de mayor edad.

Un resultado destacado es que las personas que residen en 
los Valles han reportado mayores cambios en sus hábitos 
frente a la contaminación en comparación con quienes 
viven en tierras bajas y en el Altiplano, según se observa 
en el gráfico 2.15.

En la encuesta se preguntó a los participantes qué acción 
priorizarían para abordar los problemas ambientales si 
tuvieran autoridad en su municipio. Los resultados, pre-
sentados en el gráfico 2.16, revelan que la acción más 
señalada es exigir a las empresas y cooperativas mineras 
que cumplan las normativas ambientales. En segundo 
lugar, la población considera crucial la educación am-
biental. La imposición de multas a quienes infrinjan las 
leyes ambientales ocupa la tercera posición. la preven-
ción del ingreso de empresas contaminantes al muni-
cipio se ubica en cuarto lugar; y reciclar basura ocupa 
el quinto lugar.

Esta jerarquía de respuestas sugiere una clara prefe-
rencia por medidas que combinen la regulación y la 
coerción con la educación y la prevención. Resalta la 
percepción de que la responsabilidad ambiental no solo 
recae en las personas, sino principalmente en las ac-
tividades industriales y mineras, que son vistas como 
las principales fuentes de contaminación. Asimismo, la 
educación ambiental es valorada como una herramien-
ta fundamental para fomentar un cambio de compor-
tamiento a largo plazo en la sociedad, evidenciando la 
importancia de abordar la problemática desde múlti-
ples frentes.

En suma, los datos presentados destacan una clara pre-
ocupación de la población boliviana por los problemas 
ambientales y la crisis climática, reflejada tanto en sus 
percepciones como en sus acciones individuales y co-
munitarias. La variabilidad geográfica en la percepción 
de estos problemas subraya la necesidad de abordar la 
crisis ambiental de manera contextualizada y específica 
a las características y necesidades de cada región. Las 
respuestas obtenidas también indican una preferencia 
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Gr áfico 2 . 15 Cam bio de hábitos par a dism in uir los pro ble mas 
am bie ntales. E n los ú ltimos tres años (e n po rce ntaj es) 

Fuente: OXFAM, Encuesta nacional sobre crisis climática y medios de vida, 2023.
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Gr áfico 2 . 16 Si u sted fu e r a auto r idad e n su m u nicipio, ¿cuál de las siguie ntes 
accio n es realizar ía e n pr im e r lugar par a dete n e r los pro ble mas am bie ntales?

Fuente: OXFAM, Encuesta nacional sobre crisis climática y medios de vida, 2023.

por medidas reguladoras y educativas para mitigar los 
impactos ambientales, lo que resalta la importancia de 
la intervención tanto gubernamental como comunitaria. 
A medida que las familias más vulnerables enfrentan los 
efectos negativos de la crisis climática, su movilización 
y adaptación demuestran un compromiso significativo 
con la defensa del medio ambiente.

2.6 CONCLUSIONES
En este capítulo se ha constatado que los problemas 
ambientales son una de las principales preocupaciones 
de las personas consultadas, ocupando los primeros 
lugares junto con el empleo/ingresos y la inseguridad 
ciudadana. Esta preocupación se intensifica en ciertos 
momentos, como durante la época de chaqueos (junio 
a octubre), periodo en el que se realizó la presente en-
cuesta sobre crisis climática y contaminación ambiental.

La preocupación por los problemas ambientales y climá-
ticos está presente en el 60% de la población, lo que su-
braya la importancia de este problema para las personas. 
Es altamente probable que esta preocupación se traduzca 
en una demanda social significativa hacia el Estado y los 
actores políticos en el futuro inmediato. Hasta ahora, 
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Existe una clara preferencia por medidas que 
combinen la regulación y la coerción con la 
educación y la prevención. Resalta la percepción 
de que la responsabilidad ambiental no solo 
recae en las personas, sino principalmente en las 
actividades industriales y mineras, que son vistas 
como las principales fuentes de contaminación.
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no se ha observado que la problemática ambiental haya 
sido una parte relevante en los discursos y propuestas de 
gestión estatal de los diferentes actores políticos, tanto 
a nivel nacional como departamental y municipal. Sin 
embargo, dada la creciente importancia de esta proble-
mática en las preocupaciones sociales, es previsible que 
ocupe un lugar central en el debate social y político en 
los próximos años y posiblemente en la agenda electoral.

Esta preocupación por los problemas ambientales es el 
resultado del impacto que estos tienen en la salud y los 
ingresos familiares. Cerca del 50% de los entrevistados 
afirman haber experimentado problemas de salud en sus 
familias debido a problemas ambientales y climáticos, 
con problemas respiratorios, gastrointestinales y de la 
piel como los más comunes (este resultado coincide con 
los testimonios presentados en el capítulo 5). Del total 
de hogares afectados en su salud, cerca del 50% requi-
rieron tratamiento médico o incluso hospitalización.

Cerca del 45% de los entrevistados en zonas rurales se-
ñalan que, en los últimos cinco años, los ingresos de sus 
hogares disminuyeron debido a problemas ambientales 
y climáticos, principalmente por la sequía y la erosión de 
suelos que afecta la producción agropecuaria. Así, mien-
tras la contaminación del aire y del agua afectan la salud, 
la erosión de suelos y el deterioro de la economía local 
impactan negativamente los ingresos de los hogares.

Los segmentos sociales más afectados por la contami-
nación ambiental son los hogares más vulnerables en 
términos socioeconómicos, específicamente aquellos de 
clase baja y en situación de pobreza, tanto en áreas ur-
banas como rurales.

Los efectos de la contaminación y el cambio climático 
en los ingresos y la migración explican la alta preocu-
pación por la crisis climática y ambiental en dos tercios 
de la población, así como su interés en esta problemá-
tica. Cerca del 44% de los entrevistados han escuchado 
mensajes sobre la problemática ambiental y climática 
en sus municipios. Por tanto, la creciente preocupación 
y el interés en esta problemática se están traduciendo 
en un “diálogo/debate” social que ya se está producien-
do a nivel local.

En este diálogo/debate social se está construyendo una 
percepción colectiva que identifica a dos actores prin-
cipales responsables de la contaminación ambiental: la 
población en general y los actores económicos (empresas 
privadas formales e informales).

En los estudios de caso se observa una mayor incidencia 
de enfermedades causadas por problemas ambientales y 
menor acceso a servicios de salud. Además, el porcentaje 
de familias que han visto disminuidos sus ingresos por 
la contaminación ambiental es mayor en los estudios de 
caso que en la muestra total.

Los entrevistados en cada estudio de caso han desarro-
llado percepciones y actitudes específicas a su contexto 
local. En Potosí, donde la sequía es extrema, los princi-
pales problemas ambientales son la erosión de suelos y 
la desertificación causada por el uso de agroquímicos y 
la gran minería. En el norte de La Paz y la Amazonía, la 
principal preocupación es la contaminación de fuentes 
de agua por la minería, mientras que en la Chiquitanía 
se enfatiza la deforestación y la contaminación ambien-
tal y climática por la agroindustria.

Estas percepciones específicas reflejan la problemática 
singular de cada contexto local y la adecuación de las 
percepciones al mismo. Frente a la contaminación am-
biental y climática, existen dos demandas básicas para 
revertir esta situación: mayor información y sensibi-
lización a través de las unidades educativas y medios 
de comunicación, y acciones del Estado para obligar 
a los actores económicos a cumplir con las normas 
ambientales. 

En suma, la preocupación por los problemas ambienta-
les es un reflejo del impacto significativo que tienen en 
la salud y en los ingresos de las familias. La percepción 
colectiva de responsabilidad y la demanda de acciones 
tanto educativas como regulatorias sugieren un camino 
hacia una mayor conciencia y acción frente a la crisis 
ambiental y climática. La capacidad de las institucio-
nes para responder adecuadamente a esta demanda será 
crucial para abordar los desafíos ambientales y mejorar 
la calidad de vida de la población.
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A
unque el fenómeno no es nuevo, desde 
hace casi una década Bolivia afronta una 
acelerada y creciente pérdida de bosques 
y ecosistemas no boscosos. Se trata de 
una crisis ambiental alarmante, con gra-
ves efectos socioeconómicos y ecológi-

cos. Los agronegocios, con fuerte acento en la expansión 
agrícola y ganadera, así como en el negocio de la tierra, 
son un actor protagónico en la deforestación y la degra-
dación ambiental. Ante ello, en lugar de implementar 
políticas públicas y medidas sostenibles para cuidar la 
diversidad ecológica del país y sus equilibrios, el Estado 
alienta dicha expansión con subsidios, créditos y privile-
gios para el sector. Es fundamental una revisión profun-
da de las políticas fiscales, financieras y de desarrollo. De 
esta cuestión se ocupa el presente capítulo.

¿Cómo se produce la expansión agrícola y los agrone-
gocios en Bolivia? ¿Con qué efectos sobre la naturaleza, 
los bosques y el medio ambiente? ¿Qué beneficios re-
cibe este sector del Estado? El presente capítulo ofrece 
un análisis detallado de estos temas con base en infor-
mación secundaria y estudios de caso. El propósito es 
explorar la complejidad de este sector no solo en sus 
dimensiones físicas, sino también en cuanto a las des-
igualdades que generan, las implicancias socioambien-
tales y los actores involucrados.

De manera específica, se busca explorar las diversas fa-
cetas de la pérdida de bosques y ecosistemas no bosco-
sos en el país, profundizando en el entendimiento de sus 
componentes, las dinámicas que los rigen y el marco ha-
bilitante que los sustenta. Se hace énfasis en los impul-
sores directos e indirectos de esta problemática, desde 
la expansión agrícola y agropecuaria hasta las políticas 
y prácticas financieras que facilitan o promueven tal ex-
pansión. El objetivo es ofrecer una visión integral que 
permita identificar puntos de intervención efectivos para 
mitigar la degradación ambiental.

Un aspecto distintivo de este análisis es su enfoque en 
la justicia fiscal y la desigualdad, tanto en su origen 
como en sus consecuencias. Se examina la relación entre 
la pérdida de ecosistemas, el gasto público y la deuda 

9	 La pérdida de bosque se define como la conversión, permanente o temporal, de ecosistemas boscosos. En el caso de pérdida permanente se la denomina 
deforestación, en tanto que la pérdida temporal puede ser consecuencia de incendios forestales o de procesos de sabanización (degradación de zonas de 
bosques con desaparición de árboles) derivados de la crisis climática y ecológica. 

10	 La deforestación se define como el fenómeno de pérdida de bosques cuyas tierras son convertidas en otros usos, agrícolas y pecuarios, y que por lo tanto no 
permite la regeneración de la cobertura boscosa.

privada y pública, poniendo especial atención en cómo 
las estructuras fiscales y las reglas de balance fiscal pue-
den influir en la sostenibilidad ambiental. Además, se 
analiza la contribución fiscal de las actividades que pro-
mueven la degradación ambiental, buscando aportar 
una perspectiva crítica sobre cómo los marcos económi-
cos y financieros actuales pueden estar contribuyendo 
a la crisis ecológica. Para ilustrar concretamente estas 
dinámicas, se presentan estudios de caso sobre las "fi-
nanzas grises" del agronegocio y la expansión de la po-
blación menonita en Bolivia. Estos ejemplos permiten 
evidenciar el papel del sector financiero y de ciertos 
grupos poblacionales en la configuración del paisaje 
ecológico y económico del país.

Este capítulo está organizado en siete secciones. La pri-
mera ofrece un recuento sobre la evolución de la pérdida 
de bosques, la deforestación y los incendios. La segunda 
sección se enfoca en los motores de la deforestación y 
la conversión de ecosistemas no boscosos en Bolivia. La 
tercera trata sobre la adquisición de tierras forestales, el 
mercado rural inmobiliario y los actores implicados. La 
cuarta sección analiza la política pública que fomenta la 
expansión agroindustrial en Bolivia. La quinta presenta 
un estudio de caso sobre las finanzas grises del agrone-
gocio en Bolivia. La sexta sección examina la expansión 
menonita en Bolivia y sus implicaciones en la deforesta-
ción. Finalmente, en la séptima sección se plantean las 
conclusiones.

3.1 PÉRDIDA DE ECOSISTEMAS: 
TRAGEDIA EN AUMENTO
Desde el año 2016, se ha registrado en Bolivia un incre-
mento alarmante en las tasas de pérdida de bosques9 y 
deforestación10, alcanzando niveles récord de pérdida de 
bosques en 2019. La tasa anual promedio de pérdida de 
bosques se elevó significativamente, pasando de aproxi-
madamente 150.000 hectáreas anuales entre 2000 y 2015, 
a 260.000 hectáreas anuales entre 2015 y 2020. Desde 2020, 
esa tasa se ha elevado a un nivel de 450.000 hectáreas 
anuales. Esto representa una aceleración notable en la 
pérdida de bosques, como se evidencia en el gráfico 3.1, 
donde se muestra que el 23% de la pérdida de bosques en 
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el país desde 1985 ocurrió en el período de 2015 a 2020. 
Desde 2019, en tanto, la tasa de pérdida de bosques ha su-
perado las 250.000 hectáreas anuales, alcanzando incluso 
las 653.000 hectáreas en 2023. Para tener una noción más 
clara de la superficie que esto representa, el municipio 
de El Alto tiene una extensión de 34.888 ha y el de Santa 
Cruz de la Sierra 127.041 ha. (Mapbiomas Bolivia, 2023). 
En lo que respecta a la deforestación, la tasa anual pro-
medio entre 2016 y 2021 fue de 231.000 hectáreas, lo que 
representa cerca del 89% de la pérdida total de bosques 
en ese período (Mapbiomas Bolivia, 2023).

Además de la pérdida de bosque, es relevante la pérdida 
de ecosistemas no boscosos, que no se incluyen en los di-
ferentes indicadores de la contabilidad de la crisis ecoló-
gica, como la deforestación. Los ecosistemas no boscosos 
como, por ejemplo, bofedales o sabanas, que no cuentan 
con un mínimo de 30% de cobertura boscosa para ser 
calificados como bosques, son también convertidos para 

usos no forestales. En el caso de Bolivia, se trata de un 
fenómeno que toma relevancia recién a partir de esta 
última década, con tasas anuales de pérdida por enci-
ma de las 100.000 hectáreas. A partir del 2019, alcanza 
magnitudes preocupantes, llegando a 890.000 hectáreas 
el año 2023.

El gráfico 3.2 revela una realidad aún más grave y alar-
mante al sumar la pérdida de bosques y ecosistemas 
no boscosos: la situación se agrava considerablemen-
te. Desde 2016, se ha registrado un incremento anual 
constante en la extensión de áreas afectadas. Aunque 
las cifras de pérdida de bosque para los años 2020 y 
2021 fueron menores en comparación con el año ré-
cord de 2019, este aparente descenso se debe a un in-
cremento en la pérdida de ecosistemas no boscosos. De 
hecho, en 2023, la pérdida total combinada de ambos 
tipos de ecosistemas ascendió a 1.536.194 hectáreas, se-
gún Mapbiomas Bolivia (2024). Es crucial destacar que 

Gr áfico 3. 1 Su pe rficie de bosq u es pe rdidos e n Bo livia po r q uinq u e nio (19 85-2020)

Fuente: Elaboración propia con base a datos de Mapbiomas Bolivia (2024).
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Gr áfico 3. 2 Pé rdida de bosq u es y ecosiste mas no boscosos e n Bo livia (2012-2023)

Fuente: Elaboración Propia con base a datos de Mapbiomas Bolivia (2024).
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Gr áfico 3.3 Pé rdida de bosq u e y ecosiste mas no boscosos 
po r bio ma e n m iles de h ectáreas (2013 -2023)

Fuente: Elaboración: propia con base a datos de Mapbiomas Bolivia (2024).

ecosistemas fundamentales para las fuentes de agua 
del país están siendo comprometidos de manera sin 
precedentes.

Como se puede observar en el gráfico 3.3, entre 2013 y 
2023 los biomas más afectados por la pérdida de bosque 
fueron en la Chiquitana (53%), en la Amazonia (22%) y 
en el Chaco (21%). El nivel de afectación del Chaco pue-
de sorprender a la vista de la importancia que toman 
la Chiquitanía y la Amazonia en las noticias relativas a 
incendios o deforestación de estos últimos años.

Es crucial destacar que, en años recientes, la Chiquitanía 
ha experimentado una proporción significativa de la 
pérdida de bosque en Bolivia. Específicamente, en 2023, 
el 43% de la pérdida de bosque ocurrió en este bioma. 
En 2023, gracias a los esfuerzos de Mapbiomas Bolivia, 
se obtuvieron por primera vez estimaciones anuales de 
pérdida de ecosistemas desglosadas por bioma, reve-
lando información crítica sobre el impacto ambiental 
en diferentes regiones del país. Los datos indican que 
los biomas más afectados por la pérdida de ecosistemas 
no boscosos son la Amazonía, con un 70%, y los Andes, 
con un 28%. Este hallazgo es particularmente sorpren-
dente, ya que la Amazonía suele ser percibida como el 
bioma menos afectado por cambios en el uso del sue-
lo. La disponibilidad de estas estimaciones específicas 
por bioma en 2023 representa un avance significativo 
en nuestra comprensión de la magnitud y distribución 
de la pérdida de ecosistemas en Bolivia.

Los mayores problemas ahorita que tenemos en la 
Amazonía, acá en el municipio de Riberalta, es el dé-
ficit hídrico que está afectando bastante, donde las co-
munidades no cuentan con el consumo de agua. Hay 
algunas comunidades que no tienen agua ni para el 
servicio básico (ni) para bañarse, (ni) para utilizar para 
los animales [...]. Lo que pasa es que ya se les seca par-
te de las cabeceras… quedan los f luviales, quedan por 
poza estancada, no sirve para el consumo, los arroyos 
están secos, o sea, están contaminados, sí, están conta-
minados [...]. El tema de las larvas tenemos el dengue, 
tenemos la malaria. ¿Por qué? Porque son aguas que 
están estancadas, sobre las vertientes se cortan en poza, 
cuando el agua no fluye, opta a contaminarse. Tenemos 
bastante la malaria, está atacando acá el dengue ya, 
y estamos propensos […] por la sequía directamente 
que está, que tenemos este problema” (Daniel Wada, 
Unidad de Gestión de Riesgo. UGR, Riberalta.

En años recientes, los incendios forestales han tomado 
proporciones alarmantes, aunque es importante aclarar 
que no siempre acompañados de cambios en el uso de 
suelos. En otras palabras, no todas las áreas quemadas 
son convertidas a usos agrícolas o pecuarias y en teoría 
podrían volver a regenerarse a lo largo de varias déca-
das. En particular, desde 2019, los incendios afectan su-
perficies superiores a los tres millones de hectáreas de 
ecosistemas boscosos y no boscosos y áreas agrícolas y 
pecuarias. Para ponerlo en perspectiva, eso equivale a 
3,4 veces toda la superficie del lago Titicaca o un poco 
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menos de la mitad de la superficie del departamento 
amazónico de Pando. En particular, dichos incendios 
han afectado áreas protegidas nacionales y subnacio-
nales y territorios indígenas originarios y campesinos, 
ya sea por propagación de incendios iniciados fuera de 
dichas áreas o dentro de esas áreas como parte de prác-
ticas tradicionales de chaqueo.

Hay incendios forestales todo el tiempo y nosotros 
capacitamos a todas esas comunidades, que están 
cerca de las pampas que mayormente tienen ganado. 
Estas son las comunidades que tienen ganados, son 
las más propensas a quemar y en la temporada de 
junio, julio, agosto, las comunidades en general que-
man por el tema del chaqueo [...]. No queremos decir 
que no pueden quemar, es una necesidad que hay, es 
una tradición [...]. Nosotros no podemos decirles, no 
pueden quemar ya, o sea, quien está obligado a de-
cirle que maneja directamente su normativa y donde 
ellos se rigen puede ser la ABT” (Daniel Wada, UGR, 
Riberalta).

Además, existe el agravante de que ciertas áreas afec-
tadas han sido quemadas de manera recurrente en las 
últimas décadas. En el año 2020, tan solo el 21% de las 
áreas quemadas lo fueron por primera vez desde 2001, 
mientras que más del 50% de las áreas quemadas ese año 
habían sufrido entre 3 y 9 incendios desde el año 2001. 
Esto es preocupante, ya que a medida que las mismas 
áreas son afectadas por incendios, pierden su capacidad 
para regenerarse y seguir proporcionando las funcio-
nes ecosistémicas que ofrecen (FAN, WCS, 2020). En 

algunos casos, estas áreas se convierten en ecosistemas 
forestales no boscosos que típicamente tienen menores 
contribuciones en términos de funciones ecosistémicas.

Según se observa en el gráfico 3.4, más del 85% de dicha 
superficie se encuentra en los departamentos de Santa 
Cruz y Beni. Estos incendios forestales también exa-
cerban los impactos del cambio climático y, por ende, 
la degradación de los medios de vida rurales que de-
penden en gran medida de la agricultura, la ganadería 
y las condiciones agroclimáticas (Colque et al., 2023). 
Además, el humo generado de manera crónica durante 
el período de chaqueo reduce severamente la calidad del 
aire y genera problemas de salud, llegando al punto de 
que incluso en 2023, como en algunos años anteriores, 
se suspendieron clases escolares tanto en zonas rurales 
como urbanas (Flores, 2023).

La acelerada pérdida de bosques y ecosistemas no bos-
cosos en Bolivia desde 2016 refleja una crisis ambiental 
alarmante con graves implicaciones socioeconómicas. 
Las tasas récord de deforestación y la creciente con-
versión de ecosistemas críticos, como los bofedales, 
no sólo comprometen la biodiversidad y los servicios 
ecosistémicos, sino que también exacerban los proble-
mas de acceso a recursos hídricos y aumentan la vul-
nerabilidad de las comunidades rurales. Los incendios 
forestales recurrentes y la ineficaz gestión ambiental 
intensifican estos hechos, subrayando la urgencia de 
implementar políticas integrales y sostenibles que in-
cidan en los impulsores directos e indirectos de la de-
gradación ambiental.

Gr áfico 3.4 Su pe rficie q u e mada po r 
de partam e nto e n h ectáreas (2019 -2023)

Fuente: Elaboración propia con datos del INRA y ABTb (2023).
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3.2 AGROINDUSTRIALES Y GANADEROS: 
MOTORES DE LA DEFORESTACIÓN
Entre 2012 y 2023, la expansión agrícola y pecuaria ha 
sido identificada como responsable del 97% de la de-
forestación, según datos de Mapbiomas Bolivia (2024). 
Desglosando estas cifras, el 44% de la conversión se atri-
buye a la agricultura, el 35% a la ganadería y el 21% a 
una combinación de ambas actividades que no se pue-
den distinguir claramente. Específicamente en el ámbito 
agrícola, la soya ha sido el principal cultivo implicado, 
representando cerca del 18% de la deforestación anual en 
2020 y 2021, de acuerdo con Reis et al. (2023). Aunque no 
se dispone de estimaciones detalladas para otros cultivos, 
el aumento de la superficie cultivada en los municipios 
más afectados por la deforestación sugiere que cultivos 
como el sorgo, girasol y caña de azúcar también juegan 
un papel significativo (INEa, 2023; MDRyT, 2023).

La deforestación varía considerablemente entre los di-
ferentes biomas del país. En el bioma chiquitano, entre 
2012 y 2023, la ganadería fue responsable de aproxima-
damente el 40,3% de la conversión de bosques, seguida 
por la agricultura con un 35% y el mosaico ganadero y 
agrícola con un 25%. Por otro lado, en el bioma cha-
queño, la agricultura lidera la causa de la conversión 
de bosques con un 63%, la ganadería contribuye con un 
29% y el mosaico ganadero y agrícola con un 8%. En la 
Amazonía, que es el bioma más afectado por la conver-
sión de ecosistemas no boscosos, más del 90,4% de aque-
lla se debe a la ganadería, el 3,7% al mosaico ganadero 
y agrícola, y solo el 5,8% a la agricultura (Mapbiomas 
Bolivia, 2023). En resumen, la ganadería emerge como 

el principal motor del cambio de uso de suelo en los 
biomas tropicales secos y húmedos del país.

El análisis sobre la propiedad de las tierras en áreas afec-
tadas por incendios forestales revela información crucial 
acerca de los principales agentes detrás de la deforesta-
ción y los incendios. De acuerdo con el informe elabo-
rado por el INRA y la ABT en 2023, se identifica que las 
empresas y los propietarios de terrenos de tamaño medio 
son los mayores involucrados en este problema, siendo 
responsables del 38% de los incendios registrados en el pe-
ríodo de 2019 a 2023. Además, el estudio pone de relieve 
el papel significativo de las tierras fiscales en esta proble-
mática, aunque no especifica quiénes son los culpables de 
iniciar incendios en estas zonas. Es importante destacar 
que cualquier forma de quema o desmonte en terrenos 
fiscales está prohibida por ley, infringiendo la función 
económica y social establecida en la Constitución.

Contrariamente a la opinión generalizada que apunta 
a los interculturales (comunidades de migrantes inter-
nos), así como a los pueblos indígenas y campesinos, 
como los principales provocadores de incendios en 
Bolivia, el mencionado informe muestra que estos co-
lectivos son responsables de cerca del 22% de los incen-
dios sucedidos entre 2019 y 2023 (ver gráfico 3.5). Esto 
también se constata en los testimonios de la población 
que se presentan en el capítulo 5. Este hallazgo cuestio-
na las percepciones habituales y enfatiza la importancia 
de adoptar un enfoque más detallado y fundamentado 
en datos concretos para entender las verdaderas causas 
detrás de los incendios forestales en el país.

Gr áfico 3.5 Res po n sables de los ince n dios fo restales po r 
te n e ncia de la tie rr a , e n m iles de h ectáreas (2019 -2023)

Fuente: Elaboración propia con datos de INRA y ABTa (2023).
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La situación de la deforestación en Bolivia presenta 
un panorama complejo, especialmente por la falta de 
datos sistemáticos que abarquen todo el territorio na-
cional. Sin embargo, en los principales puntos de defo-
restación de Santa Cruz, que incluyen las regiones de la 
Chiquitanía y el Chaco, se observa que más del 50% de 
la deforestación ocurre en tierras de propiedad empre-
sarial y de personas con propiedades de tamaño media-
no. Estudios como el de Colque (2022) sugieren que la 
deforestación en tierras comunitarias o colectivas, así 
como en tierras fiscales, es significativamente menor en 
comparación con la llevada a cabo por el sector privado. 
Es importante destacar que aunque las tierras fiscales 
experimentan un alto número de incendios, estos rara 
vez resultan en deforestación.

Por otro lado, las cadenas de valor agrícola y pecuarias 
tienen una responsabilidad considerable en este proceso, 
particularmente los actores empresariales involucrados en 
la transformación y comercialización de productos, que 
no implementan medidas eficaces de trazabilidad ni es-
tablecen desincentivos económicos para prevenir la defo-
restación. Para ser más concretos, un ejemplo de medidas 
que se podrían adoptar es que los exportadores soliciten 
los permisos de desmonte de los predios en los que se pro-
ducen las mercancías que compran a sus suministradores, 
y a su vez ellos soliciten a los productores. Eso sería una 
medida que permitiría que los exportadores reduzcan de 
sus cadenas de valor las mercancías que provienen de áreas 
ilegalmente deforestadas, que típicamente son la mayoría 
en Bolivia. En el caso de la soya, en 2021 se estima que la 
exportación de soya se realizó a partir de 110.000 hectá-
reas recientemente deforestadas, y no existe ningún tipo 
de medida sectorial de trazabilidad de la soya. Empresas 
como Gravetal, Sociedad Agroindustrial Nutriol, Cargill, 
Industrias Oleaginosas, y Hugo Spechar Gonzales destacan 
como las principales responsables de la deforestación aso-
ciada a sus respectivas cadenas de valor (Reis et al., 2023). 
Específicamente, Cargill, una de las principales empresas 
soyeras globales operando en Bolivia, ha mostrado una 
falta de compromiso para implementar medidas que eli-
minen la soya asociada a la deforestación de sus cadenas 
de valor (Global Witness, 2023).

La deforestación en Bolivia está intrínsecamente vin-
culada a un modelo empresarial que prioriza el negocio 
de la tierra, generando considerables ganancias para los 
actores involucrados. Este fenómeno es particularmen-
te evidente en el caso de la soya, el principal cultivo 
asociado a la deforestación en el país. La producción 
de soya en Bolivia resulta en una tasa de deforestación 
significativamente más alta en comparación con otros 
países productores como Brasil, Argentina y Paraguay 
(Reis et al., 2023). Este dato es especialmente relevante 
considerando que la soya ocupa un tercio de la superfi-
cie agrícola de Bolivia y, en Santa Cruz, esta proporción 
aumenta a la mitad. 

En los últimos cinco años, la superficie dedicada al cul-
tivo de soya ha experimentado un crecimiento anual 
del 3,9%. Se calcula que el 20% de la producción de soya 
proviene de áreas recientemente cultivadas, incluyendo 
un 13% de terrenos que son despejados para su cultivo 
en el mismo año de la cosecha (INEa, 2023; Czaplicki, 
2023). A pesar de la práctica del cultivo rotativo de soya, 
se observa una tendencia notable hacia el abandono de 
terrenos agrícolas de soya en favor de la ganadería. Esto 
ayuda a entender por qué, aunque la soya contribuye 
aproximadamente al 17% de la deforestación anual, el 
aumento en su superficie de cultivo ha sido moderado, 
pasando de 1,26 millones de hectáreas en 2016 a 1,52 mi-
llones de hectáreas en 2022 (Reis et al, 2023; INEa, 2023). 
En relación con las áreas de pastoreo, aunque faltan 
estimaciones precisas sobre su tamaño y evolución en 
Bolivia, los datos sobre la población ganadera nacional 
sugieren una expansión de estas áreas.

La  defo restac ión  en  Bo l i v ia  es tá 
intrínsecamente vinculada a un modelo 
empresarial que prioriza el negocio de la tierra, 
generando considerables ganancias para los 
actores involucrados.

Paralelamente, desde 2010, los rendimientos de la soya 
en Bolivia se han mantenido bajos, fluctuando entre 2 y 
2,3 toneladas por hectárea. Varios factores contribuyen a 
este bajo rendimiento, siendo el uso limitado de fertili-
zantes uno de los más significativos. Se estima que me-
nos del 25% de la superficie cultivada de soya en el país 
recibe fertilizantes, y solo una fracción de esta superficie 
los utiliza en cantidades adecuadas (INIAF, ANAPO, 

Más del 50% de la deforestación ocurre en 
tierras de propiedad empresarial y de personas 
con propiedades de tamaño mediano.
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CIAB, 2018). La fertilización es una práctica agronómica 
clave para mejorar los rendimientos y prevenir la degra-
dación del suelo, especialmente en monocultivos como 
la soya. En este sentido, la baja adopción de esta práctica 
agrícola se interpreta como una voluntad de producir 
al menor costo productivo, lo que a mayor escala se en-
tiende como la apuesta por la extensificación, es decir, 
la expansión mediante la habilitación de nuevas tierras 
en lugar de la intensificación, que implica la adopción 
de prácticas agrícolas que permiten el aumento de ren-
dimientos (Czaplicki, 2023).

A pesar de que este modelo de expansión busca reducir 
costos, el crédito bancario otorgado al sector soyero ha 
tenido un incremento significativo en la última década. 
En 2022, el crédito promedio por hectárea alcanzó los 

11	 Existen otros dos eslabones por sector: el de comercio y el de servicios. El eslabón productivo es el que concentra las actividades directamente vinculadas con 
los cambios de usos de suelo.

896 dólares, lo cual facilita ampliamente la financiación 
de las actividades de desmonte necesarias para la expan-
sión de tierras de cultivo (Czaplicki, 2024). Este aumen-
to en el acceso al crédito es un factor importante por 
considerar, ya que la preparación de nuevas tierras para 
el cultivo de soya implica inversiones considerables. En 
total, como se puede observar en la tabla siguiente, las 
oleaginosas, principalmente soya, y la ganadería de car-
ne son los principales sectores beneficiados por créditos 
a nivel del eslabón productivo11.

En suma, la expansión agrícola y pecuaria en Bolivia, 
especialmente impulsada por el cultivo de soya y la 
ganadería, ha sido un motor clave de la deforestación 
y la pérdida de ecosistemas no boscosos en los últimos 
años. Este fenómeno no solo refleja las dinámicas eco-
nómicas y las prioridades de desarrollo del país, sino 
también la falta de regulaciones y prácticas sostenibles 
dentro del sector. Los datos revelan una tendencia pre-
ocupante de uso intensivo de la tierra, con un enfoque 
en la extensificación y la habilitación de nuevas áreas 
agrícolas a expensas de los bosques y otros ecosiste-
mas cruciales. Además, la facilidad de acceso al cré-
dito bancario ha alentado esta expansión, subrayando 
la necesidad de políticas más estrictas y de incentivos 
para promover prácticas agrícolas sostenibles.

Tabla 3. 1 Carte r a de créditos bancar ios e n m illo n es de 
dó lares po r secto res pr incipales (2012-2023)

Ámbito Productivo 2012 2013 2014 2015 2016 2017 2018 2019 2020 2021 2022 2023

Ganadería (carne) 106 129 170 249 383 505 623 748 777 856 1.000 1.004

Ganadería (lácteo) 50 93 167 242 283 260 257 261 276 258 253 244

Oleaginosas (soya) 388 377 435 653 711 770 950 1.081 1.036 1.234 1.366 1.370

Harina (trigo) 148 172 241 292 342 399 468 496 554 602 671 697

Azúcar 145 144 210 244 257 331 435 478 473 483 492 488

Avícola 73 95 119 157 193 217 227 239 240 246 274 252

Textil 176 234 308 376 440 498 573 624 673 740 841 890

Madera 122 132 168 200 224 245 271 294 304 305 336 254

Metalmecánica 47 52 66 84 90 109 166 196 191 234 296 289

Joyería 11 14 17 26 31 31 37 38 45 39 42 43

Cueros 33 37 48 59 69 71 82 83 86 89 111 96

Cemento 101 117 136 242 366 430 450 373 405 403 401 364

Total 3.413 3.608 4.098 4.838 5.405 5.881 6.556 6.930 7.079 7.511 8.104 8.015

Fuente: Elaboración propia con datos de ASFI, 2023.

La soya y la ganadería constituyen un motor 
clave de la deforestación y la pérdida de 
ecosistemas no boscosos en los últimos años. 
Este fenómeno no solo refleja las dinámicas 
económicas y las prioridades de desarrollo del 
país, sino también la falta de regulaciones y 
prácticas sostenibles en el sector.
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3.3. ECONOMÍA DEL DESMONTE: 
UN NEGOCIO LUCRATIVO
En términos generales, adquirir tierras forestales es 
generalmente asequible y encuentra pocas restriccio-
nes institucionales para su desmonte. Según la Ley del 
Servicio Nacional de Reforma Agraria, existen varias 
vías para obtener tierra, incluyendo la dotación y ad-
judicación de tierras (regulada en el artículo 42) y la 
compraventa (regulada en el artículo 75). La dotación de 
tierras, realizada por el Estado, está destinada exclusi-
vamente a comunidades campesinas, pueblos y comuni-
dades indígenas y originarias. La ley señala también que 
la ocupación ilegal de tierras fiscales, conocida como 
avasallamiento, está prohibida. Así, fuera de las transac-
ciones de compraventa entre personas  o empresas para 
propiedades no comunitarias, las comunidades campesi-
nas e indígenas tienen la posibilidad de acceder a tierras 
fiscales a través de la dotación.

Los costos para adquirir tierras forestales, ya sea por do-
tación o mediante compraventa, son variados, pero en 
general bajos, facilitando la incorporación de nuevas tie-
rras forestales al mercado a un costo reducido. El precio 
de reventa de estas tierras en la región de la Chiquitanía 
fluctúa entre 100 y 250 dólares por hectárea, dependien-
do de varios factores como la legalidad de la tenencia, el 
uso previsto del suelo y la accesibilidad a infraestructuras. 
A pesar de que la nueva Constitución, desde su aproba-
ción en 2009, establece un límite máximo de propiedad 
de 5.000 hectáreas por individuo, la práctica de adquirir 
tierras a través de múltiples entidades empresariales no 
es eficazmente monitoreada por las autoridades, lo que 
permite eludir este límite.

Por otra parte, obtener permisos para desmontar tierras 
forestales es comparativamente fácil, incluso en zonas 
ecológicamente sensibles o legalmente protegidas, como 
los bofedales (Paredes, 2022). Las sanciones por desmonte 
ilegal son mínimas, careciendo de un desincentivo efecti-
vo en un contexto de reducido control y regulación. Hoy 
fluctúan entre Bs 2,5 y Bs 15 por hectárea12 (Czaplicki, 
2024) y además se sitúan muy por debajo de otros países. 
En comparación, en países también afectados por me-
gaincendios como Brasil, Argentina y Paraguay las multas 
oscilan entre 200 dólares hasta 27.000 dólares por hectá-
rea (Cauthin, 2022). Adicionalmente, los informes de la 
Autoridad de Fiscalización y Control Social de Bosques 

12	  Actualmente está en discusión el Proyecto de Ley 003/2023 de Prevención de Quemas e Incendios. Si se aprueba, las multas por incendios oscilarían entre 
Bs 50 y Bs 1.400 por hectárea.

y Tierra (ABT) reportan que, en todo el país, solo se san-
cionan de forma administrativa por año a menos de 500 
personas  o empresas, indicando una muy baja propor-
ción de atención y sanción de casos de desmonte ilegal. 
Además, el costo económico del desmonte es relativa-
mente bajo, en parte debido al elevado subsidio al dié-
sel, un aspecto que se detallará en la siguiente sección. 
Se estima que el subsidio a los hidrocarburos durante el 
proceso de desmonte con maquinaria pesada supera los 
100 dólares por hectárea, representando una cantidad sig-
nificativa frente al costo efectivo de desmonte de aproxi-
madamente 350 dólares por hectárea (Revista Nómadas, 
2023; Paredes, 2023).

La conversión de tierras forestales en áreas agrícolas y ga-
naderas conduce a un significativo aumento de su valor, 
generando una notable plusvalía. Hace una década, en 
las áreas de mayor valor comercial del Norte Integrado 
de Santa Cruz, los precios fluctuaban entre 1.000 y 5.000 
dólares por hectárea. Sin embargo, en años recientes, en 
las zonas de menor valor comercial de la frontera agrícola 
y pecuaria de la Chiquitanía, los precios han variado entre 
1.500 y 2.500 dólares por hectárea (Chumacero, 2012). La 
comercialización inicial de tierras a precios bajos fomen-
ta la especulación y una revalorización comercial, provo-
cando un incremento en su valor a lo largo del tiempo. 
Factores como la construcción de nuevos caminos, las 
inversiones en infraestructura y la llegada de nuevos in-
versores, particularmente extranjeros, contribuyen a un 
aumento anual en los precios de estas tierras, aunque con-
tinúan siendo inferiores en comparación con los precios 
a nivel regional (Sierra, 2023).

Para ejemplificar, Brasilagro, una empresa con opera-
ciones en Brasil, Bolivia y Paraguay y un portafolio de 
267.000 hectáreas, posee 9.875 hectáreas en Bolivia. A pe-
sar de que el 72% de sus ingresos deriva de la agricultura 
y ganadería y solo un 28% de la venta de tierras, es nota-
ble que sus mayores ganancias provienen de la venta de 
estas últimas (Warren, 2022). Esto se debe a las mejoras 
realizadas en los terrenos y al desmonte de áreas fores-
tales para su posterior producción. La empresa reporta 
un retorno anual promedio del 21,4% en su inversión in-
mobiliaria rural, lo cual indica un alto rendimiento. En 
2021, Brasilagro adquirió 9.875 hectáreas de Cresud por 
aproximadamente 30 millones de dólares, equivalente a 
poco más de 3.000 dólares por hectárea (Money Times, 
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2021). Cresud, con un modelo de negocio similar, reportó 
en 2020 tasas de retorno de inversión del 15% anual en la 
venta de tierras en Bolivia, subrayando el carácter lucra-
tivo de estas inversiones (Cresud, 2020).

En suma, la transformación de tierras forestales en 
agrícolas y ganaderas en Bolivia representa una inver-
sión altamente rentable, evidenciada por el incremen-
to sostenido en el valor de estas tierras y las altas tasas 
de retorno reportadas por empresas como Brasilagro y 
Cresud. Este fenómeno no solo resalta la dinámica es-
peculativa y de revalorización en el mercado de tierras, 
sino también pone de manifiesto el atractivo que Bolivia 
representa para inversores extranjeros.

3.4. ALTOS SUBSIDIOS, POCOS IMPUESTOS: 
FOMENTO A LA EXPANSIÓN
En el contexto de la política pública en Bolivia, se ob-
servan claras tensiones y contradicciones entre las di-
rectrices gubernamentales de mediano y largo plazo y 
las políticas que guían el desarrollo del modelo agrope-
cuario del país. Las estrategias nacionales, delineadas 
en los planes de desarrollo para los períodos 2016-2020 
y 2021-2025, establecen ambiciosos objetivos en secto-
res clave como la agricultura, ganadería, producción de 
soya y azúcar. Específicamente, el Plan de Desarrollo 
Económico y Social 2021-2025 destaca por su meta de 
incrementar el hato ganadero de 10,1 millones a 18,3 mi-
llones de cabezas para 2025 y elevar las exportaciones de 
carne de 18.000 a 30.000 toneladas. También se propo-
ne alcanzar una producción anual de 723,4 millones de 
litros de biodiesel y otros sustitutos de hidrocarburos 
derivados de cultivos como la caña de azúcar y la soya 
(Min. PD, 2021). Con miras a 2024, se espera cumplir la 
meta exportadora de carne, establecida en 37.000 tone-
ladas, aunque esto represente una fracción menor del 
total producido a nivel nacional, destinado principal-
mente al consumo interno (Ibáñez, 2023).

Al mismo tiempo, Bolivia ha asumido compromisos 
voluntarios bajo el Acuerdo de París 2015, apuntando 
a un enfoque conjunto de mitigación y adaptación al 
cambio climático mediante su Contribución Nacional 
Determinada. Estos compromisos incluyen reducir la 
deforestación a 200.000 hectáreas anuales y disminuir 
las tasas anuales de incendios forestales. Sin embargo, la 
deforestación continúa en aumento, y las metas relacio-
nadas con los incendios forestales enfrentan desafíos de 

monitoreo y presión gubernamental, lo que demuestra 
una brecha entre las metas establecidas y los resultados 
obtenidos (Min. MAyA y APMT, 2021).

Estas dinámicas reflejan una fuerte inclinación del 
Estado hacia la expansión agropecuaria, impulsada por 
regulaciones e inversiones que favorecen este sector, a 
pesar de las consecuencias ambientales. Esta situación 
pone de manifiesto la discrepancia entre las inversio-
nes estatales y las contribuciones fiscales generadas por 
la agroindustria, particularmente en los sectores más 
vinculados a la deforestación. Aunque se promueven 
políticas y programas gubernamentales para potenciar 
la agroindustria, las contribuciones fiscales reales y los 
beneficios proclamados en términos de seguridad ali-
mentaria, empleo y generación de divisas son cuestio-
nables y carecen de evidencia concreta.

El subsidio estatal a los combustibles en Bolivia repre-
senta un apoyo crucial para la agroindustria, particular-
mente en actividades como el desmonte, que se llevan 
a cabo con maquinaria pesada y se benefician notable-
mente de los reducidos precios de los hidrocarburos en 
el país. Bolivia se distingue por tener uno de los precios 
más bajos de gasolina a nivel mundial, a USD 0,542 por 
litro (o Bs 3,74 por litro), situándose en el duodécimo 
lugar en comparación con precios más altos en países ve-
cinos como Brasil (USD 1,167 el litro), Argentina (USD 
0,979 el litro) y Paraguay (USD 0,845 el litro) (Global 
Petrol Prices, 2024). Este subsidio juega un papel fun-
damental en la disminución de los costos asociados al 
desmonte, la producción y el transporte, especialmente 
en sectores altamente mecanizados como el de la soya.

Durante la campaña agrícola 2022/23, se estima que el 
sector soyero en Bolivia se benefició con subvenciones a 
los hidrocarburos por un valor de 300 a 350 millones de 
dólares, representando esto hasta el 35% de los subsidios 
de hidrocarburos en el departamento de Santa Cruz y 
el 13% a nivel nacional (Prudencio, 2023). Esta cifra su-
braya la importancia del subsidio en el contexto de los 
costos operativos del sector soyero, que ocupa cerca de 

El subsidio estatal a los combustibles en 
Bolivia representa un apoyo crucial para la 
agroindustria, particularmente en actividades 
como el desmonte.
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un tercio de la superficie agrícola del país y constituye 
el principal beneficiario de dicha política.

La soya, que abarca cerca de una tercera parte de la 
superficie cultivada, es de lejos el principal sector de 
la agricultura mecanizada del país y, por lo tanto, uno 
de los más beneficiado por este subsidio (INEa, 2023). 
En el siguiente capítulo se mostrará que este subsidio 
también favorece ampliamente a la minería ilegal, en 
especial aurífera. 

Además, las inversiones públicas y los programas sec-
toriales destinados a la expansión agropecuaria, en es-
pecial para cultivos como la soya y la caña de azúcar, 
son significativos. Si bien no son programas enfocados 
a empresas grandes, se beneficia a sectores que están 
dominados por grandes empresas y que, por tanto, las 
benefician altamente (McKay, 2018). Estas inversiones, 
sumadas a los esfuerzos para promover monocultivos 
controlados por grandes empresas, alcanzan un total 
de 1.490 millones de dólares, según se muestra en la ta-
bla 3.2. Para contextualizar, el presupuesto asignado al 
sector Medio Ambiente y Agua en el año 2023 fue de 
335 millones de dólares, lo que pone de manifiesto la 
prioridad otorgada a la expansión agropecuaria frente 
a la protección ambiental13.

Además de la información presentada en la tabla 3.2, 
existen inversiones en ámbitos más amplios que, aun-
que significativas, no permiten identificar con preci-
sión el beneficio específico asociado a cada sector. Estas 

13	 https://web.facebook.com/watch/live/?ref=watch_permalink&v=1067058624326825 

14	 En el caso brasilero, se aplica otros impuestos a la exportación, que no es especifico a la soya de 12%.

inversiones abarcan, entre otros aspectos, el desarrollo 
de infraestructura vial, que facilita el transporte econó-
mico de mercancías desde zonas agrícolas y ganaderas o 
áreas sujetas a deforestación. Asimismo, las inversiones 
públicas en sistemas de irrigación para la agricultura re-
presentan otra área crítica de inversión, cuyo impacto 
directo en la mitigación de la pérdida de ecosistemas es 
difícil de discernir.

En relación a las contribuciones fiscales de los secto-
res más implicados en la pérdida de ecosistemas y las 
principales empresas dentro de estos sectores, estas son 
proporcionalmente reducidas. Dichas contribuciones se 
pueden analizar a través de las tasas impositivas apli-
cadas a los principales eslabones de la cadena de valor 
de estos sectores en Bolivia, así como por las contri-
buciones fiscales efectuadas por las empresas líderes. 
Por ejemplo, productos clave como la soya, la carne y 
la caña de azúcar, principales agentes de deforestación 
y de exportación, enfrentan tasas impositivas especial-
mente bajas. La alícuota de exportación para la soya, 
principalmente destinada a la región andina, es del 0%, 
significativamente inferior al 10% de Paraguay y al 18% 
de Brasil14 (Prudencio, 2023). Las exportaciones de carne, 
en su mayoría dirigidas al mercado chino, se gravan con 
una alícuota del 12%, mientras que aquellas destinadas 
al mercado andino disfrutan de una tasa del 0% (WITS, 
2023). Las exportaciones de azúcar, principalmente ha-
cia Colombia, también están sujetas a una tasa del 0% 
(WITS, 2023).

Tabla 3. 2 Presu pu esto de progr amas y proyectos productivos gu be rnam e ntales

Nombre del proyecto o programa Objetivo Presupuesto  
(M USD) Año

Ingenio Azucarero de San Buenaventura Producción en el norte de La Paz de 
azúcar y sus derivados USD 110 millones 2013-14

Planta de Urea de Bulo Bulo Producción de úrea para exportación 
principalmente USD 953 millones 2017

Planta de Transformación de Subproductos de Soya de San Julián Transformación de soya USD 61 millones 2022

Industria de Cárnicos Beni - San Borja (Matadero) - Reyes (Confinamiento) Faenado y confinamiento ganadero 
para mercado doméstico y exportación USD 42 millones 2023

Programa de Aceite de Palma: 4 plantas de extracción de aceite de palma, 4 
centro de acopio y procesamiento en La Paz, Cochabamba, Beni y Tarija

Almacenamiento y transformación de 
aceite de palma USD 238 millones 2023

Planta de Biodiesel 1 de Santa Cruz Producción de biodiesel USD 46 millones 2023

Planta de Biodiesel 2 de El Alto Producción de biodiesel USD 40 millones 2024

Total USD 1.490 millones

Fuente: Elaboración propia en base a notas de prensa.



71Capítulo 3. Agroindustria y ganadería: MAL NEGOCIO PARA ECOSISTEMAS Y BOSQUES

En cuanto a los impuestos específicos en el primer es-
labón productivo, las empresas que operan en este sec-
tor y contribuyen a la deforestación están obligadas a 
pagar el Régimen Agropecuario Unificado (RAU), que 
asciende a Bs 29,07 por hectárea. En 2021, el Servicio de 
Impuestos Nacionales reportó recaudaciones totales del 
RAU de Bs 33,7 millones. Además, desde 2021, la impor-
tación de maquinaria pesada para estas actividades está 
exenta de impuestos. Aunque el monto total recaudado 
a través de este impuesto no se ha precisado, el análisis 
de los impuestos abonados por algunas de las principa-
les empresas en los sectores de la ganadería, soya y caña 
de azúcar sugiere que estas contribuciones fiscales son 
considerablemente bajas.

Como se detalla en la tabla 3.3, tras el análisis de los es-
tados financieros de las tres principales empresas de 
mataderos y frigoríficos del país, se observa que estas 
acumulan aproximadamente 230 millones de dólares en 
ingresos operativos para el año 2023, generando utilida-
des netas de 22 millones de dólares y contribuyendo con 
7,7 millones de dólares en impuestos sobre las ganancias. 
Por otro lado, en el sector azucarero, tres de las empre-
sas más grandes reportaron ingresos operativos de 260 
millones de dólares, con utilidades netas de 21,5 millones 
de dólares y una contribución fiscal de 10 millones de 
dólares durante el mismo período. En cuanto al sector 
soyero, empresas destacadas como Alicorp, que partici-
pan en múltiples actividades más allá de la soya, reporta-
ron ingresos operativos de 2.251 millones de dólares, con 
utilidades netas de 92 millones de dólares, resultando en 
una contribución fiscal de 37 millones de dólares en 2023.

Sumando los datos de todas las empresas mencionadas, 
la contribución fiscal por utilidades representa apro-
ximadamente el 2% de los ingresos operativos totales. 
Es crucial reconocer que estas empresas tienen un pa-
pel activo en diversos eslabones de la cadena de valor, 
abarcando desde la producción hasta la transformación, 
comercialización y exportación. Este análisis subraya la 
complejidad de las estructuras empresariales y la rela-
tiva modestia de sus aportes fiscales en proporción a 
sus ingresos operativos, destacando la necesidad de una 

15	 Si bien dichas empresas contribuyen con otros aportes fiscales, sus balances empresariales no permiten un análisis sistemático riguroso al respecto. En 
muchos casos, tienen deducciones fiscales, como las del IVA y otros elementos que se trasladan año tras año, que requieren de un análisis contable mucho 
más profundo y riguroso. Sin embargo, en muchos casos, queda claramente establecido que los impuestos por utilidades son la principal contribución fiscal 
que realizan.

16	 La utilidad neta constituye el indicador final del resultado de gestión empresarial y que, en gran medida, se entiende como el beneficio final sobre el cual se 
han deducido todos los tipos de costos.

17	 Datos de 2022 por falta de acceso al Balance Empresarial 2023.

revisión fiscal que considere la multifacética contribu-
ción económica de estas empresas, así como su impacto 
ambiental y social. La adecuada tributación de estas en-
tidades es fundamental para asegurar una distribución 
equitativa de los beneficios económicos y para financiar 
políticas públicas que promuevan el desarrollo sosteni-
ble y la conservación ambiental.

Tabla 3.3 Im pu estos a las utilidades 
e ingresos o pe r ativos de e m presas 

se leccio nadas e n m illo n es de dó lares (2023)

Nombre Sector Impuestos 
utilidades15

Ingresos 
operativos

Utilidad 
neta16

BFC* Ganadería 5,7 153 19,5

Frigor* Ganadería 0 54 -3

Fridosa Ganadería 2 23,8 5,4

Guabira Azúcar 7 130 12,3

Aguai Azúcar 3 103,1 9,9

San  
Aurelio Azúcar 0 36,1 -0,7

Alicorp Soya 20 1.131,7 37,1

Gravetal Soya 4,1 280,7 12,4

Industrias 
Oleagino-
sas

Soya 1 294,6 7

Cargill17 Soya 9,8 310 26,4

Nutriol Soya 1,6 187,7 4,5

Prolega Soya 1,2 46,3 5

Total 55,4 2751 135,8

Fuente: Elaboración propia en base a los Balances Empresariales 2023 

En síntesis, a pesar de los ambiciosos objetivos de desa-
rrollo establecidos en los planes nacionales, la expansión 
agrícola y pecuaria continúa siendo el principal motor 
de la deforestación, exacerbada por subsidios y políticas 
que favorecen a estos sectores, en el marco de un contexto 
económico mundial que demanda cada vez más materias 
primas de los países del Sur global. Este modelo de de-
sarrollo no solo desafía los compromisos internaciona-
les asumidos por Bolivia para la mitigación del cambio 
climático, sino también pone en riesgo los ecosistemas 
críticos y las comunidades dependientes de ellos. Las in-
versiones estatales en infraestructura y la baja contribu-
ción fiscal de los sectores responsables de la deforestación 
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subrayan la necesidad urgente de una revisión profunda 
de las políticas fiscales y de desarrollo.

3.5. ESTUDIO DE CASO: LAS FINANZAS 
GRISES DEL AGRONEGOCIO
Un reciente estudio realizado por la Alianza por la 
Solidaridad - ActionAid brinda importante evidencia 
sobre las denominadas "finanzas grises" del agronegocio 
en Bolivia, con un enfoque particular en la región de la 
Chiquitanía (Czaplicki, 2024a). Esta sección, con base 
en un estudio de caso, expone hallazgos fundamentales 
para comprender cómo estas finanzas grises facilitan la 
expansión del agronegocio, lo que a su vez conduce a la 
deforestación y a cambios en el uso del suelo.

En Bolivia, como en otras partes del mundo, existe un 
marcado desequilibrio entre las finanzas destinadas a 
la conservación de bosques, conocidas como "finanzas 
verdes", y aquellas que respaldan la expansión de acti-
vidades agropecuarias que promueven la deforestación, 
denominadas "finanzas grises". Este desequilibrio es par-
ticularmente notable en sectores como la ganadería, la 
soya y la caña de azúcar.

El sistema financiero boliviano, regulado por entida-
des como la Autoridad de Supervisión del Sistema 
Financiero (ASFI) y el Banco Central de Bolivia (BCB), 
incluye una variedad de instituciones como fondos de 
pensiones, bancos y fondos de inversión cerrados. Estas 
entidades son fuentes clave de financiamiento externo 
para los sectores mencionados. Es relevante destacar que 
muchos de estos bancos, fondos de inversión cerrados 
(FIC) y grandes empresas están vinculados en conglo-
merados, compartiendo accionistas o manteniendo re-
laciones económicas y financieras mutuas.

Los fondos de pensiones, cuya cartera de inversiones 
supera la suma de los préstamos bancarios en el país, 
juegan un papel crucial en la economía formal boliviana. 
Entre 2012 y 2023, su cartera de inversión experimentó 
un crecimiento de USD 7,9 mil millones a USD 23,8 mil 
millones. Sin embargo, la asignación específica de estos 
fondos hacia el sector agropecuario y su impacto en la 
expansión de actividades que contribuyen a la deforesta-
ción, tales como la soya, la ganadería y la caña de azúcar, 
no se ha definido con claridad. Aunque la contribución 
directa de estos fondos al sector apenas alcanza el 0,6% 
de sus inversiones, distribuida entre menos de cinco 

empresas, de manera indirecta su aporte se estima en 
el 10,8% de sus inversiones.

El marco normativo que rige las inversiones realizadas 
por los fondos de pensiones en Bolivia está constitui-
do por una serie de leyes y decretos. En primer lugar, 
la Ley de Pensiones No. 65 de 2010 y su Reglamento 
de 2011 definen los parámetros para dichas inversiones. 
Sin embargo, esta normativa no aborda de manera ade-
cuada los flujos de inversión indirectos ni las estrechas 
relaciones financieras existentes entre las empresas, lo 
que representa una limitación significativa. En segundo 
lugar, la Ley de Servicios Financieros No. 393 de 2013 
restringe las inversiones de los fondos de pensión, así 
como de bancos y fondos de inversión cerrados, a en-
tidades que forman parte del sistema formal. Aunque 
esta ley busca fomentar la inversión financiera dentro 
del territorio boliviano, también puede crear incenti-
vos preferenciales hacia ciertos sectores económicos. 
Por último, el Decreto Supremo No. 2055 de 2014, que 
regula las tasas de interés máximas aplicables al sector 
productivo, omite establecer tasas mínimas. Esta omi-
sión puede conducir a la aplicación de tasas de interés 
excesivamente bajas para las grandes corporaciones, lo 
que, a su vez, podría tener un impacto negativo en los 
rendimientos obtenidos por los fondos de pensiones 
en Bolivia.

La banca constituye el principal destino de las inversio-
nes directas de los fondos de pensiones, captando el 55% 
del total. Este sector ha registrado un crecimiento signi-
ficativo en su cartera de créditos hacia el ámbito agro-
pecuario, pasando de USD 852 millones en 2012 a USD 
3.687 millones en 2022. Dentro de esta cartera, cerca del 
18,3% se dirige específicamente al sector agropecuario, 
con una distribución focalizada en soya (46%), ganadería 
(26%) y caña de azúcar (17%). Estos tres sectores juntos 
representan el 14,5% del total de créditos bancarios. La 
concentración de estos préstamos en grandes empresas 
agudiza la desigualdad en el acceso al financiamiento. 
Por ejemplo, como se puede observar en la tabla 4.4, 
en el año 2023 ocho grandes empresas del sector soyero 
acumularon el 64% de los créditos, equivalentes a USD 
872 millones, mientras que unas grandes empresas azu-
careras concentran el 73% de los créditos del sector, su-
mando USD 359 millones. Los préstamos se caracterizan 
por condiciones altamente favorables, incluyendo tasas 
de interés inferiores al 5% y altos niveles de endeuda-
miento. En el sector soyero, los préstamos ascienden a 
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USD 1,3 mil millones, lo que supone aproximadamente 
USD 900 por hectárea plantada.

Los principales bancos que facilitan créditos a los secto-
res ganadero, soyero y azucarero son BISA, Fassil, BCP y 
Ganadero, que en conjunto representan el 50% del total 
de préstamos otorgados. La presencia de banca extran-
jera y bancos con accionistas internacionales también 
es notable en este ámbito.

Por otro lado, los FIC, cuya cartera de inversiones au-
mentó de USD 553 millones en 2012 a USD 2.164 mi-
llones en 2022, destinan el 32% de sus inversiones, 
equivalente a USD 692 millones, al sector agrícola y 
pecuario. Estos fondos se financian mayormente me-
diante aportes de los fondos de pensiones, representan-
do el 7% de sus inversiones.

De manera directa e indirecta, el 10,8% de los fondos de 
pensión, o USD 2,5 mil millones, se invierte en los secto-
res ganadero, soyero y azucarero. Esta inversión plantea 
una paradoja, ya que, por un lado, representa los ahorros 
de jubilación de la juventud actual y, por otro, contribu-
ye a la deforestación y al cambio climático, deteriorando 

las condiciones socioambientales futuras. Además, estas 
inversiones exponen tanto a los fondos de pensión como 
a los sectores receptores a elevados riesgos socioambien-
tales y agroclimáticos, incrementando su dependencia 
de estas fuentes de financiamiento.

La legislación vigente no se ajusta a la complejidad de 
los flujos financieros indirectos ni a la estructura con-
glomerada de las empresas del sector agroindustrial. En 
lugar de mitigar la sobreinversión en sectores específi-
cos, tiende a incentivarla. Una estrategia para abordar 
estos desafíos incluye la internalización de los riesgos 
socioambientales asociados a la deforestación en las de-
cisiones de inversión, a través de: a) la implementación 
de medidas de debida diligencia por parte de los bancos 
que excluyan créditos a entidades implicadas en defores-
tación ilegal; b) el establecimiento de una gobernanza 
participativa de los fondos de pensión con represen-
tantes sociales y ambientales de la sociedad civil; y c) el 

Tabla 3.4 Prestatar ios y carte r a de créditos bancar ios de l eslabó n productivo 
oto rgados al secto r o leaginosas, ganade r ía , de carn e y azucare ro (2023)

Valor de la cartera total; cantidad 
de prestatarios Empresas grandes Pequeña y medianas empresas Microempresas

Oleaginosas USD 872 M; 8 empresas USD 290 M; 473 empresas USD 206 M; 17.902 microempresas e individuos

Ganadería (carne) USD 118 M; 13 empresas USD 643 M; 817 empresas USD 241M; 27.527 microempresas e individuos

Azucarero USD 359 M; 1 empresa USD 76 M; 170 empresas USD 53 M; 1.705 microempresas e individuos

Fuente: Elaboración propia con datos de ASFI (2023).

Gr áfico 3.6 N u evas co lo nias m e no nitas po r q uinq u e nio e n Bo livia (19 54 -2019)

Fuente: Elaboración propia en base a datos de Le Polain de Waroux et al. (2021).
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El 10,8% de los fondos de pensión, o USD 2,5 
mil millones, se invierte en los sectores ganadero, 
soyero y azucarero.
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desarrollo de una taxonomía financiera ambiental que 
permita diferenciar las inversiones y créditos según su 
impacto ambiental.

En suma, el estudio de las "finanzas grises" en el agrone-
gocio boliviano revela una interconexión compleja entre 
los actores financieros y la expansión agropecuaria, que 
está estrechamente ligada a la deforestación y al cam-
bio de uso del suelo. Este análisis pone de manifiesto la 
necesidad urgente de reformar el marco regulatorio y 
de inversión, para equilibrar las inversiones en el sector 
agropecuario con una mayor responsabilidad socioam-
biental. La implementación de medidas de debida dili-
gencia, la promoción de una gobernanza más inclusiva 
y el desarrollo de una taxonomía financiera ambiental 
son pasos cruciales para mitigar los impactos negativos 
y fomentar un desarrollo más sostenible. La adopción de 
estas medidas no solo promoverá prácticas financieras 
más responsables y sostenibles, sino también contribui-
rá a una mayor equidad social y a la conservación del 
medio ambiente, asegurando así un futuro más prome-
tedor para las generaciones venideras.

3.6. ESTUDIO DE CASO: LA 
EXPANSIÓN MENONITA Y SUS 
EFECTOS EN LA DEFORESTACIÓN
En Bolivia, la presencia de colonias menonitas es notable, 
con raíces que se remontan a mediados del siglo XX, de 
acuerdo con Kopp (2015). Aunque la información dis-
ponible sobre la población menonita es parcial, resulta 

suficiente para destacar su importancia en áreas remotas 
y poco pobladas del país, así como en comparación con la 
población menonita del resto del continente. Hasta 2019, 
se registraban en el país 90 colonias, la mayor cantidad 
en el continente. Estas colonias abarcaron una extensión 
total de más de un millón de hectáreas, lo que representa 
la segunda mayor extensión después de Paraguay, según 
Le Polain de Waroux et al (2021).

Como se ilustra en el gráfico 3.6, las últimas décadas 
registraron un gran incremento en la presencia de nue-
vas colonias menonitas en Bolivia, con un promedio 
de cinco nuevas colonias anuales desde 2014. Este in-
cremento subraya el creciente interés por el estableci-
miento de nuevas comunidades menonitas en el país. 
Adicionalmente, Bolivia no solo continúa siendo un 
destino preferente para los menonitas migrantes pro-
cedentes de otras naciones, sino también se consagra 
como un país de origen para menonitas que emigran 
hacia naciones como Surinam y Perú, según indican las 
investigaciones de Soria, F. (2024) y Brehaut, I. (2023).

Para la constitución de nuevas colonias menonitas, es 
habitual la búsqueda de uno o más terrenos contiguos, 
preferentemente en ubicaciones remotas y predominan-
temente forestales. Estas áreas varían en tamaño, osci-
lando entre 4.000 y 16.000 hectáreas, con un tamaño 
medio estimado en aproximadamente 11.000 hectáreas. 
Según se observa en el gráfico 3.7, las colonias estable-
cidas en la última década tienden a ser más pequeñas 
en comparación con períodos anteriores, sugiriendo 

Gr áfico 3.7 Su pe rficie de n u evas co lo nias m e no nitas 
po r año e n m iles de h ectáreas (19 54 -2019)

Fuente: Elaboración propia en base a datos de Le Polain de Waroux et al. (2021).
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una tendencia hacia la formación de colonias de me-
nor extensión que en el pasado. Esto podría interpre-
tarse como un indicativo de la creciente dificultad para 
adquirir terrenos que cumplan con los requisitos desea-
dos. Hasta el año 2019, se identificaron un total de 90 
colonias menonitas en Bolivia, las cuales ocupan una 
superficie de 891.715 hectáreas, equivalente a la exten-
sión total del lago Titicaca.

Según el mapa expuesto en el gráfico 3.8, las colonias 
menonitas se localizan en tres de las principales zonas 
de deforestación identificadas por la Fundación Tierra: 
el núcleo soyero de Santa Cruz, el Norte Integrado y la 
región del Chaco boliviano, siendo esta última un área 
conectada por la carretera bioceánica (Colque, 2022).

Entre 2001 y la fecha actual, se ha registrado una pérdi-
da de 304.308 hectáreas de bosque dentro de las áreas 
ocupadas por las colonias menonitas hasta 2019, repre-
sentando más de un tercio del total de su extensión. 
Notablemente, el 44% de esta pérdida forestal ocurrió 
entre 2016 y 2022, lo que demuestra una aceleración sig-
nificativa en la contribución de las colonias menonitas a 
la deforestación en los últimos años. Durante el periodo 
de 2016 a 2021, la deforestación en las colonias meno-
nitas constituyó el 7,3% del total nacional, sin incluir la 
expansión estimada de cinco nuevas colonias por año 
desde 2019 hasta 2021.

Dentro de las 304.308 hectáreas de bosque perdidas, 
11.642 hectáreas se encontraban en zonas cuya función 
forestal las excluye de la deforestación, incluyendo par-
ques nacionales o departamentales, bosques de protec-
ción, de uso forestal limitado, ríos y lagunas. Aunque 
estas cifras no representan una proporción mayoritaria 
del total, el hecho de que la deforestación se haya pro-
ducido en 16 colonias y que, en la mayoría de los casos, 
estas pérdidas se extendieran a lo largo de varios años, 
señala un incumplimiento de las directrices de uso del 
suelo establecidas por el Plan de Uso del Suelo (PLUS) 
departamental.

Este patrón de ocupación y transformación del suelo 
por parte de las colonias menonitas plantea serios de-
safíos para la sostenibilidad ambiental en Santa Cruz. 
La expansión de estas comunidades en áreas designadas 
para la conservación o con restricciones de uso eviden-
cia la necesidad de fortalecer los mecanismos de con-
trol y regulación. Asimismo, resalta la importancia de 

promover prácticas agrícolas y de asentamiento que 
sean coherentes con los objetivos de conservación y 
uso sostenible de los recursos naturales. La colabora-
ción entre las autoridades, las comunidades menonitas 
y otros actores relevantes será crucial para reconciliar 
las demandas de desarrollo con la preservación de los 
ecosistemas críticos en Bolivia.

El análisis de la ubicación de las colonias menonitas 
en relación con la información proporcionada por el 
PLUS de Santa Cruz revela patrones significativos de 
deforestación. Asimismo, en determinados lugares, hay 
cambios en el uso del suelo hacia actividades como la 
producción de soya, en áreas que, de acuerdo con las 
asignaciones del PLUS, no deberían estar sujetas a tales 
prácticas. Este Plan está en vigencia desde 1995, estable-
ciendo que cualquier cambio en el uso del suelo poste-
rior a su implementación debe adherirse a las categorías 
de uso definidas entonces.

Este patrón de ocupación y transformación del suelo por 
parte de las colonias menonitas plantea serios desafíos para 
la sostenibilidad ambiental en Santa Cruz. La expansión 
de estas comunidades en áreas designadas para la con-
servación o con restricciones de uso evidencia la necesi-
dad de fortalecer los mecanismos de control y regulación. 
Asimismo, resalta la importancia de promover prácticas 
agrícolas y de asentamiento que sean coherentes con los 
objetivos de conservación y uso sostenible de los recursos 
naturales. La colaboración entre las autoridades, las comu-
nidades menonitas y otros actores relevantes será crucial 
para reconciliar las demandas de desarrollo con la preser-
vación de los ecosistemas críticos en Bolivia.

En resumen, al igual que los incentivos fiscales y las fi-
nanzas grises, la expansión de las colonias menonitas en 
Bolivia ha tenido un impacto significativo en la defo-
restación y el cambio de uso del suelo, particularmente 
en áreas designadas para la conservación. La crecien-
te presencia de estas comunidades y su contribución a 
la pérdida de bosques subraya la necesidad urgente de 
implementar y fortalecer mecanismos de control y re-
gulación ambiental.

3.7 CONCLUSIONES
Desde 2016, Bolivia ha experimentado un aumento alar-
mante en la pérdida de bosques y ecosistemas no bos-
cosos, con tasas que alcanzaron niveles récord de 1,5 
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millones de hectáreas en 2023. Esta crisis ambiental afec-
ta gravemente a biomas cruciales como la Chiquitanía, 
la Amazonía y el Chaco, con impactos devastadores en 
la biodiversidad y las funciones ambientales, incluyendo 
la amenaza a fuentes de agua vitales.

La expansión agrícola y pecuaria se identifica como el 
principal motor de esta deforestación, siendo respon-
sable del 97% de la conversión de bosques entre 2012 
y 2023. La soya emerge como el cultivo más asociado 
con la pérdida de bosques, representando cerca del 18% 
de la deforestación anual en 2020 y 2021. Contrario a 
la percepción común, las empresas y propietarios de 
terrenos medianos son los mayores contribuyentes a 
los incendios forestales y la deforestación, no las co-
munidades indígenas o campesinas.

La economía del desmonte en Bolivia se caracteriza por 
su alta rentabilidad, facilitada por políticas públicas que 
fomentan la expansión agroindustrial. Los subsidios es-
tatales, especialmente al diésel, juegan un papel crucial 
en reducir los costos de desmonte y producción. El sec-
tor soyero, por ejemplo, se benefició de subvenciones 
a los hidrocarburos por un valor entre USD 300 y 350 
millones en la campaña agrícola 2022/23.

Las inversiones públicas destinadas a la expansión agro-
pecuaria alcanzan los USD 1.490 millones, contrastando 
significativamente con el presupuesto de USD 335 millo-
nes asignado al sector Medio Ambiente y Agua en 2023. 
Paradójicamente, las contribuciones fiscales de los sec-
tores más implicados en la pérdida de ecosistemas son 
proporcionalmente reducidas, con tasas impositivas es-
pecialmente bajas para productos clave como la soya, la 
carne y el azúcar.

El análisis de las "finanzas grises" revela una compleja 
interconexión entre actores financieros y la expansión 
agropecuaria. El 10,8% de los fondos de pensión, equiva-
lente a USD 2,5 mil millones, se invierte directa e indi-
rectamente en los sectores ganadero, soyero y azucarero, 
planteando dilemas éticos y riesgos socioambientales.

La expansión de las colonias menonitas en Bolivia ha 
tenido un impacto significativo en la deforestación, 
ocupando más de un millón de hectáreas y siendo res-
ponsables del 7,3% de la deforestación nacional entre 
2016 y 2021. Su establecimiento en áreas designadas 
para la conservación plantea serios desafíos para la 
sostenibilidad ambiental.

A pesar de los compromisos ambientales asumidos por 
Bolivia bajo el Acuerdo de París 2015, incluyendo la 
meta de reducir la deforestación a 200.000 hectáreas 
anuales, la realidad muestra una tendencia contraria. 
Esta discrepancia entre las metas establecidas y los 
resultados obtenidos subraya la urgente necesidad de 
reevaluar y fortalecer las políticas ambientales y de 
desarrollo en Bolivia.

Esta crisis ambiental en Bolivia refleja una compleja in-
teracción entre políticas públicas, prácticas agroindus-
triales, finanzas y actores específicos como las colonias 
menonitas. La situación demanda una revisión profunda 
de las estrategias de desarrollo y conservación para re-
conciliar las demandas económicas con la preservación 
crucial de los ecosistemas bolivianos.
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L
a minería aurífera, con centro en las coope-
rativas, es un sector en expansión que ge-
nera movimiento económico e importantes 
ingresos para sus asociados, pero provoca 
graves efectos en el ecosistema, en los te-
rritorios y en la salud de las comunidades 

donde opera. El uso intensivo de mercurio, muchas veces 
con prácticas ilegales, es un factor altamente dañino y 
contaminante. La minería de oro produce también defo-
restación. Ello exacerba las desigualdades sociales y eco-
nómicas, en especial en comunidades rurales e indígenas. 
Al igual que la agroindustria, es un sector que goza de 
varios privilegios en materia impositiva y de subvencio-
nes, directas e indirectas. Así, su contribución al Estado 
y a la economía del país es mínima. Urge reevaluar las 
políticas públicas y la normativa para este sector.

¿Qué lugar ocupa la minería, en especial aurífera, en la 
crisis ecológica y las desigualdades? ¿Cuál es el impacto 
que produce este sector cooperativista, intensivo en el 
uso de mercurio, en los ecosistemas, la biodiversidad y 
la vida y salud de la población afectada? ¿Cómo se están 
beneficiando algunos grupos de poder con la explota-
ción minera, muchas veces ilegal, con el aval, subven-
ciones y/o ausencia del Estado? ¿Cómo se financia el 
sector? El presente capítulo analiza la minería aurífera 
en Bolivia en el ámbito de su fuerte expansión y sus cada 
vez más graves efectos socioambientales.

La reciente expansión de la minería de oro en Bolivia, 
notable desde 2015 y especialmente a partir de 2019, ha 
sido impulsada por los altos precios internacionales del 
oro y políticas públicas que favorecen su desarrollo. Este 
fenómeno generó un aumento considerable tanto en la 
concesión de explotaciones mineras auríferas como en 
la producción de oro, alcanzando 53,3 toneladas en 2022, 
lo que representa un incremento del 91% en compara-
ción con el promedio de producción entre 2014 y 2018. 
Además, se estima que la producción ilegal de oro supe-
ra las 40 toneladas anuales, valoradas aproximadamente 
en 1.800 millones de dólares.

En los hechos, el Estado boliviano nunca se ha involu-
crado directamente en la extracción aurífera: la inicia-
tiva privada siempre dominó esta actividad. Empresas 
nacionales y extranjeras han aportado grandes capitales 
y tecnología de punta para maximizar la recuperación 
de oro de los yacimientos adjudicados. Sin embar-
go, debido a los beneficios otorgados por el Estado al 

subsector cooperativo, las cooperativas mineras han to-
mado el control de la minería aurífera. Más del 99,6% 
de la producción legal de oro proviene de cooperativas 
(Zaconeta, 2024), mientras que el sector empresarial 
aporta el resto (un irrelevante 0,4%).

La producción ilegal de oro incluye tanto a entidades 
legalmente constituidas que no declaran toda su pro-
ducción, como a otros actores no registrados que omiten 
declarar sus ventas. Además, existen prácticas complejas 
donde el oro ilegalmente producido se legaliza mediante 
diversos mecanismos, integrándose en la cadena de valor 
legal de comercialización. Asimismo, el contrabando de 
oro ilegal procedente de países vecinos (en especial de 
Perú) se mezcla a menudo con el comercio legal de oro 
boliviano. Entre 2018 y 2022, las exportaciones oficiales 
de oro superaron en promedio en un 20% a la produc-
ción oficial reportada, tendencia que ha mostrado un 
incremento en los últimos años.

Las entidades mineras, sin un control estricto, destru-
yen el medioambiente, aportan muy poco al Estado, 
reciben grandes subvenciones gubernamentales y, aun-
que el Gobierno ha abierto mecanismos para financiar 
sus operaciones, los capitales necesarios frecuentemen-
te provienen de fuentes ilegales. La minería de oro ha 
proliferado particularmente en los ríos de la Amazonía 
boliviana, áreas protegidas y territorios indígenas ori-
ginarios campesinos, causando serias consecuencias 
ambientales, violaciones a los derechos colectivos y ame-
nazas a la salud pública y a los medios de vida locales.

Este auge minero ocurre en un contexto de tensiones y 
desequilibrios de poder económico y político entre los 
actores involucrados en la minería y las comunidades 
afectadas. Además, el uso intensivo de mercurio en los 
procesos de extracción, asociado a prácticas ilegales, tie-
ne impactos devastadores en las cadenas alimenticias y 
en la salud de las poblaciones dependientes de los eco-
sistemas fluviales de la región.

El presente capítulo está organizado en dos grandes 
secciones y varias subsecciones. En ellas brinda una 
comprensión profunda de la dinámica actual de la mi-
nería de oro en Bolivia, sus impactos socioambientales, 
el aporte del oro a la renta minera nacional, las sub-
venciones a las cooperativas y el financiamiento de las 
operaciones mineras. En ese marco, se destaca la urgen-
cia de reevaluar las políticas públicas y estrategias de 
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desarrollo sectorial para mitigar los impactos negativos 
y promover un aprovechamiento más sostenible y equi-
tativo de los recursos minerales del país.

4.1 EXTRACCIÓN AURÍFERA: 
DEPREDADORA DEL ECOSISTEMA
La contaminación por mercurio proveniente de las ac-
tividades mineras de oro afecta de manera despropor-
cionada a ciertas comunidades. Estos graves impactos 
contribuyen a las desigualdades sistémicas que existen 
en el país. En esta sección se detallan las consecuencias 
socioambientales de la minería aurífera, lo que permite 
comprender de manera más específica las dinámicas de 
desigualdades abordadas a lo largo del capítulo.

4.1.1 Uso intensivo del mercurio
La extracción de oro en Bolivia se caracteriza por el uso 
intensivo de mercurio, sustancia que el país aún auto-
riza importar, situándose entre los tres principales im-
portadores a nivel mundial. Este método de extracción 
no solo contamina irreversiblemente los ecosistemas, 

18	 https://minamataconvention.org/es

sino también tiene efectos severos en la salud humana 
(Campanini Gonzales, 2020). De las 191 toneladas de 
mercurio importadas en 2019, aproximadamente 141 to-
neladas se destinaron a la minería legal (Villegas Flores 
et al., 2021).

A pesar de que Bolivia ratificó en noviembre de 2015 el 
Convenio de Minamata18, que busca proteger la salud y 
el medio ambiente con la eliminación gradual del mer-
curio, aún no se comenzó a desarrollar ni implementar 
políticas públicas al respecto. Esta situación se debe al 
significativo poder económico y político del sector mi-
nero aurífero en el país, que incluye representación le-
gislativa; así como a las crisis y conflictos generados por 
intentos gubernamentales de imponer regulaciones que 
limiten su expansión y beneficios.

La cantidad de mercurio utilizada en la extracción 
de oro depende del método empleado. En la minería 
aluvial, se utiliza aproximadamente 0,4 kilogramos de 
mercurio por cada kilogramo de oro producido; este 
método aprovecha el flujo de agua o cuerpos acuáticos 

RECUAD Ro 4 . 1  Vías de ingreso de l m e rcu r io al cu e rpo h u mano 
e im pactos pote nciales so bre e l m etabo lismo

Fuente: García Moreno (2023).
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para recuperar el oro mediante técnicas mecánicas, 
semimecanizadas o manuales (CEDIB, 2022; Villegas 
Flores et al. , 2021). Por otro lado, la minería subte-
rránea, que involucra la excavación y extracción de 
roca aurífera de yacimientos, frecuentemente a cielo 
abierto, requiere un uso considerablemente mayor de 
mercurio, estimado en cinco kilogramos por cada ki-
logramo de oro producido (Villegas Flores et al., 2021). 
Según datos de 2020, el 75% del oro proviene de depó-
sitos aluviales, en tanto que el 25% se extrae de vetas 
mineras.

La separación del oro y agua se efectúa generalmente 
utilizando mercurio para formar una aleación o amalga-
ma, la cual se calienta para hacer evaporar el mercurio y 
así tener el oro puro. Estos vapores de mercurio se depo-
sitan luego en el aire, suelo y agua (WCS, FZS & FCDS, 
2020). El uso de mercurio en prácticas mineras condu-
ce a graves contaminaciones, exacerbadas por riesgos 
climáticos y geológicos. Estos riesgos pueden provocar 

la inestabilidad de suelos y cuerpos de agua debido a 
inundaciones o deslizamientos. De manera específica, 
dicha contaminación impacta severamente en los ecosis-
temas aluviales, introduciendo el mercurio en la cadena 
alimentaria. Este proceso ocurre a través de la bioacu-
mulación y la bioadsorción, afectando directamente a 
la flora, la fauna y, eventualmente, a los seres humanos. 

El mercurio es una potente neurotoxina que puede cau-
sar una serie de problemas de salud en los seres huma-
nos y la fauna silvestre. Tanto los trabajadores mineros 
como las poblaciones cercanas a ríos amazónicos con-
taminados se ven gravemente afectados por la exposi-
ción al mercurio, acumulando niveles nocivos de este 
metal en sus cuerpos al consumir alimentos contami-
nados. Estos alimentos incluyen el pescado procedente 
de ecosistemas acuáticos contaminados con mercurio. 
Además, las personas que viven cerca de las activida-
des de minería aurífera pueden estar expuestas al mer-
curio por inhalación de vapor de mercurio o ingestión 

Recuadro 4.2. Estadísticas sobre las importaciones de mercurio 
(EN TONELADAS)

Fuente: Better Gold Inicative (2021).

Las estadísticas sobre el uso y consumo del mercurio son muy difusas por la falta de registros y el uso poco 
profesional de este reactivo. Lo seguro es que una parte del mercurio que se importa sale de contrabando 
a países donde está prohibida su comercialización. Para ilustrar esa falta de precisión se muestra acá la 
información del BEI (2021) y se mencionan las informaciones de otras fuentes.

Las estadísticas del Observatorio de Mercurio de Estados Unidos indicaban que el año 2013 se habían 
importado 120 toneladas de mercurio. El año 2018, el Ministerio de Minería y Metalurgia contrató una 
consultoría para determinar los detalles de la comercialización y el uso de mercurio. El resultado mostró 
que el año anterior se había importado 136 toneladas de mercurio y que el año 2018 se había importado 
210 toneladas. Estas fragilidades de las estadísticas tendrían que ser corregidas con las medidas 
que tomó el Gobierno el año 2023 exigiendo el registro de importadores y exportadores de este metal. 

Fuente: Elaboración propia
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Recuadro 4.3 Contaminación y conflicto  
en la minería aurífera de Bolivia

El oro se encuentra disperso por todo el territorio de Bolivia y ha sido explotado desde antes de la llegada de 
los europeos. La toponimia de diversas regiones refleja esta realidad: nombres como Kori Kollo, Chuquiago, 
Choqueyapu y Korimayo evidencian el conocimiento ancestral de la ubicación de los yacimientos auríferos. 
Los restos arqueológicos encontrados en estas zonas confirman la existencia de actividades mineras en 
tiempos antiguos.

La introducción del mercurio (azogue) para explotar la plata de los depósitos de Potosí representó un salto 
cualitativo y cuantitativo significativo en la recuperación de oro y plata en la región. Sin embargo, también 
marcó el inicio de un período de contaminación por este metal, que persiste hasta hoy.

A fines del siglo XX, empresarios bolivianos, en asociación con grandes empresas transnacionales 
especializadas en la explotación de oro, utilizaron la tecnología de cianuración para extraer el oro fino 
del cerro Kori Kollo en Oruro. El proceso se realizaba en grandes pilas de material extraído a cielo abierto, 
que se rociaban con cianuro. Al inicio de las operaciones, el contenido de oro era de aproximadamente 1 
g/T. La capacidad de tratamiento pasó de 1.200 T/día a 35.000 T/día, llegando a extraer casi 15 toneladas 
por año.

Las lagunas, antes pequeños cerros, sufrieron cambios significativos. El pueblo de Chuquiña fue trasladado 
íntegramente. En una ocasión, cuando ocurrió un accidente con un vehículo que transportaba cianuro, la 
empresa extremó recursos para evitar que el cianuro se propagara por el área; sin embargo, las denuncias 
de las comunidades fueron frecuentes por el cianuro, el uso del territorio y otros factores específicos de 
la relación entre la empresa y los habitantes originales del territorio (Córdova, 1993).

Ya en este siglo, una empresa canadiense confirmó la presencia de un gran yacimiento de oro cerca de 
Challapata, en Oruro. La oposición de los habitantes de la zona no se hizo esperar, ya que Challapata es 
una región agropecuaria; en un momento de la historia nacional, el hato lechero más grande del país estuvo 
allí; buena parte de la demanda de verduras de Oruro se abastece desde esa zona. El yacimiento de oro 
está a pocos metros de la represa más antigua del país, Tacagua, de donde los agricultores obtienen el 
agua para irrigar toda el área de cultivos. Ante la insistencia de la empresa, la protesta escaló hasta la 
quema de sus instalaciones y, más tarde, se logró una resolución prefectural que declara a la zona libre 
de minería. Se estimaba que la reserva de oro de ese yacimiento superaba los dos millones de onzas.

Otro yacimiento de oro importante es el de Amayapampa y Capasirca, en el norte de Potosí, con reservas 
calculadas en más de 1,79 millones de onzas de oro. Los ayllus, dueños del territorio donde se encuentra 
el yacimiento, han expresado su protesta de varias maneras y se han sumado las comunidades agrícolas 
que se encuentran río abajo. En estas comunidades se cultivan árboles frutales, vid, hortalizas y otros 
productos agrícolas. Dado que este yacimiento es de roca, la presencia de sulfuros es inminente, lo que 
resulta en la aparición de agua de copajira que destruye cualquier cultivo.

En el Beni, en la provincia Baures, se encuentra la serranía de San Simón, cerca de la frontera con Brasil. 
Las exploraciones de una empresa canadiense han confirmado la existencia de un importante yacimiento 
primario de oro. El núcleo del depósito está en áreas de empresas privadas que fueron avasalladas por 
migrantes paceños que conformaron cooperativas y ahora explotan el oro haciendo galerías en el terreno 
y concentrando el oro usando mercurio.

La minería de oro en Bolivia ha sido una actividad económica crucial desde tiempos ancestrales, pero 
también ha traído consigo una serie de desafíos ambientales y sociales. La contaminación por mercurio 
y cianuro, la destrucción de ecosistemas y la disputa por el uso del suelo entre comunidades locales y 
empresas mineras ilustran la complejidad de gestionar este recurso de manera sostenible.

Fuente: Elaboración propia
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de agua y alimentos contaminados. Una vez ingerido, 
el mercurio puede acumularse en los tejidos humanos, 
especialmente en el hígado, los riñones y el cerebro. Por 
lo tanto, los impactos del mercurio en la salud humana 
varían en función del tipo de mercurio ingerido, como 
se ilustra en el gráfico 4.1.

La exposición crónica al mercurio puede provocar tras-
tornos neurológicos, retrasos en el desarrollo de los ni-
ños, problemas reproductivos y disfunciones del sistema 
inmunitario y nervioso, entre otros (Lucotte et al., 2016; 
Paredes & Navia, 2024). Este déficit del sistema nervio-
so coloca a las poblaciones expuestas en desventaja con 
respecto al desarrollo adecuado de las capacidades in-
telectuales y físicas. En el corto plazo, inhalar vapores 
de mercurio ocasiona dificultades respiratorias, cefaleas, 
sensación de mareo y emesis (Paredes & Navia, 2024). En 
el largo plazo, la exposición puede dar lugar a trastornos 
renales, neurológicos y cardiovasculares, además de afec-
tar el desarrollo en infantes y fetos. Los niveles elevados 
de exposición al mercurio pueden ser incluso mortales.

4.1.2 Deforestación, desechos y 
alteración de cursos de ríos
La minería de oro no solo provoca contaminación por 
mercurio, sino también conlleva otros impactos am-
bientales significativos, entre ellos la deforestación de 
amplias áreas boscosas. Este fenómeno se da incluso 
dentro de áreas protegidas, mermando la capacidad de 
los bosques para absorber CO2 (dióxido de carbono) 
de la atmósfera, lo cual contribuye al fenómeno del ca-
lentamiento global. Además, la deforestación impacta 
negativamente en la biodiversidad al destruir hábitats 
naturales y desplazar especies de flora y fauna.

Los residuos sólidos, líquidos y aceites resultantes de las 
operaciones mineras de oro también generan impactos 
adversos en ríos, el entorno natural y las comunidades 
aledañas. Esto fue evidenciado en observaciones rea-
lizadas por poblaciones locales durante el trabajo de 
campo en una comunidad en Cobija, como señala un 
joven entrevistado: "la minería afecta las plantaciones y 
la contaminación del agua; ellos vierten sus aceites al río 
y dejan sus basuras" (Grupo focal jóvenes, Miraflores).

Adicionalmente, la maquinaria empleada en la minería 
ilegal altera los cursos naturales de ríos y arroyos, cambian-
do los patrones de flujo del agua y afectando la dinámica 
de los ecosistemas aluviales. Esto provoca consecuencias 

devastadoras para la geomorfología de los ríos, la erosión 
de las riberas y la pérdida de tierras fértiles y de la biodi-
versidad asociada.

El mercurio puede también acumularse en el medio am-
biente por fuentes variadas y alternativas al proceso de 
extracción de oro: la deforestación ocasionada por la mi-
nería aurífera o por otras actividades económicas puede 
también liberar mercurio en el medio ambiente previa-
mente estable en los suelos (Lucotte et al., 2016). Más 
específicamente, las actividades mineras provocan la 
deforestación para abrir caminos y áreas de extracción, 
lo que contribuye a la erosión de los suelos y, por tanto, 
a liberar mercurio previamente estable en los suelos.

4.1.3 Impactos en la salud
Los efectos del mercurio sobre la salud humana son 
graves y ampliamente conocidos. En el país se eviden-
ciaron a partir del análisis de la concentración de mer-
curio en el cabello de las personas en ciertas poblaciones 
(Terrazas, 2023). Este dato es considerado un buen bio-
marcador de la absorción de mercurio por humanos 
(Lucotte et al., 2016).

Utilizando el cabello como indicador de contamina-
ción por mercurio en la salud humana, la Central de 
Pueblos Indígenas de La Paz (CPILAP) publicó resul-
tados de una investigación iniciada en 2022, en la cual 
36 comunidades fueron estudiadas (Paredes & Navia, 
2024). Estas comunidades pertenecen a seis territorios 
indígenas (Tacana I, Tacana II, Lecos Larecaja, Tsimane 
Mosetene, Lecos de Apolo y San José de Uchupiamonas) 
ubicados en la cuenca del río Beni y sus afluentes: los 
ríos Tuichi, Quiquibey, Tequeje y Madre de Dios. A tra-
vés del análisis del cabello de 302 personas, se determinó 
que el 75% de las personas evaluadas superaron el límite 
recomendado por la Organización Mundial de la Salud 
de 1,0 partes por millón (ppm) de mercurio en el cabe-
llo. La concentración promedio de mercurio en todas 
las personas analizados fue de 3,93 ppm, y en la mitad 
de las 36 comunidades todos sus habitantes estaban por 
encima del límite permitido.

La CPILAP colaboró también en otros estudios que mos-
traron que dos pueblos indígenas están significativamen-
te afectados por la contaminación por minería aurífera: 
el pueblo Esse Eja y el pueblo Tsimane (Terrazas, 2023). 
En estas poblaciones se encontraron concentraciones de 
mercurio de 5,4-5,5 partes por millón. Esta concentración 
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es más de cinco veces mayor que el límite permitido por la 
OMS. Otros resultados mostraron que el pueblo Esse Eja 
y el pueblo Tsimane han registrado niveles promedio de 
mercurio en el cabello de 6,9 y 6,8 ppm, respectivamente 
(Paredes & Navia, 2024).

4.1.4 Acceso a la alimentación y al territorio
La importante dependencia de algunas poblaciones en 
la Amazonía boliviana de los ríos para su sustento y 
actividades económicas, junto con la falta de acceso a 
alternativas alimentarias saludables, contribuye a la des-
igualdad sistémica en Bolivia.

Específicamente, ciertas comunidades indígenas depen-
den de los recursos naturales, como el agua y el pescado, 
para su supervivencia y como fuente principal de proteí-
nas en su dieta (Paredes & Navia, 2024). Un ejemplo es 
la comunidad Eyiyoquibo del pueblo indígena Esse Eja, 
en el municipio de San Buenaventura, departamento 
de La Paz, donde el río no solo es crucial para obtener 
pescado, que constituye su principal actividad económi-
ca y fuente de alimento, sino también como medio de 
transporte y atractivo turístico. Sin embargo, esta vital 
fuente de sustento y actividad económica está amena-
zada por la contaminación con mercurio procedente de 
la minería aurífera.

La expansión de la minería en territorios indígenas re-
presenta una creciente amenaza, impactando directa-
mente en estas comunidades al limitar su capacidad 
para preservar su entorno y paisaje natural (WCS, FZS 
& FCDS, 2020). Por ende, estas dinámicas presentan de-
safíos que vulneran directamente los derechos de estos 
pueblos, subrayando la necesidad de abordar y mitigar 
estas inequidades.

Durante el trabajo de campo realizado por Oxfam en 
Bolivia, algunas poblaciones indígenas notaron tam-
bién los impactos de la contaminación de la minería 

aurífera en su alimentación y sustento, por ejemplo, 
en Miraflores:

Esos mineros que también nos afectan acá, porque 
la mayoría de la gente ahora está con mercurio, está 
enferma […] por consumir el pescado (Grupo focal 
mujeres, Miraf lores).

La mayoría de los habitantes de Miraflores son de origen 
indígena Tacana y Cavineño. Cuentan con un modo de 
subsistencia dedicado a la agroforestería, la pesca y la 
gestión territorial. Pertenecen a la Tierra Comunitaria 
de Origen (TCO) Multiétnico II, en parte de los mu-
nicipios de Riberalta (Beni), Gonzalo Moreno, San 
Lorenzo y Sena (Pando).

La contaminación del río Beni ha sido observada por 
poblaciones en Cobija, como también los impactos de 
la contaminación de la minería aurífera en su alimen-
tación y sustento:

La minería ahorita está grave porque está habiendo 
mucha contaminación, están matando a los anima-
les, los pescados, están muchos contaminando a las 
personas que viven (Jóvenes de la Brigada Ambiental, 
Cobija).

En el trabajo de campo llevado a cabo para este infor-
me, se observaron también dos fenómenos importan-
tes: primero, la necesidad de reemplazar las fuentes de 
alimentos provenientes de la pesca con la caza, debido 
a la contaminación del pescado por mercurio en una 
comunidad no indígena; y, segundo, la escasez de ali-
mentos provenientes de la actividad de caza en una co-
munidad indígena:

En el lado de la alimentación, ellos ya se ven forzados a 
buscar cosas del monte porque ese pescado y lo que está 
en el río ya no está apto para consumir. Entonces ellos se 
van al monte a cazar (Jóvenes de la Brigada Ambiental, 
Cobija).

Casi ya no hay para comer en la casería y el mercurio 
ya ha dañado a los pescados que ya casi no se puede 
consumir porque han salido personas afectadas y están 
enfermos (Grupo focal jóvenes, Miraflores).

Además, como se analiza en el capítulo 5, las comuni-
dades indígenas suelen vivir en áreas donde el acceso 

Ciertas comunidades indígenas dependen de 
los recursos naturales, como el agua y el pescado, 
para su supervivencia y como fuente principal 
de proteínas en su dieta. Sin embargo, esta vital 
fuente de sustento y actividad económica está 
amenazada por la contaminación con mercurio 
procedente de la minería aurífera.
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a servicios de salud es limitado. Según Terrazas (2023, 
p.27), “no hay en Bolivia un centro […] cerca para aten-
der a los afectados [por el mercurio] con prontitud”. 

En suma, tanto comunidades indígenas y locales/no 
indígenas se ven afectadas no solo por la dificultad de 
acceder a una alimentación saludable, libre de mercu-
rio en los ríos, sino también por la falta de alternati-
vas para obtener alimentos saludables en los bosques 
debido a diversas actividades económicas que afectan 
esas zonas, incluyendo las actividades de minería au-
rífera que impactan a los bosques, las actividades de 
caza, la deforestación por la agroindustria y la minería 
y los incendios. 

Estas dinámicas presentan desafíos complejos para las 
poblaciones que basan su alimentación y sus activida-
des económicas en los ríos, y que, cada vez más, se ven 
obligadas a buscar alternativas alimenticias en los bos-
ques, lo que las coloca en una situación de desigualdad, 
vulnerabilidad e injusticia.

4.1.5 Áreas ecológicas y sociales sensibles 
La contaminación por mercurio originada en las activi-
dades mineras de oro afecta áreas ecológicas y sociales 
sensibles, como las zonas protegidas y las comunidades 
indígenas. Por ejemplo, en el Corredor de Conservación 
Madidi-Apolobamba-Cotapata-Pilón Lajas (MACPL) 
se cuenta con una producción de oro importante, que 
coincide con el área aurífera principal de la nación y 
cuenta con cuatro áreas protegidas, 14 áreas de biodi-
versidad y alberga una comunidad significativa de pue-
blos indígenas (WCS, FZS & FCDS, 2020). En esa zona, 
la minería preponderante es de tipo aluvial, y se estima 
que se utilizan 5,7 toneladas anuales de mercurio, el cual 
se sobrepone sobre el territorio habitado por pueblos 
indígenas.

Los tres territorios indígenas más impactados por la ac-
tividad minera en el corredor de conservación MACPL, 
en relación con su extensión territorial, son:

1.	 Marka Cololo Copacabana Antaquilla: Este territorio 
es el más afectado, con un impacto que abarca el 62% 
de su área en el MACPL.

2.	 Pueblo Indígena Lecos de Larecaja: En este territorio, 
el impacto de la actividad minera alcanza el 14% de 
su extensión en el MACPL.

3.	 Organización Originaria Marka Camata: Este territorio 

presenta un impacto del 12% de su superficie en el 
MACPL.

Estos porcentajes reflejan la magnitud de la afecta-
ción minera en cada uno de estos territorios indígenas 
dentro del Corredor de Conservación, evidenciando 
una significativa presión sobre sus recursos y modos 
de vida.

El auge de la minería de oro en Bolivia está generando 
múltiples consecuencias y desafíos socioambientales, 
asociados al uso y manejo del mercurio. Aunque la 
minería de oro puede ser una fuente de prosperidad 
económica para algunos y de ingresos medianos y mo-
destos para otros, también conlleva una deuda oculta 
pagada por los ecosistemas y la salud de las poblacio-
nes expuestas al mercurio.

La contaminación por mercurio derivada de la minería 
de oro incide desproporcionadamente en comunidades 
específicas, exacerbando la desigualdad en el país. Al 
profundizar en las repercusiones del mercurio, queda 
claro que su impacto trasciende la salud física y se ex-
tiende al acceso a recursos esenciales como alimentos y 
territorio, servicios de salud, y repercusiones económi-
cas, afectando de manera significativa a las áreas ecoló-
gicas y sociales vulnerables, incluyendo las protegidas 
y las habitadas por poblaciones indígenas.

4.2 EL ORO EN LA ECONOMÍA: 
DISPARIDADES Y BENEFICIOS
Como vimos, la explotación aurífera no solo altera y 
contamina el entorno natural, sino también agudiza las 
vulnerabilidades existentes. Pese a estos daños, la explo-
tación del oro en Bolivia se ha venido incrementando 
de forma exponencial, debido principalmente al incre-
mento de los precios internacionales. Sin embargo, esto 
no se ha traducido en mayores recursos y riqueza para el 
Estado boliviano, ni en mayor desarrollo para las comuni-
dades locales. Cabe preguntarse entonces: ¿Qué factores 

Aunque la minería de oro puede ser una 
fuente de prosperidad económica para algunos 
y de ingresos medianos y modestos para otros, 
también conlleva una deuda oculta pagada por 
los ecosistemas y la salud de las poblaciones 
expuestas al mercurio.
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explican el bajo aporte del oro a la renta minera nacional 
en Bolivia y cómo se compara con otros metales y secto-
res económicos? ¿Qué medidas se implementan para fa-
vorecer la explotación minera? En esta sección se busca 
analizar y responder estas cuestiones.

La Ley 535 de Minería y Metalurgia regula las contri-
buciones provenientes de la minería de oro, ofreciendo 
condiciones particularmente favorables para este sec-
tor. Desde 2018, el oro ha sido el principal producto de 
exportación del país. La ley estipula una alícuota del 
2,5% para la explotación de oro en yacimientos margi-
nales, predominantes en la minería de pequeña escala. 
Además, la normativa reduce en un 40% las alícuotas 
previamente establecidas para la comercialización in-
terna de minerales y metales. Como resultado, en 2022 
las regalías mineras auríferas aportaron solamente USD 
63 millones, lo que representa menos del 2,05% de la 
producción oficial de ese año.

A pesar de que los ingresos generados por la venta de oro 
son gigantescos, superando hoy incluso los ingresos por la 
venta de gas, la mayor parte de esta riqueza permanece en 
manos privadas. El Estado recibe solo el 2,5 % del valor del 
metal extraído, aunque esto es también nominal, porque, 
como se menciona más arriba, el año 2022 sólo recibió el 
2,05% porque muchos operadores declaran que la venta 
es interna y sólo pagan el 1,5%. Este desequilibrio se ex-
plica por la normativa específica para el oro: casi el 100% 
del oro se registra a nombre de cooperativas, las cuales, 
al ser consideradas entidades sin fines de lucro, no pagan 
impuesto a las utilidades o excedentes, aunque la norma 
establece que debería haber ese pago. Las cooperativas 
de pequeños mineros se benefician con una reducción 
de la alícuota de las regalías a 2,5% (o 1,5% cuando el oro 
se vende dentro del país y no se exporta).

En lo que sigue se analizará y comparará el aporte del 
oro con el de otros metales, así como el papel de las 
cooperativas frente a otros actores y del sector mine-
ro con relación a otros sectores económicos. Se exa-
minará también las subvenciones a las cooperativas 
auríferas y se explicará las fuentes de financiamiento 
a la minería. 

4.2.1 El oro versus otros metales y sectores
El negocio minero atraviesa varias etapas, y los apor-
tes al Estado varían ligeramente en cada una de ellas. 
Además, estos aportes dependen de si los derechos son 

otorgados por el Estado, representado por la Autoridad 
Jurisdiccional Administrativa Minera (AJAM), o por la 
Corporación Minera de Bolivia (COMIBOL). Factores 
como el tipo de mineral extraído, el tipo de yacimien-
to, la cotización internacional, la comercialización y 
el operador minero también influyen en estos aportes.

Existen tres vías principales mediante las cuales el ope-
rador minero contribuye al Estado: patentes mine-
ras, regalías mineras e impuesto a las utilidades de las 
empresas.

a) Patentes mineras
Las patentes mineras son pagos obligatorios para cual-
quier actor minero con derecho a explorar o explotar 
un área, de acuerdo con la siguiente escala:
•	 Prospección y exploración: 325 Bs anuales por 

cuadrícula.
•	 Prospección aérea: 50.000 Bs por cada licencia.
•	 Explotación:

o	 400 Bs anuales por cuadrícula hasta 30 
cuadrículas.

o	 500 Bs anuales por cuadrícula de 31 a 40 
cuadrículas.

o	 600 Bs anuales por cuadrícula a partir de 41 cua-
drículas en adelante.

La Ley 535 de Minería y Metalurgia también dispone 
que la patente minera se pagará con un incremento del 
100% cuando los derechos mineros originales superen 
una antigüedad de cinco años (artículo 230).

Una cuadrícula tiene la forma de una pirámide inver-
tida, cuyo vértice inferior es el centro de la tierra, y su 
límite exterior en la superficie del suelo corresponde, 
según planimetría, a un cuadrado de quinientos me-
tros por lado, con una extensión total de veinticinco 
hectáreas. Sus vértices superficiales están determina-
dos mediante coordenadas de la proyección Universal 
y Transversal de Mercator (UTM), referidas al Sistema 
Geodésico Mundial (WGS-84). Una cuadrícula no pue-
de dividirse materialmente (artículo 14 de la Ley 535).

Antes de la vigencia de la Ley 535, el pago de la patente 
era el único requisito para mantener vigente el dere-
cho minero. Sin embargo, la nueva norma intenta man-
tener este principio, aunque la Constitución Política 
del Estado establece: “El contrato minero obligará a 
los beneficiarios a desarrollar la actividad minera para 
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satisfacer el interés económico social. El incumplimien-
to de esta obligación dará lugar a su resolución inmedia-
ta”. La Ley 535 señala que “el interés económico social 
(…) se cumple con el pago de la patente minera y la obli-
gación de inicio y continuidad de la actividad minera”.

b) Regalías mineras
El segundo camino de recaudación del Estado es la rega-
lía. Esta se concibe como una compensación a la región 
de donde se extrae el recurso mineral y es un porcentaje 
del valor bruto de ventas del mineral o metal. El valor 
bruto de ventas se calcula multiplicando el contenido 
fino del metal por la cotización internacional del día. 
El contenido fino es el peso del metal contenido en el 
mineral, calculado multiplicando la ley del mineral por 
el peso del mineral. La ley del mineral es el porcenta-
je de metal que contiene el mineral o el peso de metal 
por peso de mineral. Por ejemplo, si 100 toneladas de 
un mineral tienen una ley de 45% de zinc, eso significa 
que, de esas 100 toneladas, 45 son de zinc.

En la minería se usan diversas unidades de peso debido 
a la influencia de Inglaterra en la minería mundial y la 
importancia de la London Metal Exchange (LME), que 
define las cotizaciones internacionales para los princi-
pales metales exportados. Las cotizaciones de estaño, 
plomo, zinc, cobre y bismuto se dan en dólares por li-
bra; las de oro y plata en dólares por onza troy; y las de 
wólfram y antimonio en dólares por tonelada métrica.

c) Impuesto a las Utilidades
Según la Ley 843, todos los actores económicos que ge-
neran excedentes o utilidades deben pagar un impuesto 
sobre este excedente denominado impuesto a las utili-
dades de empresas (IUE). Las cooperativas productivas 
no están libres de este pago; pero las cooperativas mine-
ras, por distintos factores, no cumplen esta obligación. 

La Ley 3787 definió, además, por los precios altos de los 
metales en el mercado internacional, una alícuota adi-
cional a este impuesto, de 12,5% sobre el mismo exceden-
te; de tal manera que los operadores mineros deberían 
pagar 37,5% de sus utilidades como IUE; la misma nor-
ma libera a las cooperativas de este impuesto adicional.

4.2.2 Subvenciones a las cooperativas auríferas
El subsector cooperativo aurífero en Bolivia ha sido uno 
de los pilares fundamentales de la minería nacional, reci-
biendo un apoyo significativo de diferentes gobiernos a lo 

largo del tiempo. Este apoyo se ha manifestado a través de 
políticas específicas, transferencias de recursos y subven-
ciones directas e indirectas. En este contexto, se analiza 
cómo las subvenciones y otros tipos de soporte han in-
fluido en el desarrollo y sostenibilidad de este subsector.

El 99,6% del oro extraído en Bolivia se registra a nom-
bre de cooperativas mineras. Este sector ha gozado del 
apoyo constante de los gobiernos. El primer ministro 
de Minería del presidente Morales fue un coopera-
tivista, el primer ministro de Minería de Añez fue 
un cooperativista, y el actual ministro de Minería de 
Arce también proviene de este sector. En las gober-
naciones de los nueve departamentos, las secretarías 
de minería están controladas predominantemente por 
cooperativistas. Asimismo, en la Asamblea Legislativa 
Plurinacional hay senadores y diputados que provie-
nen de este sector.

Frecuentemente, el Gobierno realiza donaciones de di-
versa índole a las cooperativas. A fines del siglo XX, 
obligó a la COMIBOL a transferir yacimientos, equipos, 
maquinarias, campamentos e ingenios a las cooperati-
vas. En el seno de esta gran institución minera, se creó 
una dirección específica para atender prioritariamente 
las demandas de las cooperativas, y dos cooperativistas 
se convirtieron en piezas fundamentales en la toma de 
decisiones del directorio.

En la primera década del siglo XXI, se crearon insti-
tuciones específicas para favorecer a las cooperativas, 
como COMERMIN, una comercializadora exclusiva, y 
FOFIM, una entidad de fomento exclusiva. Se emitió 
una ley que permitió a las cooperativas gozar directa-
mente del IVA 0%. La COMIBOL creó una empresa 
del oro, la EBO, que inicialmente debía participar en el 
circuito productivo, pero luego limitó sus competencias 
a comprar oro de las cooperativas. La Ley de Minería 
consolidó la transferencia de yacimientos de COMIBOL 
a las cooperativas sin mediar ningún pago; sin embargo, 
tras el asesinato del viceministro Illanes, el Gobierno 
revirtió esta decisión y devolvió a COMIBOL la pro-
piedad de estos yacimientos, los cuales ahora arrienda a 
las cooperativas por un pequeño canon definido en un 
contrato de producción.

En 2016, también se forzó la salida de las cooperativas 
de la COMIBOL. Fue un año determinante para la re-
fundación de la Corporación, un proceso que aún no se 
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ha materializado. Sin embargo, los mayores beneficios 
para las cooperativas se encuentran en el ámbito eco-
nómico, con subvenciones directas e indirectas, rebajas 
exclusivas y una permisividad que les permite operar 
violando las normas nacionales.

A continuación, se analizan estas ventajas y beneficios 
otorgados al subsector. Del subsuelo boliviano se ex-
traen varios metales, siendo los más importantes el oro, 
la plata, el zinc, el estaño y el plomo. Su producción se 
mide en peso o en valor. Dada la gran diferencia del 
valor de un gramo de cualquiera de los metales, es más 
fácil hacer una comparación en valor. Por ejemplo, 50 
toneladas de oro valen lo mismo que un millón y me-
dio de toneladas de zinc. En el gráfico 4.2 se observa la 
evolución del valor del metal extraído, que ha pasado 
de casi nada a comienzos del siglo hasta alcanzar casi 
siete mil millones de dólares en 2022.

Desde el año 2018, el oro se ha convertido en el prin-
cipal metal de exportación de Bolivia. La cantidad ex-
plotada anualmente ha crecido en consonancia con la 
cotización internacional, lo que ha incrementado tam-
bién el número de personas y organizaciones dedicadas 
a su extracción.

Los mercados de destino de la producción nacional 
han cambiado significativamente. Mientras anterior-
mente se exportaba a diversos países occidentales, des-
de el año 2018 casi todo el oro boliviano se vende a 
India o a los Emiratos Árabes Unidos. Cabe notar que 
la mayor parte del oro boliviano se extrae utilizando 
mercurio.

Lamentablemente, el aporte de la minería aurífera al 
Estado es mínimo. La mayor parte de los ingresos por 
la venta del oro termina en manos privadas, ya que casi 
todo este metal es extraído por organizaciones privadas. 
En el gráfico 4.3 se muestra la evolución de la produc-
ción de oro en kilos finos, retratando la cantidad de oro 
extraído de los yacimientos bolivianos desde 1980 hasta 
2022. El primer período de alta producción se debe a la 
presencia de la empresa Inti Raymi, mientras que el ver-
tiginoso crecimiento posterior a 2010 es atribuible a las 
cooperativas mineras. Las fluctuaciones pronunciadas 
de los últimos años reflejan las dificultades del Estado 
para controlar el flujo de este metal.

En el gráfico 4.4 se muestra la evolución del valor del 
oro extraído del territorio boliviano entre 1992 y 2022. 
La apariencia de esta gráfica es similar a la evolución 
del peso extraído; sin embargo, durante el periodo de 
Inti Raymi, el pico no es tan marcado debido a los bajos 
precios del metal en esa época.

Se destaca la escalada de la producción en el año 2019, 
cuando se alcanzaron 42 toneladas de oro extraídas del 
territorio boliviano, con un valor cercano a dos mil 
millones de dólares. Tras la caída durante el año de la 
pandemia, el oro resurgió con fuerza en 2022, batiendo 
todos los récords con 53 toneladas.

Sin embargo, es notable la declaración del ministro de 
Minería en marzo de 2021, en la que afirmó que una 
cantidad similar a las 42 toneladas de oro registradas en 
2019 se exporta de contrabando sin ningún tipo de re-
gistro. Muchas personas y organizaciones sostienen que 

Gr áfico 4 . 1 Valo r de los m etales ex tr aídos (e n m iles de dó lares)

Fuente: Elaboración propia con datos del Dossier estadístico del MMM, 2022.
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existe un contrabando de oro proveniente de Perú, que 
ingresa al país y se reexporta después de ser registrado 
y de pagar la pequeña regalía que cobra Bolivia. Esta 
situación es favorecida por la diferencia en las cargas 
fiscales, ya que en Perú son más altas.

a) Consolidación de las cooperativas auríferas
Durante el período 2006-2022, las cooperativas auríferas 
se consolidaron como los principales productores de oro 
en Bolivia, extrayendo oro por un valor de 16.284 millones 
de dólares. Sin embargo, esa explotación dejó al Estado 
solo algo más de 300 millones de dólares en regalías.

Según el Viceministerio de Cooperativas Mineras, 
en 2018, 1.406 cooperativas mineras se dedicaban a la 

extracción de oro en todo el territorio nacional, de un 
total de 2.077 cooperativas. Del total de cooperativas mi-
neras, 1.229 operaban en La Paz, 20 en el Beni y el resto 
en otros departamentos, en las que, aproximadamente, 
trabajaban 60.000 socios.

Estas cooperativas presentan una gran heterogeneidad 
en cuanto a organización, tamaño, operación y comer-
cialización. Un estudio realizado por Zaconeta (2024) 
clasifica las cooperativas en cuatro categorías: asocia-
das a empresas privadas, grandes, medianas y peque-
ñas. Esta clasificación se basa en el número de socios, 
el tamaño de su área de trabajo, el volumen de pro-
ducción y el nivel de mecanización de sus operaciones.

Gr áfico 4 . 2 Evo lució n de l o ro explotado e n k ilos finos

Fuente: Elaboración propia con datos del Dossier estadístico del MMM, 2022.

Gr áfico 4 .3 Evo lució n de l valo r de o ro ex tr aído de 
yacim ie ntos bo livianos e n m illo n es de dó lares

Fuente: Elaboración propia con datos del Dossier estadístico del MMM, 2022.
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En las cooperativas pequeñas, con menos de 20 socios, el 
trabajo es altamente sacrificado, artesanal e individual, 
a menudo con una grave contaminación por mercurio. 
El margen de utilidad es pequeño y las condiciones labo-
rales son lamentables. Este trabajo suele ser estacional, 
ya que se realiza en los ríos o sus cercanías. La infor-
mación sobre los ingresos de los trabajadores de estas 
cooperativas está desactualizada, lo que subraya la ne-
cesidad de investigaciones actuales para comprender 
mejor la situación.

Por otro lado, las cooperativas medianas y grandes fre-
cuentemente se asocian con empresas privadas que 
aportan capital y tecnología. En estos casos, los coo-
perativistas actúan como rentistas que esperan bene-
ficios de su aporte. Aunque estas asociaciones estaban 
permitidas por el Código de Minería de 1997 (Ley 1777), 
fueron prohibidas por la Ley 535. Esta prohibición ha 
provocado enfrentamientos entre las cooperativas y el 
Gobierno, resultando en varios muertos, incluido el vi-
ceministro Illanes.

La asociación entre cooperativas y empresas aportaba 
beneficios mutuos: las cooperativas proporcionaban 
áreas mineras y ventajas sectoriales, mientras que las 
empresas contribuían con capital, tecnología y contac-
tos comerciales. El capital se utilizaba para desarrollar 
y preparar las minas, mejorar la calidad del producto y 
abrir mercados de comercialización. La prohibición de 
estas asociaciones perjudica a ambas partes, que conti-
núan la práctica de manera ilegal.

Para comprender esta situación, se considera dos pre-
misas fundamentales:

1.	 Limitaciones de las cooperativas: Las cooperativas es-
tán conformadas por personas que carecen del ca-
pital necesario para explorar, desarrollar y preparar 
una mina. Debido a estas limitaciones, el Gobierno 
implementa diversas medidas de apoyo, siendo las 
más importante la exención del impuesto adicional 
a las utilidades y la reducción de la alícuota de las 
regalías por la explotación del oro. Además, se les 
permite apropiarse del valor del mineral extraído y 
repartir los excedentes generados entre los socios.

2.	 Regulación de la contratación de obreros: Las coopera-
tivas no tienen autorización para contratar obreros 
para las actividades mineras. Se supone que los socios 

deben llevar a cabo las operaciones personalmente. 
Sin embargo, es conocido que muchas cooperativas 
contratan personal que les ayuda o incluso reemplaza 
completamente en todas las funciones, excepto en la 
venta de los productos.

Dado este contexto, es frecuente que las cooperativas 
trabajen en minas abandonadas por empresas que aún 
contienen mineral valioso o en depósitos aluviales que 
no requieren preparación y desarrollo, especialmente 
cuando los precios de los minerales son bajos. Cuando 
estos precios suben, las cooperativas pueden destinar 
parte de sus excedentes a preparar futuras operaciones.

En ausencia de yacimientos disponibles, se producen 
avasallamientos e invasiones que el Gobierno no pue-
de controlar. En tres ocasiones, las organizaciones de 
las cooperativas acudieron antes que los organismos del 
Estado al lugar de los conflictos, conformando rápida-
mente una cooperativa con los avasalladores. Cuando 
llegaban las autoridades, ya se enfrentaban a una coo-
perativa organizada.

Para evitar estas situaciones y proporcionar áreas listas 
para explotar a las cooperativas, es necesario que alguien 
realice el trabajo de exploración, desarrollo y prepara-
ción de la mina. Este es el propósito de la asociación 
con empresas privadas: aportar el capital necesario para 
explorar y desarrollar un yacimiento previamente traba-
jado, asegurando así la sostenibilidad de una operación 
que, de otra manera, terminaría pronto.

Sin embargo, como en casi todos los casos, hay quienes 
abusan de estos espacios proporcionados por el Estado 
para enriquecerse. Las asociaciones con empresas son 
más comunes en el sector aurífero, con casos docu-
mentados de cooperativas que han dejado de trabajar, 
cediendo toda la iniciativa a las empresas. Los socios 
de las cooperativas esperan su renta mensual mientras 
la empresa se encarga de la producción, que se vende 
como si fuera de la cooperativa, beneficiándose de to-
das las ventajas de este subsector. La empresa entrega 
una parte de los ingresos a la cooperativa y se queda 
con el resto.

b) Escala de alícuotas de la regalía aurífera
El oro es el único metal que tiene una escala específica 
de alícuotas de regalías para compensar a la región por la 
extracción de un recurso no renovable. Como se describió 
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en la sección anterior, la mayoría de los metales están su-
jetos a una regalía del 5% del valor bruto de ventas, con 
la plata sujeta a una regalía del 6%. En el caso del oro, se 
estableció inicialmente una alícuota del 7%. Sin embargo, 
una empresa que comenzaba a explotar oro de un yaci-
miento sulfuroso logró que en 2007 el Parlamento redu-
jera la alícuota al 5% mediante la Ley 3787, creando así la 
primera escala de regalías para este metal.

Años después, la constatación de explotaciones ilegales 
cerca de las fronteras con Perú y Brasil llevó al Gobierno 
a reducir la alícuota al 2,5% con la intención de evitar el 
contrabando hacia esos países, donde se cobraba menos 
en concepto de regalías. No obstante, para acceder a esta 
reducción tan drástica, se establecieron dos condiciones: 
que el yacimiento fuera marginal y que fuese explotado 
por la minería de pequeña escala.

Al comenzar a aplicar esta medida, los resultados fue-
ron positivos. Sin embargo, posteriormente, muchos 
operadores que no cumplían con las dos condiciones 
comenzaron a aprovecharse de esta rebaja. Finalmente, 
casi todos los operadores solo pagan el 2,5% de regalía.

c) Subvención al diésel
Al igual que el sector agroindustrial, el sector minero 
también se beneficia de la subvención al diésel. En 2010, 
las cooperativas mineras del norte del país firmaron 
un acuerdo con el Gobierno para reducir la cantidad 
de balsas por socio y evitar el contrabando de diésel 
subvencionado hacia Brasil. El acuerdo estipulaba que 
cada socio podría tener un máximo de tres balsas y que 
por cada siete gramos de oro vendidos a la Empresa 
Boliviana del Oro, recibirían una ficha para comprar 
90 litros de diésel.

Utilizando este parámetro y extrapolando, se estima 
que para producir 50 toneladas de oro se necesitarían 
aproximadamente 640 millones de litros de diésel. Con 
la fluctuación de los precios internacionales del com-
bustible, la subvención por litro sería en promedio de 
unos 0,50 dólares estadounidenses, lo que implicaría 
una subvención total de alrededor de 300 millones de 
dólares anuales. Este monto es equivalente al doble del 
Bono Juana Azurduy otorgado a mujeres embarazadas 
y menores de dos años para la atención de salud.

Dado que el sector solo paga regalías, este monto de 
subvención es cinco veces mayor que la regalía total 
pagada por las cooperativas mineras. En otras palabras, 
el Estado no recibe una compensación adecuada por la 
pérdida de su patrimonio debido a la extracción de oro.

d) Subvención indirecta
La Ley 3787 exime a las cooperativas de la alícuota 
adicional del impuesto sobre utilidades de empresas, 
considerándolas organizaciones sociales sin fines de 
lucro. Sin embargo, las cooperativas aún deben pagar 
el 25% sobre los excedentes generados por la explota-
ción del oro. El monto de estos excedentes solo puede 
ser estimado, ya que el costo de operación no se co-
noce con precisión.

En 2010, el Gobierno realizó un cálculo de costos para 
una cooperativa que explotaba oro en el río Madre de 
Dios. Este cálculo incluyó parte del costo de la balsa, los 
salarios de tres obreros, el combustible, la regalía y el 
mercurio utilizado. Actualizando los precios de todos 
estos insumos, se estima que el costo de extraer una onza 
de oro en depósitos aluviales es de 500 dólares, mientras 
que para yacimientos primarios asciende a 800 dólares. 
Aproximadamente, el 25% del oro se extrae de yacimien-
tos primarios y el 75% de depósitos aluviales.

Con esta información, en 2022, cuando se extrajeron 
53 toneladas de oro, el costo total de extracción ha-
bría sido de 980 millones de dólares. Por lo tanto, la 
utilidad generada sería de 2.087 millones de dólares, 
lo que debería haber resultado en un impuesto de 522 
millones de dólares, suponiendo que todas las orga-
nizaciones fueran cooperativas. Dado que las coope-
rativas no pagan impuesto a las utilidades, estos 522 
millones de dólares representan una subvención indi-
recta considerable.

Gr áfico 4 .4 Explotació n de o ro 
po r su bsecto res 2006-2022

Fuente: Elaboración propia con datos del Dossier estadístico del MMM, 2022.
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e) Subvención por regalías bajas
Hasta antes de la reducción de la alícuota de regalía del 
7% al 2,5%, las cooperativas mineras pagaban el 7%. Si esta 
alícuota se hubiera mantenido, las cooperativas habrían 
pagado 215 millones de dólares en regalías en lugar de los 
60 millones que efectivamente pagaron, lo que implica 
una subvención indirecta de 155 millones de dólares. El 
total de subvenciones, tanto directas como indirectas, 
asciende para el año 2022 a 977 millones de dólares (300 
millones + 522 millones + 155 millones). Con este monto 
podrían beneficiarse los municipios rurales afectados por 
la crisis climática y sus poblaciones con acceso deficiente 
a la salud, por ejemplo.

La presencia de empresas extranjeras en áreas concesio-
nadas a cooperativas mineras plantea otra interrogante. 
Si en realidad las organizaciones que explotan el oro 
son empresas, el impuesto a las utilidades debería ser 
del 37,5%, y no solo del 25%. En ese caso, la subvención 
por impuestos aumentaría a 783 millones de dólares, 
y la subvención total alcanzaría los 1.238 millones de 
dólares. Esta cifra es significativa y podría contribuir a 
resolver problemas relacionados con la falta de dólares 
y de reservas internacionales.

Gr áfico 4 .5 Su bve ncio n es directas 
e in directas a las coo pe r ativas 

au r ífe r as (e n m illo n es de dó lares) 

Fuente: Elaboración propia

En resumen, la dinámica de la explotación aurífera en 
Bolivia, marcada por la predominancia de cooperativas 
mineras, refleja un panorama complejo de beneficios y 
subvenciones que contrasta fuertemente con los efectos 
devastadores de la minería. Desde la consolidación de 
las cooperativas como principales productoras de oro, 
pasando por la implementación de la Ley 3787, has-
ta las implicaciones de las reducciones en las alícuo-
tas de regalías, se ha generado un contexto donde las 

subvenciones directas e indirectas alcanzan pérdidas 
significativas para el Estado boliviano. 

4.2.3 Financiamiento de las 
operaciones mineras
Como hemos señalado, el uso extensivo de mercurio 
en la extracción aurífera causa graves daños ambien-
tales y a la salud. A pesar de esto, el Estado no solo 
ofrece facilidades fiscales con impuestos bajos y sub-
venciones considerables, sino también las empresas 
se benefician de diversos tipos de financiamiento que 
incentivan aún más la explotación minera, tanto legal 
como ilegal. La presencia de empresas extranjeras en 
áreas concesionadas a cooperativas introduce un ele-
mento adicional de complejidad, sugiriendo posibles 
evasiones fiscales.

El financiamiento de las actividades mineras se da por 
varios caminos: las empresas grandes captan capitales 
sin costo financiero, las pequeñas arriesgan su capital, 
y las cooperativas cuentan con una entidad de fomento 
estatal. Además, las comercializadoras también facilitan 
capitales, aunque con intereses muy altos. Finalmente, 
aunque esto no está autorizado por la norma, se asocian 
con capitalistas que aportan maquinaria, equipos y ca-
pital de operación a cambio de llevarse hasta el 80% del 
valor de la producción.

A continuación, se analiza cada una de estas situacio-
nes para concluir con la necesidad de una modificación 
de las normas que hagan sostenible la actividad minera 
nacional. La desestructuración del sector minero na-
cional ha reducido la cantidad de empresas privadas a 
casi nada.

Una empresa grande, Minera San Cristóbal, que opera 
en un área a su nombre, ha sido la que más ha inverti-
do en el país desde los primeros años de este siglo. Su 
principal accionista, Sumitomo, ha vendido todas sus 
acciones a un grupo canadiense formado para la opera-
ción. La venta de acciones es el mecanismo más frecuen-
te de levantar capitales en el mercado internacional, y 
otras empresas grandes procedieron de manera similar.

Las empresas pequeñas adquieren los derechos de ex-
ploración en un área y hacen inversiones con su propio 
capital con la esperanza de encontrar un buen yacimien-
to. Luego, traspasan los derechos a otra empresa que, ha-
ciendo una inversión mucho mayor, explota el depósito. 
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Antes de 2008, esta forma de proceder era normal; pero 
después de la prohibición del Tribunal Constitucional 
de vender las minas, ahora se venden las acciones de las 
empresas que tienen los derechos de explotación.

Para las cooperativas, la situación es más compleja. 
Antes, una persona debía pagar un monto elevado para 
ingresar como socio, capitalizando así la cooperativa. 
Esta práctica se mantiene, aunque con una imagen di-
ferente. Para inversiones más importantes, las coopera-
tivas recurren a créditos y, para ello, el Gobierno creó 
el Fondo de Financiamiento para la Minería (FOFIM) 
mediante el Decreto 233, del 4 de agosto de 2009.

El FOFIM para 2019 disponía de poco más de USD 20 
millones, beneficiando a 52 cooperativas mineras, equi-
valentes al 3% del total en el país.

Las cooperativas más antiguas han evolucionado hacia 
estructuras empresariales. Los socios son propietarios 
de la empresa y ya no trabajan en la operación, contra-
tando empleados y obreros, y supervisando la operación 
de manera directa o a través de representantes de con-
fianza. Para obtener capital, incorporan nuevos socios 
que deben aportar un monto correspondiente al "valor 
de la acción". Este valor oscila entre 3 mil y 80 mil dó-
lares dependiendo de la zona. Las cooperativas grandes 
tienen un capital que supera el millón de dólares.

En cuanto al financiamiento privado, se destacan varios 
esquemas, incluyendo una asociación entre prestadores 
de servicios y titulares mineros, con una repartición 
común del 70% para el primero y el 30% para el segun-
do. Este esquema, conocido como el modelo boliviano, 
se enfoca en inversiones de hasta un millón de dólares. 
Además, existen préstamos de comercializadoras por 
montos menores de hasta USD 50.000, dada la mayor 
percepción de riesgo.

Según Zaconeta, A. (2024), en lo que respecta al finan-
ciamiento externo, se identifican cuatro modelos de fi-
nanciamiento extranjero: los modelos peruano, chileno, 
chino y colombiano, todos con reparticiones que favo-
recen al prestador en proporciones de 70/30 o 80/20. 
Los modelos peruano y chileno manejan montos de 
hasta USD 10 millones, el chino hasta USD 3 millones, 
y el colombiano hasta USD 300.000. Además, se seña-
la la participación de carteles brasileños vinculados al 
narcotráfico en el financiamiento de la minería ilegal, 

especialmente en el comercio de mercurio en las áreas 
que controlan en los países amazónicos.

En suma, las cooperativas obtienen capital de diversas 
maneras y tienden a convertirse en empresas, mante-
niendo el nombre de cooperativas para aprovechar las 
ventajas gubernamentales. Para hacer viable un finan-
ciamiento regular, es necesario modificar las normas a 
fin de que las cooperativas que operan como empresas 
se conviertan en tales organizaciones con todas las obli-
gaciones y derechos asociados.

El gran crecimiento aparente de la minería se debe, en 
gran parte, a la explotación aurífera, impulsada por fac-
tores como el aumento del precio del oro, la necesidad 
de empleo y la permisividad del Gobierno. Este creci-
miento descontrolado ha llevado a abusos y destruc-
ción del ecosistema, exacerbados por la falta de control 
estatal.

Para aprovechar adecuadamente la riqueza aurífera y 
mitigar los daños ambientales y sociales, es imprescin-
dible tomar varias medidas. Entre ellas, descentralizar 
el control de la comercialización hacia los gobiernos 
subnacionales, centralizar la comercialización, proce-
sar todo el pre concentrado antes de usar mercurio y 
eliminar las escalas internas en las regalías auríferas. 
Además, las organizaciones que figuran como coopera-
tivas deben convertirse en empresas con todas las obli-
gaciones asociadas.

Estas medidas asegurarán una justa compensación al 
Estado y una gestión sostenible de los recursos natura-
les, aliviando problemas económicos críticos y benefi-
ciando a toda la población boliviana.

En síntesis, resalta la necesidad de una revisión exhaus-
tiva de las políticas mineras para asegurar una justa 
compensación al Estado y una gestión sostenible de los 
recursos naturales.

4.3. CONCLUSIONES
En este capítulo se abordaron la crisis ecológica y las 
desigualdades sociales derivadas de la minería aurífera 
en Bolivia. Se identificaron múltiples factores que con-
tribuyen a la problemática actual, incluyendo el uso 
intensivo de mercurio, la falta de regulaciones efectivas 
y las políticas fiscales y de subvenciones que favorecen 
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desproporcionadamente a las cooperativas mineras.

Uno de los hallazgos más alarmantes es el impacto ne-
gativo de la minería aurífera en el medio ambiente y 
en la salud de las comunidades locales. El uso intensi-
vo de mercurio en el proceso de extracción de oro ha 
provocado graves contaminaciones, afectando tanto los 
ecosistemas como la salud humana. La contaminación 
por mercurio degrada los suelos y cuerpos de agua y 
se bioacumula en la cadena alimentaria, representando 
un riesgo significativo para las poblaciones locales que 
dependen de estos recursos naturales para su sustento.

El sector minero en Bolivia se beneficia de un marco 
fiscal y de subvenciones que favorece desproporciona-
damente a las cooperativas mineras. Estas cooperativas 
evaden sus obligaciones fiscales y reciben ventajas que 
les permiten operar de manera fraudulenta. Las sub-
venciones al diésel y las exenciones fiscales resultan en 
pérdidas significativas para el Estado, al mismo tiempo 
que las cooperativas mineras reciben financiamiento 
a través de diversas fuentes, incluyendo el Fondo de 
Financiamiento para la Minería.

Es evidente que se requiere una revisión y actualización 
del marco legal y fiscal para garantizar que la minería 
contribuya adecuadamente al desarrollo del país. Las 
normas deben ser modificadas para que las cooperativas 
grandes operen como empresas y cumplan con todas las 
obligaciones asociadas. Además, es necesario establecer 
un régimen impositivo más equitativo que grave las uti-
lidades adicionales generadas por precios favorables de 
minerales y metales. La renta minera global representa 
una pequeña parte del valor del mineral exportado, lo 
que sugiere que la contribución de la minería al Estado 
es limitada y debe ser incrementada.

La explotación minera de oro afecta áreas ecológicas 
y sociales sensibles, como las zonas protegidas y las 
comunidades indígenas. A pesar del incremento en la 
extracción de oro, el aporte a la economía boliviana 
es bajo debido a condiciones favorables para el sector 
minero. La ley establece una alícuota del 2,5% para la 
explotación de oro en yacimientos marginales, lo que 
resulta en bajos ingresos para el Estado. La mayoría 
de la riqueza generada por la venta de oro queda en 
manos privadas, ya que las cooperativas mineras no 
pagan impuestos a las utilidades. Esta situación exa-
cerba la desigualdad sistémica en el país.
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L
a crisis ecológica y la desigualdad se pue-
den abordar desde diferentes miradas: la 
discusión conceptual, las políticas públi-
cas, la intervención de actores relevantes, 
los efectos en la población, en fin, las opi-
niones de la ciudadanía. Pero sin duda la 

aproximación más cercana y sensible se sitúa en la ex-
periencia misma de las comunidades y personas afec-
tadas en sus propios territorios, en los ríos y bosques 
que habitan. ¿Cómo viven los pobladores el impacto 
de diferentes problemas ecológicos y climáticos, mu-
chos de ellos provocados por la acción avasalladora de 
terratenientes, ganadores y mineros auríferos? Esa in-
dagación se realizó para este Informe en diálogo con 
mujeres ese ejjas, tacanas y chiquitanas. La situación es 
precaria, de abandono y de alta vulnerabilidad. Y de-
manda acciones urgentes del Estado en sus diferentes 
niveles. Estas cuestiones críticas son exploradas en el 
presente capítulo.

Más allá de las percepciones de la opinión pública so-
bre la crisis ecológica y sus efectos, es muy importante 
conocer los saberes y vivencias de las personas en sus 
territorios. ¿Cómo enfrentan las comunidades indígenas 
los problemas ambientales, la deforestación, la contami-
nación por mercurio, los incendios, el cambio climático? 
¿Cómo viven situaciones de avasallamiento y despojo de 
sus territorios, con ausencia del Estado? ¿Qué significa 
esto para las mujeres de las comunidades indígenas y 
su trabajo de cuidado y agrícola? ¿Qué desigualdades 
se producen? Estas y otras cuestiones fueron observadas 
en comunidades del Oriente boliviano y son expuestas 
desde la voz de las mujeres.

En este capítulo buscamos ahondar la problemática 
a través de un estudio exploratorio-cualitativo en las 
tierras bajas del país. El objetivo es explorar, desde la 
perspectiva de las y los actores locales del Oriente bo-
liviano, cómo la crisis ecológica incide en sus medios 
de vida y exacerba las vulnerabilidades y desigualda-
des. Tal como se describió en el primer capítulo, la 
crisis ecológica representa una situación crítica en la 
que los ecosistemas naturales están en peligro debido 
a diversas actividades humanas que perturban su equi-
librio y funcionamiento. Esta crisis se manifiesta de 
diversas formas, incluyendo la pérdida de biodiversi-
dad, el cambio climático, la deforestación, la conta-
minación del aire, agua y suelo, y la degradación del 
hábitat natural.

Adoptamos un enfoque metodológico exploratorio y 
cualitativo, centrado en las comunidades indígenas del 
Oriente boliviano. Para ello, se llevaron a cabo siete gru-
pos focales y seis entrevistas en profundidad con mu-
jeres indígenas de los pueblos ese ejjas de Portachuelo 
y tacanas de Miraflores de la Amazonía, en Pando; y 
mujeres chiquitanas de los municipios de San Javier, 
San Ignacio de Velasco y San José, en Santa Cruz. La 
elección de estas comunidades se debe a su dedicación 
a actividades de gestión territorial, como la agrofores-
tería, la agricultura, la recolección de castañas y la ges-
tión sostenible del bosque. Estas comunidades también 
enfrentan la deforestación terrateniente y la minería 
ilegal, situándolas en una franja de influencia y afecta-
ción significativa.

La Amazonía es un ecosistema altamente biodiverso 
y una fuente crucial de agua dulce en Bolivia. Abarca 
aproximadamente 6,7 millones de kilómetros cuadra-
dos en el territorio de varios países sudamericanos. La 
porción boliviana de la Amazonía representa el 7,9% 
del territorio amazónico. Es esencial para el equilibrio 
ecológico de América del Sur y del planeta. Los bosques 
amazónicos regulan los ciclos del agua y las lluvias, al-
bergan una gran diversidad de especies y capturan car-
bono, ayudando a regular el clima.

El cambio climático pone en riesgo la Amazonía, ha-
ciéndola vulnerable a altas temperaturas y disrupciones 
climáticas, que provocan picos de temperatura anorma-
les. La minería de oro, una amenaza creciente, invade 
territorios y reservas naturales, incluyendo áreas indíge-
nas, e introduce contaminantes como el mercurio, que 
afecta las cadenas ecológicas. Además, los incendios y 
quemas agravan estas presiones.

El bosque seco chiquitano, considerado el bosque seco 
tropical más extenso y mejor conservado del mundo, 
es una ecorregión que se extiende principalmente en 
Bolivia, especialmente en el departamento de Santa 
Cruz, y en menor medida en Paraguay y Brasil. Esta 
zona de transición socio-ecológica entre el Chaco y la 
Amazonía incluye varios ecosistemas que funcionan 
como corredores ecológicos, habitados por grupos in-
dígenas como los chiquitanos y ayoreos, así como por 
comunidades guaraníes y campesinas.

La Fundación para la Conservación del Bosque Seco 
Chiquitano (FCBC) destaca que la Chiquitanía es 
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ecológicamente única debido a sus condiciones de tran-
sición, que han permitido que varias especies se adap-
ten y evolucionen ante las variaciones climáticas. Por 
ello, su preservación impacta las dinámicas ecológicas 
de otros ecosistemas y ecorregiones del continente, como 
la Amazonía y el Gran Chaco.

Este capítulo está organizado en nueve secciones. La pri-
mera se centra en la experiencia de las mujeres tacanas 
del departamento de Pando. La segunda sección analiza 
la experiencia de las mujeres esse-ejjas pertenecientes 
también a Pando. La tercera se enfoca en la experiencia 
de las mujeres chiquitanas del departamento de Santa 
Cruz. En la cuarta sección se analizan los impactos del 
cambio climático en la salud. La quinta presenta eviden-
cia de la acumulación por despojo, los conflictos y las 
respuestas comunitarias. La sexta aborda los cambios en 
los roles de género y la adaptación al cambio climático. 
La séptima sección examina las relaciones de poder y la 
participación de las mujeres en la toma de decisiones. 
La octava analiza las respuestas institucionales y la rela-
ción con el Estado. Las primeras tres secciones realizan 
un análisis contextualizado por comunidad; en tanto 
que las cinco siguientes realizan un análisis temático 
de conjunto. Finalmente, la última sección presenta al-
gunas conclusiones.

5.1 LA EXPERIENCIA DE 
LAS MUJERES TACANAS
La comunidad indígena Miraflores está ubicada en el 
municipio de Puerto Gonzalo Moreno, departamento 
de Pando. Pertenece a la Tierra Comunitaria de Origen 
(TCO) Multiétnico II. En Miraflores viven comunidades 
indígenas tacanas, enfrentando condiciones climáticas 
cambiantes, una fuerte presencia de cooperativas mineras 
y un aumento de la deforestación. Todo ello afecta sus 
condiciones y medios de vida. En el bosque amazónico, 
las comunidades se asentaron cerca de los ríos porque el 
principal medio de transporte, en el pasado, era fluvial 
y porque su principal fuente de alimento está centrada 
en la caza y la pesca. Saben que esta situación les coloca 
bajo riesgo, pues deben moverse o adaptarse cuando hay 
crecidas o inundaciones. Es decir, viven de cierto modo 
en incertidumbre y movilidad en su propio territorio.

Más allá de esta difícil e incierta situación, en los últi-
mos años se han producido cambios sustantivos en el cli-
ma que afectan la producción y amenazan la seguridad 

alimentaria de las comunidades amazónicas, como lo 
relatan los siguientes testimonios:

Yo creo que el mayor problema es de nosotras, que 
ahora ya el clima no es igual, los tiempos ya no son 
iguales como antes, ¿no ve? Ya las plantas no f lore-
cen, no cuajan las f lores, no se reproducen. Y tam-
bién el clima es muy caliente (Grupo focal mujeres, 
Miraf lores).

En junio, en julio, el río ya estaba a full. No se podía 
ni entrar para los chacos. Miren el río que es río, cómo 
el agua es caliente, ¡sin mentir! Yo casi me sancocho 
aquí a la banda de mi chaquito y esa playa he barran-
queado para poder subir a mi chaquito. Este año ha 
sido lo más fuerte. Yo llegué al río creyendo que iba 
a este, y pum, me la vi… Y me insolé nomás, me insolé 
sumamente (Grupo focal mujeres, Miraf lores).

a) Aumento de la temperatura e incendios
El aumento de la temperatura tiene repercusiones sig-
nificativas en la vida cotidiana y en el medio ambiente, 
como se evidencia en el testimonio de una adolescente 
de Miraflores, quien destaca la influencia directa del 
calor extremo en la asistencia escolar y el desarrollo de 
las actividades educativas:

Por el tema del sol caliente, a veces no se puede ir 
(a la escuela) porque está muy caliente, eso nos hace 
a nosotros daño… Sí, afecta, porque también en las 
horas de clase ya no se puede hacer clases normales 
porque el sol es muy caliente (Grupo focal adolescen-
te, Miraf lores).

Además, el cambio climático ha incrementado la vulne-
rabilidad de los bosques ante los incendios, intensifica-
dos por periodos prolongados de sequía. No obstante, 
los incendios provienen de distintas causas, entre las 
cuales está la necesidad de que los comunarios limpien 
sus parcelas, lo que realizan mediante quemas controla-
das. Sin embargo, en algunas ocasiones el fuego se des-
borda, provocando incendios forestales, como indican 
testimonios de diferentes actores:

Toca quemar, se avisa nomás, nos organizamos y 
vamos a hacer contra fuegos. Todo sale bien, no se 
quema más de lo que tiene que quemar, lo que es 
el chaco (Entrevista hombre líder de la comunidad, 
Miraf lores).
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Al respecto, una adolescente del grupo focal señaló: “La 
persona que lo quema el chaco lo deja ahí nomás y des-
pués ya se va extendiendo el fuego”.

Las mujeres entrevistadas perciben que los cambios cli-
máticos y la acción humana son factores intrínsecamen-
te ligados a la generación de incendios que, a su vez, 
provocan deforestación. Esta conexión se evidencia en 
los testimonios recogidos, que expresan la preocupa-
ción por las consecuencias ambientales directas de los 
incendios forestales:

Somos mismos los seres humanos, que no sabemos 
cuidarnos, como dicen, con la quemazón, que es la 
deforestación que está ocasionando; la quema indis-
criminada, que no hay control (Grupo focal mujeres, 
Miraf lores).

Otra perspectiva aborda la problemática de incendios 
originados por factores externos, como sugiere un líder 
comunitario al referirse a las actividades de personas 
foráneas:

Esos que vienen a pescar y por aquí también llegan de 
Cobija, de repente van fumando en su auto y lo bota 
(la colilla encendida del cigarro). También por la ba-
sura se quema, semejante calentura casi 40 grados y 
a veces sus bimbos, las botellas tapaditas las botan, y 
con el sol agarran fuego, son como una lupa. Y ya nos 
echan la culpa sin ser culpables (Entrevista hombre 
líder de la comunidad, Miraf lores).

Además de repercutir en la seguridad alimentaria y 
causar la pérdida de tierras forestales, los incendios 
también influyen en la gestión de las obligaciones y 
responsabilidades de cuidado en el hogar. De hecho, en 
el contexto de los incendios, los hombres desempeñan 
un papel primordial: un número significativo ha reci-
bido formación como bomberos, asumiendo la respon-
sabilidad tanto de ejecutar quemas controladas como 
de extinguir los fuegos. Paralelamente, durante estas 
emergencias, las mujeres asumen predominantemente 
las labores de cuidado, atendiendo a las necesidades 
de los demás miembros de la familia. Esta división de 
roles subraya la diferenciación de responsabilidades 
basada en género dentro de la dinámica comunitaria 
en situaciones de crisis ambiental: “El grupo de bom-
beros que están capacitados tienen que ir a ayudar a 
apagar el fuego o incendio. Todos hombres, los adultos, 

los comunarios afiliados” (Grupo focal adolescentes, 
Miraflores).

b) Extractivismo: el impacto 
de la minería aurífera
Como fue descrito en los capítulos 2 y 3, en Bolivia 
las actividades extractivas desempeñan un papel im-
portante en la economía. Sin embargo, estas prácticas 
suelen tener un alto costo tanto para el medio am-
biente como para las comunidades locales, especial-
mente para las mujeres. El extractivismo agrava los 
efectos negativos del cambio climático, amplificando 
la degradación medioambiental, la escasez de agua, 
la contaminación y los desastres naturales, como las 
inundaciones, los incendios forestales y las sequías 
(McKay, 2017).

Para las comunidades tacanas ubicadas en la ribera del 
río Madre de Dios, los eventos climáticos no solo son 
perjudiciales en sí mismos, sino también están exa-
cerbados por la sensación de invasión que les produce 
la presencia de las cooperativas mineras, en su río, en 
sus bajíos, justo al lado de donde viven y cultivan sus 
productos.

Sus plantaciones asentadas en lo que ellas llaman los 
“bajíos”, ya sometidas a la incertidumbre del clima, 
tienen que soportar la agresión de las corrientes del 
río que golpean con fuerza sus parcelas, corrientes que 
fueron modificadas arbitrariamente por los mineros o, 
simplemente, las destruyeron para instalar sus dragas 
sin más ni más. Los siguientes testimonios ilustran esta 
acción abusiva e ilegal:

Nosotros no podemos sembrar porque (los mineros) 
lo derrumban. Yo tenía allá en mi chaco, acá arriba, 
tenía cinco hectáreas de plátano y entraron los mi-
neros y todingo lo arruinaron (Grupo focal mujeres, 
Miraf lores).

Es como dice la hermana, por ejemplo, a nosotros nos 
afecta porque ellos por las noches, digamos, se meten 
al lado de los chacos. Y ellos, esas máquinas trabajan 
y por debajo cae y sí o sí se tiene que derrumbar, des-
barrancar eso. Y ahí ya nuestras plantaciones se es-
tán derrumbando y se ha perdido nomás, como dice. 
Imagine usted: ¡cinco hectáreas de platanito! (Grupo 
focal mujeres, Miraflores).
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Estos testimonios relatan cómo las acciones mineras 
destruyen las plantaciones agrícolas para habilitar lu-
gares de explotación, sin considerar el esfuerzo y el 
tiempo que a los pobladores les ha tomado preparar 
el terreno, la siembra y producción de plantines, entre 
ellos los rizomas de guineo, plátano e implementación 
de cacao, cítricos u otras especies forestales, ya que su 
maduración toma más de un año. “Tiempo de trabajo”, 
dicen las mujeres; “esfuerzo y cuidado” que es “barrido”, 
“desbarrancado” por la minería aurífera. Existe un sen-
timiento de gran frustración y rabia, como se relata en 
los siguientes testimonios:

Pero los afectados somos nosotros porque nos están 
quitando el bocado de nuestras bocas, el sustento de 
nuestra familia, el esfuerzo y sacrificio que hacemos 
la familia completa en el trabajo. Entonces, para de-
rrumbar, para fregar, no cuesta, pero para construir, 
para cultivar, cuesta para volver a tenerlo (Grupo fo-
cal mujeres, Miraf lores).

El que trabaja en chaco, pues sabe cuánto cuesta. En 
cambio, el que no trabaja, pues no sabe. Él dice: “voy 
a derrumbar y listo”, pues no le cuesta. En cambio, a 
uno le cuesta, ¿no? Y uno sabe cuánto uno sufre para 
tener eso… Imagínese para verlo ahora así, para que 
ellos vengan de la noche a la mañana y nos lo derrum-
ben y nos quedamos otra vez sin nada (Grupo focal 
mujeres, Miraf lores).

Además de destruir los bosques para abrir paso a las 
explotaciones mineras, también se degrada el bosque 
para alimentar el comercio de la madera. Esta realidad 
se relata en un testimonio que atribuye los problemas 
de la extracción de madera sin control ni limitación a 
este tipo de comercio: “Ya no hay casi árboles. Están me-
tiéndole a la madera, sacan y sin saber que eso nos va a 
afectar a nosotros” (Grupo focal mujeres, Miraflores).

Como puede verse, el extractivismo es un sistema social 
y cultural que incluye subjetividades y relaciones socia-
les predatorias con la naturaleza (básicamente en los 
territorios, sus ecosistemas, sus comunidades) en una 
complejidad de interacciones. Este modelo, a tiempo 
de erosionar la tierra, degradar el agua y contaminar el 
aire, también daña las relaciones humanas y se expresa 
en subjetividades, imaginarios y sistemas de valoración 
particulares (Peredo, 2024).

Así, las mujeres tacanas no solo reconocen la amenaza 
del calentamiento global y sus efectos perjudiciales so-
bre la educación y los medios de vida en sus comunida-
des, sino también son conscientes del fuerte impacto 
que el extractivismo ejerce sobre el territorio amazó-
nico. En su resistencia activa, estas mujeres se oponen 
con firmeza a la desforestación intensa que saquea los 
recursos de su territorio ancestral. Su lucha no solo es 
por la preservación del medio ambiente, sino también 
por la defensa de su cultura, identidad y formas de vida. 

c) La terrible contaminación por mercurio
El tema más recurrente observado en los testimonios 
es la contaminación por mercurio, que tiene efectos te-
rribles en la salud de la población, como vimos en el 
capítulo anterior. Los relatos frente a esa realidad son 
lacerantes. Todos ellos, hombres y mujeres en la comuni-
dad, sienten que el mercurio está en su cuerpo y tienen 
una serie de narrativas sobre sus vidas que expresan esa 
sensación de invasión: la resignación, el miedo, la sen-
sación de impotencia:

El problema de los mineros nos afecta también. 
Ahorita, por ejemplo, ya sabemos que algunos he-
mos sido examinados y hemos salido ya contaminados 
con el mercurio, porque ellos no tienen ese cuidado de 
hacer el trabajo bien minucioso y batear y el mercurio 
coger sin derramar, o sea, en una vasija grande, botar 
su arena, sus concentrados y que, si ellos escapan ese 
mercurio, ese mercurio se queda ahí, no tienen el cui-
dado. En la orilla nomás lo dejan y se van, entonces 
por eso absorbe el pescado, y comemos eso y ya […] 
Hemos hecho sacar 14 (muestras): de los 14 que nos 
hemos hecho sacar, toditos hemos salido positivos (a 
la contaminación) (Entrevista hombre líder de la co-
munidad, Miraf lores).

La preocupación por el mercurio que utilizan los mi-
neros para amalgamar el oro es permanente y la vi-
ven en el cuerpo. Es una realidad muy dolorosa para 
la comunidad:

Esos mineros también nos afectan acá, porque la ma-
yoría de la gente ahora está con mercurio, está enfer-
ma, pues, ¿no?, por consumir el pescado, digamos… 
Entonces, todo eso nos afecta (Entrevista mujer lide-
resa de la comunidad, Miraf lores).
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Han hecho un estudio y aquí en la comunidad ya hay 
hartas enfermas con el mercurio ya en el cuerpo. A 
la vez yo digo, si nos hacen un estudio a todos, todos, 
todingos estamos enfermos porque los que se han he-
cho han salido ya enfermos.

¿Han salido positivos? 
Sí. Porque ellos lo realizan, no sé, el azogue creo que 
utilizan, el mercurio, eso, su trabajo, todo eso, el acei-
te quemado, todo lo desechan al agua. Imagínense, 
¡contaminan el agua, los peces! (Grupo focal mujeres, 
Miraf lores).

Aunque intentan asimilar la afectación como parte de 
su vida, no ocultan que les asusta. Es algo que les in-
quieta y ha causado incluso problemas de salud mental 
en personas de la comunidad, como el caso de un joven 
que al saber que era “positivo”, se puso aún peor y no 
pudo resistir y abandonó la comunidad:

 Una persona joven todavía y ya le salió positivo. Salió 
con cuatro puntos que tenía de mercurio dentro del 
cuerpo. Ahora ya casi cinco. Él dice que ya tiene la 
muerte segura y más para enfermo pues ya. Por lo que 
él ha sabido de ese impacto de lo que le han dado, así 
que ya el chango ése ya está desesperado… Al otro 
día no más él ya se enfermó psicológicamente. Y has-
ta ahorita no puede recuperarse, él se fue, tuvo que 
abandonar aquí la comunidad (Grupo focal mujeres, 
Miraf lores).

Hay quienes también pretenden relativizar el impacto y 
hacerlo más manejable en su vida cotidiana, totalmente 
sujeta a la alimentación que viene del río y la que pro-
ducen en sus orillas:

Nos han explicado (que) los que han salido más con 
alto nivel tienen que bajar, por ejemplo, el volumen de 
comestibles. Y tratar de ya no consumir mucho pesca-
do. Por ejemplo, hay el sábalo, el pacú, todo pescado 
de escama también hay que comerlo frito o asado en 
brasa o bien hecho en charque, pero no el rebozado 
o el sudado que se llama no, porque si lo hacemos en 
frito, no sale con mercurio, si lo hacemos en brasa se 
quema el mercurio, en cambio sí lo hacemos nomás 
así en rebozado o el sudado (otros llaman tapado de 
olla), eso queda ahí nomás (Entrevista hombre líder 
de la comunidad, Miraf lores).

La contaminación por mercurio de actividades mine-
ras auríferas puede generar también efectos adversos 
significativos en la salud reproductiva debido a su to-
xicidad directa sobre el sistema reproductivo, su ca-
pacidad para causar daño genético, su impacto en el 
desarrollo fetal y su capacidad para alterar el equili-
brio hormonal en el cuerpo (Lucotte et al., 2016). Estos 
efectos pueden tener consecuencias graves y duraderas 
para las poblaciones expuestas, afectando su capacidad 
para concebir y tener hijos sanos. En palabras de un 
entrevistado: “Casi la mayoría de toda la comunidad 
les dio la enfermedad en los niños mayormente y los 
ancianos, los bebés han salido contaminados… porque 
la mamá dice consume el pescado” (Grupo focal ado-
lescentes, Miraflores).

Además, se observa una especial vulnerabilidad en las 
mujeres embarazadas, quienes enfrentan riesgos incre-
mentados debido a la contaminación por mercurio. 
Esto se traduce en una mayor incidencia de condi-
ciones adversas. Una de las entrevistadas menciona: 
“Afecta más enfermedades a las que sufren presión las 
mujeres embarazadas, nacimiento prematuro… tiene 
más posibilidad las mujeres de enfermarse” (Grupo 
focal mujeres, Miraflores).

En resumen, la presencia de mercurio en la comuni-
dad ha generado una sensación de resignación y miedo 
entre sus habitantes, quienes sienten que su salud y su 
entorno están siendo invadidos por esta sustancia tó-
xica. Los testimonios recogidos revelan una narrativa 
común de angustia y desesperanza: la contaminación 
no solo afecta físicamente a las personas, sino también 
erosiona su bienestar emocional y mental. La preca-
riedad de las prácticas mineras y la falta de medidas 
adecuadas de manejo del mercurio han exacerbado esta 
situación, afectando de manera desproporcionada a 
grupos vulnerables, como mujeres embarazadas, niños 
y ancianos. La comunidad se enfrenta a un desafío mo-
numental: ¿cómo convivir con un contaminante que 
permea todos los aspectos de su vida, desde la alimen-
tación hasta la salud reproductiva? Estos testimonios 
evidencian la urgente necesidad de intervenciones que 
mitiguen la exposición al mercurio y protejan la salud 
de las generaciones presentes y futuras.
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5.2 LA EXPERIENCIA DE LAS 
MUJERES ESSE EJJA
En la localidad de Portachuelo Bajo, perteneciente al 
municipio de Puerto Gonzalo Moreno del departamen-
to de Pando, residen las comunidades indígenas esse 
ejja. Estas comunidades experimentan un nivel de po-
breza extrema, que se ve exacerbado por la variabilidad 
de las condiciones climáticas. La precariedad en la que 
viven los esse ejja evidencia una interacción compleja 
entre factores socioeconómicos y ambientales, lo que 
agudiza su vulnerabilidad ante la crisis ambiental y los 
cambios climáticos.

Los esse ejja son grupos itinerantes que se desplazan y 
no han logrado garantizar la seguridad de sus territo-
rios (Paredes, I. y Navia, R., 2024). Para sobrevivir, sus 
comunidades se dedican primordialmente a la agricul-
tura, complementando su subsistencia con la recolec-
ción de productos forestales no maderables, la caza y 
la pesca, actividades mayoritariamente orientadas al 
autoconsumo. La comercialización de estos productos 
es limitada y se concentra en los mercados locales cer-
canos a Riberalta. Específicamente, entre noviembre 
y marzo, se enfocan en la recolección de castaña, cuya 
venta se realiza a través de intermediarios que fre-
cuentemente imponen precios desventajosos. Además, 
enfrentan retos significativos para acceder a mercados 
más amplios y competitivos, como lo evidencia el si-
guiente testimonio:

Una gran parte de su producción es para la autosubsis-
tencia, pues tampoco logran trasladar sus productos a 
las ciudades para la venta. Muchas veces sólo se van a 
parar a la carretera a la espera de que algún transporte 
tenga personas que les compren (Entrevista Heidy Teco, 
CIPCA, Riberalta).

Las mujeres de la comunidad, por su parte, se han dedi-
cado desde hace algunos años a hacer artesanías como 
abanicos y esteras, con el apoyo de algunas instituciones 
como ONU Mujeres y CIPCA, para venderlas y comple-
mentar sus ingresos, aunque modestos. Esa actividad les 
permite volver al bosque a buscar semillas que utilizan 
como base para sus artesanías. Gestionar el bosque es 
también gestionarse a sí mismas. En su caso es caminar 
hacia adentro para encontrar algo que les interese o que 
sea parte de su trabajo productivo, porque son pueblos 
que vienen de la tradición nómada y asientan sus cono-
cimientos en la memoria de los mayores.

Estos trabajos les dan unos pocos recursos para apoyar 
el presupuesto familiar, no necesariamente para su auto-
nomía. Según el dirigente de la Organización Territorial 
de Base (OTB) Portachuelo, los mayores ingresos de la 
comunidad provienen de las actividades agrícolas y de 
su participación en la zafra de la castaña, que es una ac-
tividad en todo el departamento que absorbe la mano 
de obra de familias enteras.

Cuando no participan de la zafra de la castaña y la siem-
bra de otros productos, las mujeres están más dedicadas 
al cuidado de los menores y mayores de la familia, de la 
casa, de la preparación de los alimentos, de la crianza 
de los animales de granja y de la recolección de semillas 
para sus artesanías a las que dedican tiempo.

Debido a las precarias condiciones de vida, estas comu-
nidades se enfrentan a situaciones de extrema pobreza 
que amenaza su seguridad alimentaria y su salud. Esta 
realidad se refleja en las narrativas de un grupo focal de 
mujeres de Portachuelo, quienes mencionaron la falta de 
alimentos básicos: "porque no tienen nada ni qué comer"; 
y la inactividad laboral: "porque algunos no trabajan y 
algunos no tienen víveres". Esta insuficiencia alimenta-
ria implica que no se satisfacen las necesidades calóricas 
mínimas, resultando en bajos niveles de energía para el 
trabajo.

Mediante la observación, se ha constatado que las mu-
jeres de la comunidad presentan una estatura compara-
ble a la de una niña promedio de 10 años, con cuerpos 
delgados, lo que denota altos niveles de desnutrición y 
condiciones de salud precarias.

Cuando buscamos su criterio sobre lo que más les ha 
afectado en este último año, invariablemente la respues-
ta es la sequía, los incendios, el calor y cómo esto afecta 
a sus medios de vida:

Ah, es tiempo de sequía, harto hemos sembrado plan-
tines y se ha secado. Desde junio, se han secado… No 
vamos a tener nada de producto, no va haber para 
el alimento.

¿Y qué están pensando hacer al respecto?
Plantar nuevamente.

¿El principal ingreso es lo que plantan?
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Sí, pero a veces no hay venta. La sequía más peor fue. 
Cada vez peor… La sequía es lo que más nos afecta 
(Grupo focal mujeres, Portachuelo).

Al igual que las comunidades tacana, las poblaciones 
esse ejja confrontan adversidades climáticas tales como 
sequías e incendios, eventos concurrentes que frecuen-
temente resultan en la pérdida total de sus produc-
ciones agrícolas. Esta situación agrava el deterioro de 
sus medios de subsistencia, como se evidencia en el 
siguiente testimonio:

Mucho ha afectado aquí en la comunidad este mes 
que ha pasado en octubre. Fue un incendio que las 
compañeras, compañeros sembraron su producto, se 
les han secado, se le han secado a la señora. Igual que 
están trabajando en Red Amazonía, se les secaron las 
plantas y no hubo mucha lluvia en esos tiempos, en 
ese mes que pasó ya recién está volviendo la lluvia este 
mes. Hubo un incendio que todo se quemó (Entrevista 
dirigente OTB, Portachuelo).

Las precarias condiciones de vida también están lle-
vando a muchos residentes a abandonar la comunidad. 
De hecho, se observa un patrón migratorio en períodos 
entre las cosechas, caracterizado principalmente por la 
búsqueda de zonas con mejores rendimientos en la re-
colección de castaña. Un testimonio de una profesional 
de CIPCA en Riberalta ilustra esta situación:

Portachuelo ya quedaba pequeño para las familias y 
los castañales también, en un mes ya no había almen-
dra, con tanta gente. Entonces ellos empezaron a bus-
car otros espacios... De conseguir para organizarse y de 
buscar otro lugar, otra tierra, entonces ellos accedie-
ron a otros lugares con castaña (Entrevista Heidy Teco, 
CIPCA, Riberalta).

Por temporadas cortas también se dan movimientos mi-
gratorios de las áreas rurales hacia las urbanas, en busca 
de empleos ocasionales y transitorios, que a veces in-
cluyen la mendicidad. Su dirigente dice que una de sus 
misiones es evitar que se vacíe la comunidad: “Estamos 
con 496 (habitantes). Así es esa cantidad de habitantes, 
aquí nomás en Bajo (Portachuelo). Por eso tengo una ta-
rea de cuidar a mi gente, es muy grande, se van, se van” 
(Entrevista dirigente OTB, Portachuelo).

Así, las comunidades esse ejja se enfrentan a muchos 
retos con oportunidades económicas limitadas, con-
diciones de vida precarias y variabilidad climática, 
todo lo cual aumenta su vulnerabilidad, empujando 
a muchos miembros de la comunidad a la pobreza ex-
trema. En respuesta a estos retos, muchos optan por 
abandonar la comunidad, amenazando la superviven-
cia de un pueblo indígena, sus tradiciones, su cultura 
y su lengua.

5.3 LA EXPERIENCIA DE LAS 
MUJERES CHIQUITANAS
En las secciones anteriores se analizaron las percep-
ciones y preocupaciones de las mujeres indígenas de la 
Amazonía. A continuación, se aborda la situación en 
la Chiquitanía, una zona significativamente más afec-
tada por la deforestación y los incendios. Los testimo-
nios ilustran cómo la deforestación, impulsada en gran 
medida por grandes empresas y prácticas agrícolas ex-
pansivas, agrava la crisis ecológica y afecta significati-
vamente los medios de vida de las comunidades locales, 
en especial de las mujeres.

En los últimos años, la Chiquitanía ha experimenta-
do un desarrollo agrícola y ganadero intensivo, así 
como incendios y deforestación mucho más severos. 
Las comunidades visitadas pertenecen a los Territorios 
Indígenas Originarios Campesinos (TIOC) de Monte 
Verde, Turubo Este y la organización de mujeres de San 
Ignacio de Velasco. Todas ellas comparten un hábitat 
común: el bosque seco chiquitano, conocido por su bio-
diversidad, pero también por su gran vulnerabilidad de-
bido a la colonización sin planificación, la minería, la 
construcción de carreteras y la expansión agropecuaria. 
Entre las amenazas más significativas que han dañado 
este ecosistema se encuentra la explotación comercial 
de sus riquezas maderables.

La deforestación emerge como una causa principal de 
las variaciones climáticas, especialmente en la forma 
de sequías y calor extremo, pero también causada por 
los incendios. Las participantes del estudio destacaron 
cómo la eliminación masiva de árboles ha alterado el 
microclima local, intensificando el calor y reduciendo 
la humedad necesaria para las lluvias. Este fenómeno es 
bien documentado en la literatura científica; por ejem-
plo, Lawrence y Vandecar (2015) señalan que la defores-
tación en los trópicos puede reducir las precipitaciones 
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locales y aumentar las temperaturas, exacerbando las 
condiciones de sequía. Los testimonios lo ratifican:

De lo mucho desmonte que hay ahora en día, mu-
cho desmonte y mucha deforestación y es por 
eso que hay mucho calor (Grupo focal mujeres, 
Ipias-Chiquitanía).

Nos afecta pues con el tema de la sequía, con el tema 
de las plagas, ahora nuestra producción ya no se da 
los frutos como antes… (Grupo focal mujeres, San 
Ignacio de Velasco-Chiquitanía).

Los testimonios también resaltan cómo la deforestación 
perpetrada por grandes empresarios y asentamientos 
de menonitas (ver el capítulo 2) tiene repercusiones di-
rectas en la producción agrícola y en la disponibilidad 
de recursos naturales. La mecanización y la escala de 
estas operaciones contrastan fuertemente con las prác-
ticas sostenibles y de menor escala de las comunidades 
indígenas.

Estas comunidades, que tradicionalmente practican 
una agricultura de subsistencia, se ven despojadas de 
sus medios de vida y enfrentan mayores dificultades 
económicas debido a la pérdida de tierras fértiles y a la 
disminución de la productividad agrícola.

Los menonitas y también los empresarios que ven-
den el pollo, todos esos empresarios son los que ahora 
meten máquina y hacen grandes desmontes. Los me-
nonitas tienen su maquinaria, los empresarios tam-
bién (Entrevista mujer lideresa de la comunidad, Los 
Amigos-Chiquitanía).

La deforestación afecta gravemente la producción agrí-
cola. Las mujeres del grupo focal en San Ignacio de 
Velasco comentan: "Estamos rodeados de grandes ex-
tensiones de desmontes... Nuestra producción, el cha-
quito que nosotros teníamos de una de media hectárea, 
ya no se da los frutos como antes". Este testimonio re-
salta cómo la deforestación y la expansión agrícola a 
gran escala han reducido la productividad de los cul-
tivos tradicionales, afectando la seguridad alimentaria 
de las comunidades.

Existe una percepción de injusticia y desigualdad en la 
manera en que se lleva a cabo la deforestación. Las mu-
jeres de San Ignacio de Velasco destacan: "Lo máximo 

que puede hacer un indígena es una hectárea, dos hec-
táreas... Los empresarios vienen de 20 para arriba y para 
lo peor no dejan cordones, arrasan con todo". Este testi-
monio refleja la impotencia de las comunidades locales 
frente a las grandes empresas que no respetan las prác-
ticas comunitarias sostenibles y afectan negativamente 
el medio ambiente.

La deforestación no solo agrava los efectos del cambio 
climático, sino también tiene repercusiones socioeco-
nómicas. Las mujeres de San Javier señalan: "Dentro del 
territorio se está deforestando mucho en el tema de 
madera..., desde ahí la sequía empieza a perderse bas-
tante los ojos de agua, se seca y pues viene la sequía, la 
helada, eso es lamentable". Este testimonio evidencia 
cómo la pérdida de cobertura forestal afecta los recursos 
hídricos y la producción agrícola, llevando a una mayor 
vulnerabilidad socioeconómica.

Uno de los testimonios más impactantes refleja cómo 
la sequía afecta la producción agrícola:

Nuestro cultivo, fracasamos con nuestro cultivo, eso 
nos ha afectado mucho la seca… Sembramos, se da 
chiquitito, se seca, ahora ya hay pocas lluvias, pero 
todo por el cambio, por la extensión agrícola que te-
nemos alrededor de nuestra comunidad (Grupo focal 
mujeres, San Ignacio de Velasco-Chiquitanía).

Los testimonios proporcionan una visión detallada de 
las múltiples dimensiones del impacto de la deforesta-
ción en la Chiquitanía. Las mujeres entrevistadas sub-
rayan la correlación entre la deforestación y el cambio 
climático, la disminución de la productividad agrícola 
y la percepción de injusticia frente a las prácticas de 
grandes empresas.

Adicionalmente, en la comunidad chiquitana de San 
Ignacio de Velasco, las mujeres dijeron estar muy pre-
ocupadas por la gestión de los residuos. La comunidad 
se ve obligada a coexistir con una cantidad excesiva de 
residuos, lo que genera un entorno precario y poco sa-
ludable. El sistema de recogida de basuras no funcio-
na, y la gente se limita a tirar los cubos a un lado de 
la carretera. Las mujeres dicen estar preocupadas por 
los olores que esto genera, pero también por la posible 
contaminación que puede causar, en particular la con-
taminación de sus fuentes de agua.
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Es linda el agua de esa llota, pero aun así nosotros 
tenemos esa preocupación con ese tema de la basura, 
porque no sabemos que eso también derrama unos 
jugos bajo la tierra y no sabemos si las envenenan. 
Entonces, ese es el miedo todavía que nosotros tene-
mos como comunidad… Es una preocupación como 
comunario saber que de allá puede estar bajando tal 
vez a las venas de agua principales y pueda bajar tam-
bién a nuestra agua (Grupo focal mujeres, San Ignacio 
de Velasco-Chiquitanía).

Las mujeres de la Chiquitanía describen también los im-
pactos de los incendios en sus vidas, señalando que los 
incendios suelen provenir de fuera de sus comunidades. 
Un testimonio afirma: "Nosotros acá no lo provocamos 
el fuego, sino viene de otro lado". Esta percepción indica 
una fuerte creencia en la responsabilidad externa por los 
incendios, lo que genera un sentimiento de impotencia 
y frustración. Generalmente, cuando una familia tiene 
que chaquear se informa a la comunidad para que to-
dos ayuden, prestando atención especial al sentido de 
los vientos, como se relata en el siguiente testimonio:

Entonces cada año se chaqueaba pero no en gran can-
tidad como hacen los propietarios, entonces es por eso 
que cuando se dice va a haber viento o va a haber sol, 
el chaqueo ya está listo para quemar, entonces eso se 
avisa la comunidad o a los vecinos decir voy a quemar 
mi chaqueo, entonces se le ayuda a poder quemar para 
que no pueda pasar más allá el fuego (Grupo focal de 
mujeres, San Javier-Chiquitanía).

El testimonio resalta la importancia de las prácticas 
tradicionales de manejo del fuego en la Chiquitanía y 
cómo estas prácticas se diferencian de las de los grandes 
propietarios de tierras. La gestión cuidadosa y la coordi-
nación comunitaria son claves para realizar el chaqueo 
de manera sostenible, reduciendo el riesgo de incendios 
descontrolados y protegiendo el medio ambiente. La 
comunidad muestra una comprensión profunda de las 
condiciones necesarias para llevar a cabo estas prácti-
cas de manera segura, lo que subraya su conocimiento 
tradicional y su capacidad para manejar los recursos 
naturales de manera responsable.

Las participantes destacan que la severidad de los incen-
dios se ha incrementado notablemente en los últimos 
años. Una mujer menciona: "la verdad que se podría 
decir multiplicado, ya no podemos decir ni duplicado 

ni triplicado, se ha multiplicado bastante con el tema 
de los incendios y las sequías". Este aumento en la fre-
cuencia e intensidad de los incendios refleja una crisis 
ambiental en expansión, con impactos devastadores en 
el clima, la biodiversidad y la vida de las comunidades 
locales. La percepción de que los incendios ya no son 
eventos aislados, sino recurrentes y cada vez más in-
tensos, subraya la necesidad de una respuesta urgente y 
coordinada para mitigar sus efectos.

Los incendios arrasan con los cultivos, lo que tiene un 
impacto devastador en la seguridad alimentaria y los 
medios de subsistencia. Las mujeres mencionan: "cuan-
do el incendio entra a los predios de los chacos, ahí te-
nemos yuca, tenemos plátano, caña. Entonces pues eso 
viene directamente a quemar todo lo que hay". La pér-
dida de cultivos como el plátano y la caña representa 
una pérdida económica significativa y una amenaza a 
la autosuficiencia alimentaria.

Los incendios contribuyen a la degradación del suelo 
y la pérdida de biodiversidad. Un testimonio destaca: 
"sabemos que la degradación del suelo cada vez está afec-
tando y justamente eso es lo que provoca lo que hay las 
inundaciones en algunos lados". La deforestación y los 
incendios reducen la capacidad del suelo para retener 
agua, agravando las sequías y las inundaciones.

Los incendios destruyen no solo cultivos, sino también 
hábitats de flora y fauna. Un testimonio señala: "los mi-
croorganismos, micro y macroorganismos que son or-
ganismos vivos ahí en la tierra... eso es lo que pierde y 
debilita la planta al no poder crecer bien con sus condi-
ciones". La pérdida de biodiversidad afecta la resiliencia 
de los ecosistemas y la capacidad de las comunidades 
para adaptarse a los cambios ambientales. Además, la 
pérdida de cobertura forestal afecta la regulación del 
clima local y global, exacerbando los efectos del cam-
bio climático.

En suma, la Chiquitanía enfrenta una crisis ecológi-
ca y socioeconómica significativa debido a la intensi-
ficación de la deforestación y los incendios forestales. 
Los testimonios de las mujeres indígenas proporcionan 
una visión detallada de los múltiples impactos que estas 
prácticas han tenido en sus vidas, desde la pérdida de 
cultivos esenciales hasta la degradación del suelo y la 
biodiversidad. La deforestación, impulsada en gran me-
dida por las actividades de grandes empresas y colonos 
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menonitas, ha alterado el microclima local, aumentan-
do las temperaturas y reduciendo la humedad necesaria 
para las lluvias, lo que exacerba las condiciones de se-
quía y calor extremo. Además, la percepción de injus-
ticia y desigualdad es palpable, ya que las prácticas de 
desmonte a gran escala contrastan fuertemente con las 
prácticas sostenibles de las comunidades indígenas. La 
falta de regulación y control sobre estas actividades ha 
llevado a una vulnerabilidad socioeconómica crecien-
te, afectando la seguridad alimentaria y la salud de las 
comunidades locales.

5.4 IMPACTOS EN LA SALUD
Si bien cada comunidad es particular y los impactos de 
la crisis climática son específicos a cada una de ellas, 
existen elementos comunes que se repiten en las tres co-
munidades que estudiamos en este Informe. El cambio 
climático está afectando muchos aspectos de su vida, 
además de los cambios relacionados con la producción. 
Quizás los impactos más evidentes, como vimos, son los 
que deterioran su salud.

Entre los testimonios recogidos en las tres comunidades, 
se mencionó varias veces la aparición de enfermedades 
respiratorias debidas al aumento de la frecuencia y la 
fuerza de los incendios:

Con la contaminación del humo no se puede respi-
rar y la quemazón aquí en la comunidad afecta en las 
noches también para respirar y la calentura (Grupo 
focal adolescentes, Miraf lores).

A ver, hay otra cosa también que nos afecta, los in-
cendios, la ceniza que nos deja el fuego, lo poco que 
queda después, el viento se los lleva, llega a las aguas, 
contamina las aguas y esa vez uno se baña ahí, tan 
contaminado, o llega a los pozos de donde sacamos 
agua, y eso tomamos, y nos da diarrea, vómito. Afecta 
a los niños más que todo (Grupo focal de mujeres, San 
Ignacio de Velasco).

Estos testimonios destacan un aspecto crítico de los in-
cendios forestales, que a menudo se pasa por alto: la con-
taminación secundaria de recursos hídricos esenciales. 
La dispersión de cenizas y otros contaminantes por el 
viento no solo afecta la calidad del aire, sino también 
tiene un impacto profundo y directo en el agua potable. 
Este fenómeno incrementa la carga de enfermedades 

en la comunidad, especialmente entre los grupos más 
vulnerables como los niños. La falta de infraestructura 
adecuada para la purificación del agua exacerba estos 
problemas, creando un ciclo de vulnerabilidad y en-
fermedad que es difícil de romper sin intervenciones 
significativas.

Las entrevistas también sugieren una percepción clara 
de la conexión entre el incremento de la temperatu-
ra y la emergencia de enfermedades tropicales como 
el dengue, la chikunguña y la fiebre tifoidea. Estas 
enfermedades son propagadas por vectores como los 
mosquitos, cuyas poblaciones aumentan con las altas 
temperaturas y la acumulación de agua de lluvia, evi-
denciando un vínculo directo entre los cambios am-
bientales y los riesgos para la salud.

Por este tiempo se está viendo el dengue, chikunguña, 
la tifoidea. La gente se da cuenta que estos cambios, 
digamos, pueden ser por la alta temperatura, por el 
sol. La causa, también, digamos, a lo que son las llu-
vias, a causa de eso hay los criaderos de mosquitos 
(Entrevista mujer, Porvenir).

La vulnerabilidad al cambio climático varía según los 
distintos grupos de población. Niños y ancianos son 
particularmente susceptibles a las condiciones adversas. 
En palabras de los entrevistados:

Sí han traído enfermedades, por ejemplo, de una que 
le salían granos a unos en el cuerpo y también que 
le salían viruela a los niños y la fiebre (Grupo focal 
adolescentes, Miraf lores).

Casi a la mayoría de toda la comunidad les dio la en-
fermedad, en los niños mayormente y los ancianos 
(Grupo focal adolescentes, Miraf lores).

Ya en este cambio climático que hemos tenido de salud, 
han aparecido muchas ocasiones a los niños, a los niños 
que salió primero la tos de ahogo, vino esa enfermedad, 
de ahí vino la gripe. Vino contra los niños y los adul-
tos mayores de edad… Ahora que tenemos está con la 
diarrea a los niños, ¿no? (Dirigente OTB, Portachuelo).

Estos testimonios reflejan distintos tipos de enferme-
dades, desde cutáneas y respiratorias hasta diarrea. Así, 
a las precarias condiciones de vida se suman los efec-
tos adversos del cambio climático, lo que produce una 
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menor capacidad de adaptación y resistencia a enfer-
medades, poniéndolos en situaciones de alto riesgo que 
pueden tener efectos a lo largo de su vida. Los testimo-
nios sobre las enfermedades en los niños y niñas resaltan 
la necesidad de medidas específicas de protección y asis-
tencia; sin embargo, son muy escasos los recursos con 
los que cuentan. Los servicios de salud son muy limita-
dos, las postas de salud no están equipadas ni cuentan 
con medicamentos para el tratamiento de enfermedades 
comunes, ni otras dolencias (UNFPA-UNICEF, 2013).

Ante la ausencia de servicios de salud, las comunidades 
visitadas acuden a medicinas naturales ancestrales. Sin 
embargo, también resalta una preocupación creciente 
por la pérdida de estas plantas medicinales debido a 
cambios ambientales, incendios y otros factores, lo que 
pone en riesgo la continuidad de estas prácticas. El si-
guiente testimonio describe esta problemática:

Gracias a Dios, las comunidades tienen esos conoci-
mientos ancestrales de medicinas naturales donde los 
comunarios con estas medicinas justamente se han 
cuidado mucho, al menos para el COVID se han no-
tado bastante cómo ellos se han cuidado con estos 
medicamentos naturales. Que esto viene también la 
preocupación de que ya hasta esas mismas plantitas 
ya no están naciendo. Entonces, por eso es preocu-
pante (Grupo focal mujeres, San Ignacio de Velasco)

El testimonio resalta la importancia de los conocimien-
tos ancestrales en la medicina natural como una fuente 
crucial de cuidado y prevención de enfermedades en las 
comunidades indígenas. El uso de plantas medicinales 
y remedios naturales no solo es un componente de la 
salud física, sino también está profundamente entrela-
zado con la identidad cultural y la transmisión de cono-
cimientos intergeneracionales. Estudios han mostrado 
que las prácticas de medicina tradicional fortalecen el 
tejido social y cultural de las comunidades, promovien-
do un sentido de identidad y continuidad (Foster, 2014).

La preocupación expresada en el testimonio sobre la 
desaparición de las plantas medicinales subraya un pro-
blema crítico. La pérdida de biodiversidad y los cambios 
en el uso del suelo, impulsados por la deforestación, 
el cambio climático y otras actividades humanas, es-
tán afectando la disponibilidad de estas plantas cru-
ciales. Esta situación no solo amenaza la salud física 
de las comunidades que dependen de estos recursos, 

sino también su resiliencia cultural y capacidad de au-
todeterminación. La pérdida de estas especies pone en 
riesgo la transmisión de conocimientos ancestrales y 
prácticas de salud que han sido fundamentales para la 
supervivencia y el bienestar de las comunidades indíge-
nas. Con el poco acceso que tienen al sistema de salud 
convencional, esto los pone en una situación de altísima 
vulnerabilidad.

5.5 ACUMULACIÓN POR DESPOJO,  
CONFLICTOS Y RESPUESTAS COMUNITARIAS
Los impactos en la salud no son el único problema que 
aqueja a las comunidades indígenas. Las dinámicas de 
desposesión territorial --tanto material como subjeti-
va-- inciden profundamente en estas poblaciones. A 
continuación, se presenta un análisis al respecto.

a) Despojo territorial y conflictos
La noción de desposesión o acumulación por despojo 
puede definirse como un proceso de acumulación de 
capital estrechamente vinculado a la explotación de la 
mano de obra. Los recursos naturales y otros elementos 
de la naturaleza ofrecen la posibilidad de aumentar el 
excedente de producción, transformando el libre acceso 
y control de los lugares ricos en recursos en una forma 
de apropiación paralela (Harvey, 2005). El concepto de 
“acumulación por despojo” es clave para entender cómo 
la crisis ecológica puede ser el resultado de una civili-
zación mercantilista que despoja a los territorios tanto 
material como subjetivamente, devastando los medios 
de vida y los horizontes colectivos de las comunidades 
(Peredo, 2024; Harvey, 2005).

En este contexto, las comunidades experimentan sen-
timientos de temor, rabia e indefensión, exacerbados 
por las vulnerabilidades que esta práctica impone. Las 
interacciones entre la crisis climática y las dinámicas de 
despojo revelan un patrón de avasallamiento y violencia, 
como lo relata un testimonio:

Y ahí en esa parte había oro y lo derrumbaron to-
dingo mi chaco.

¿Y no le han pedido permiso?
No, no piden (otra voz). Cuerudos son, se enojan. 
Entran sin consultar a nadie. Porque ellos tienen per-
miso del Gobierno, están con concesión, dice. Así que 
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ellos pueden entrar donde ellos quieran (Grupo focal 
de mujeres, Miraf lores).

Esta narrativa se repite, como lo indica otro testimonio 
del mismo grupo:

Ellos dicen que el Estado, a nivel del Estado, dice 
que ellos tienen concesiones en Miraf lores, Santa 
Teresa, Trinidacito, ya están todos por concesión, 
dice. Total, ellos se meten, no nos toman en cuenta a 
nosotros como comunarios (Grupo focal de mujeres, 
Miraf lores).

Estas voces evidencian la imposición y el carácter inva-
sivo de las prácticas extractivas, reflejando el maltrato y 
las prácticas de despojo que enfrentan las comunidades.

Las lógicas de despojo y ausencia de consulta se apoyan 
en las lógicas de subordinación y falta de valoración de 
las mujeres y sus comunidades, del trabajo de colabo-
ración con la naturaleza, del cuidado del bosque y de 
la vida. En un sentido muy profundo, se advierte una 
presión que desestructura el tejido social y la ecología 
en la que habitan.

En el escenario de conflicto ecoterritorial en Bolivia, se 
manifiesta una aguda tensión entre las prácticas de con-
servación y gestión sostenible de los recursos y la cultura 
comunitaria frente a las dinámicas de extracción aurífera. 
Estas últimas, aunque a menudo recurran a tecnologías 
arcaicas, simbolizan una especie de invasión representada 
por la minería ilegal en ríos como el Madre de Dios, Beni, 
Orthon y Tahuamanu. Además, la interacción entre las 
comunidades indígenas locales y actores externos, inclu-
yendo empresas internacionales, introduce complejida-
des en las percepciones sobre la naturaleza, el Estado y 
la riqueza, exacerbando el conflicto.

Los testimonios de la comunidad indígena de Miraflores 
reflejan la resistencia y la crítica a estas prácticas: “La 
comunidad ha dicho que no se trabaja en esta activi-
dad, o sea, que la gente de la comunidad no lo hace por 
un acuerdo” (Grupo focal de mujeres, Miraflores). Este 
testimonio revela un rechazo colectivo a la minería, fun-
damentado en un consenso comunitario que prioriza la 
preservación de su entorno y modo de vida.

Las mujeres de Miraflores expresan también una per-
cepción de explotación y marginalización, evidenciando 

una clara discrepancia entre el valor generado por los 
recursos naturales y los beneficios que las comunidades 
locales obtienen de estos:

Para transportar a otros países, es valioso para ellos y 
para nosotros que somos dueños, somos país esclavo, 
somos cuidantes, cuidamos y otro viene de la nada y 
se nos lleva todo lo que tenemos (Grupo focal muje-
res, Miraf lores).

Vienen y nos lo saquean otras personas nomás, pueh. 
Y nosotros los indígenas, ¿de qué nos beneficiamos? 
¡De nada! (Grupo focal mujeres, Miraf lores).

b) Respuestas comunitarias y adaptación
Ante el avasallamiento y el despojo de sus territorios, 
el clamor por soluciones concretas se resume en una 
exigencia: “Que suspenda el Gobierno, los lleve a otro 
lado, les de otro trabajo, ¿no? Que se acabe, porque acá 
ya no queremos, nosotros queremos trabajar otra vez, 
volver a trabajar en nuestras tierras” (Grupo focal mu-
jeres, Miraflores). Esto refleja el deseo de las comunida-
des de recuperar el control de sus territorios y recursos, 
demandando un cambio en las políticas gubernamen-
tales para poner fin a la invasión minera y restaurar sus 
medios de vida tradicionales.

Existe una conciencia creciente sobre los peligros asocia-
dos con las actividades extractivas. Los líderes comuni-
tarios ese ejja de Portachuelo no solo están informados 
sobre las acciones de las autoridades, sino también par-
ticipan activamente en las decisiones y estrategias de 
sus organizaciones indígenas matrices para confrontar 
estos desafíos. Un dirigente relató las acciones concretas 
que han tomado, como reuniones con la alcaldesa para 
solicitar el cese de las actividades mineras:

De nosotros, pensábamos los dirigentes de aquí tuvi-
mos una reunión con la alcaldesa sobre minería para 
que paren eso y si no hacían caso íbamos a denunciar, 
así como denunciaron y ya en el río Madre de Dios 
denunciaron, tumbaron las balsas y aun así siguen, 
siguen la gente y por eso estamos esperando un re-
sultado de la alcaldesa (Entrevista dirigente Manuel 
Santa Cruz, Portachuelo).

Este testimonio ilustra las iniciativas legales y las nego-
ciaciones emprendidas por los dirigentes para comba-
tir la persistencia de la minería ilegal. Ellos ven como 
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un claro precedente las acciones legales anteriores que 
resultaron en la destrucción de balsas mineras en el río 
Madre de Dios.

Al mismo tiempo, tanto entre los hombres como en 
las mujeres de la comunidad, hay un deseo de “que se 
vayan los mineros”, que no sean más protegidos por el 
Gobierno. Que no vuelvan. Estas expresiones plantean 
en cierto modo una agenda de acción ante el extracti-
vismo, que demandan en primer lugar un interlocutor 
estatal.

En las conversaciones con las comunidades de la 
Chiquitanía surgió un sentimiento similar, que se ex-
presa en el siguiente testimonio:

Una de las grandes preocupaciones, ahora digamos, 
de dónde viene, con qué autorización, digamos, no, 
cómo nos oponemos nosotros, en este caso nosotros, 
si estamos, digamos, listos para atender esa necesi-
dad, para contrarrestar, digamos, no a estas grandes 
empresas también que vienen, ellos se benefician y 
nos dejan un problema (Grupo focal mujeres, San 
Javier-Chiquitanía).

Los testimonios subrayan la importancia de la acción 
colectiva y el liderazgo local en la lucha contra la mine-
ría ilegal y sus consecuencias ambientales. El papel de 
los dirigentes comunitarios es fundamental en la sensi-
bilización, movilización y búsqueda de soluciones a los 
problemas socioambientales causados por el extractivis-
mo. Además, estas narrativas evidencian la complejidad 
de la lucha contra la minería ilegal, donde las acciones 
a nivel local deben complementarse con respuestas y 
apoyo a nivel gubernamental y de la sociedad civil para 
ser efectivas.

Todos los testimonios no solo ilustran la realidad vivi-
da por las comunidades afectadas por la minería ilegal 
y por la deforestación de grandes terratenientes, sino 
también resaltan la necesidad de una gestión territo-
rial y ambiental que sea inclusiva, equitativa y soste-
nible. La coexistencia de prácticas extractivas con la 
gestión sostenible del territorio requiere un enfoque 
holístico que aborde tanto las necesidades económicas 
como las ambientales y culturales, garantizando que 
las comunidades locales sean participantes activas en 
la toma de decisiones que afectan sus tierras y medios 
de vida.

5.6 CUIDADOS Y SOSTENIBILIDAD DE LA 
VIDA ANTE EL CAMBIO CLIMÁTICO
A medida que la crisis climática se profundiza, los roles 
de género preexistentes se ven reforzados, y las muje-
res, en particular, asumen una carga desproporcionada 
en términos de responsabilidades de cuidado y adap-
tación. En muchas sociedades, el trabajo reproductivo, 
el cuidado de la niñez, de personas mayores y personas 
discapacitadas, y el trabajo doméstico, recaen predomi-
nantemente en las mujeres (OIT, 2019; Oxfam, 2019). 
Cuando ocurren desastres naturales o eventos climáti-
cos extremos, como sequías, estas responsabilidades au-
mentan significativamente. Las mujeres se enfrentan a la 
tarea adicional de garantizar la seguridad y el bienestar 
de sus familias en medio de condiciones ambientales 
cada vez más adversas. Esto puede implicar la búsqueda 
de agua potable, alimentos y refugio, así como el cuida-
do de los enfermos, ancianos y niños. Todo ello, mien-
tras lidian con recursos menguantes y entornos volátiles.

Las investigaciones muestran que las mujeres indígenas 
de las comunidades rurales se enfrentan a una desven-
taja adicional: la asignación de roles de género en las 
zonas rurales tiende a ser más rígida que en las zonas 
urbanas y sus funciones y responsabilidades también 
siguen aumentando (FAO, 2024). De hecho, en las co-
munidades indígenas “la familia” como la unidad prin-
cipal, la unidad de decisión comunitaria, producción, 
colaboración y gobernanza de su propia comunidad, 
es muy importante. Pero, al mismo tiempo, encubre o 
da marco a una realidad cotidiana de desigualdades y 
sobrecarga en el trabajo productivo y en el trabajo de 
cuidados que recae mayormente en las mujeres.

Por ejemplo, en el pueblo tacana, la mujer indígena ha 
asumido históricamente los siguientes roles:

Cuida y se encarga de la alimentación de sus niños/
as, atiende posibles enfermedades y/o accidentes de sus 
hijos e hijas, apoya en la educación, trabaja junto al es-
poso en la siembra y la cosecha de productos, incluso 
en la comercialización de productos en el mercado lo-
cal, sin embargo, ese su aporte a la economía familiar 
no es reconocido, ni remunerado por el propio sistema 
(CIPOAP, CIMAP / UNFPA-UNICEF, 2013 p.25).

En las comunidades esse ejja, las mujeres son relegadas 
al espacio doméstico, sin participación en las decisiones 
comunales, las mismas que se gestan desde la mirada 



114 A FUEGO Y MERCURIO. CRISIS ECOLÓGICA Y DESIGUALDADES EN BOLIVIA

masculina. Las indígenas esse ejja son más tímidas, con 
muy poco dominio del español, lo que complejiza la 
posibilidad y visibilidad de su aporte.

En las comunidades indígenas visitadas, se ha obser-
vado que el machismo y la división sexual del trabajo 
se mantienen profundamente arraigados. La narrativa 
colectiva, reflejada en los testimonios recogidos, ilustra 
cómo estas normas culturales influyen en las dinámicas 
cotidianas y cómo interactúan con los impactos de la 
crisis climática.

a) Pobreza de tiempo, patriarcado y machismo
El concepto de “pobreza de tiempo” (Durán, 2006) nos 
ayuda a entender que el tiempo que se requiere para las 
tareas de la reproducción y el cuidado de las personas 
dependientes está distribuido de manera desigual y es 
desvalorizado por género, pues cuando esas tareas las 
realiza una mujer se “asume” que son propias de su iden-
tidad sexual. Cuando hablamos de los cuidados en los 
contextos rurales, tenemos que incluir necesariamente 
los conceptos de relación con la naturaleza, cuidados 
comunitarios, tiempo de la naturaleza y de los ritmos 
que plantea la relación cotidiana de gestión de la repro-
ducción de la vida.

Aunque es susceptible de que todos perciban los efectos 
negativos de la crisis ecológica, la vida cotidiana de las 
mujeres puede verse más afectada que la de los hom-
bres, ya que el tiempo que requieren para llevar a cabo 
sus tareas y responsabilidades puede aumentar drásti-
camente. Debido a las sequías, por ejemplo, las mujeres 
requieren desplazarse aún más lejos para encontrar agua 
o recoger los productos que necesitan para alimentar a 
sus familias:

Entonces, lo que nosotros tenemos que hacer es do-
blar el esfuerzo de trabajo para que podamos tener 
más producción, incluso pedir esos apoyos a la ONG, 
digamos, como colectivo, o hacer los talleres de estos 
conocimientos, entonces, para poder mejorar la pro-
ducción, porque decir que nosotros queremos mejorar 
el suelo, o el clima, cambiarlo, no se puede eso, no lo 
podemos hacer. Entonces, la única manera es traba-
jar y doblar el trabajo que se hacía antes, ¿no? (Grupo 
focal mujeres, San Ignacio de Velasco).

Las condiciones climáticas adversas, exacerbadas por 
la deforestación, afectan el tiempo y el trabajo. El 

testimonio de una mujer de San Ignacio de Velasco des-
cribe las tareas adicionales y el esfuerzo requerido para 
mantener su huerto debido al aumento de la tempera-
tura y la sequedad del suelo.

Respecto a mi experiencia, por ejemplo, me genera 
más tiempo a mí, por ejemplo, yo tengo un huertito 
ahí en casa, entonces tengo que ir a traer el abono, 
tengo que trabajar la tierrita, sembrar la planta, ro-
ciar una por una y usar cantidad de agua para que 
no se seque porque con el sol ahora que está caliente, 
entonces la seca y la quema a la planta, entonces de-
manda más tiempo (Grupo focal mujeres, San Ignacio 
de Velasco).

El testimonio proporciona una visión clara de cómo los 
incendios y el cambio climático han aumentado signi-
ficativamente el tiempo y el esfuerzo necesarios para 
las tareas agrícolas de las mujeres. Las condiciones cli-
máticas extremas imponen mayores demandas sobre el 
tiempo y los recursos, lo que afecta la eficiencia y la sos-
tenibilidad de la producción agrícola a pequeña escala. 
La necesidad de tareas adicionales y el uso intensivo de 
agua reflejan los desafíos cotidianos que enfrentan las 
mujeres en estas comunidades para adaptarse a un en-
torno cada vez más hostil.

Los roles de género y los valores patriarcales profun-
damente arraigados en las comunidades visitadas con-
tribuyen a consolidar e incluso reforzar estos efectos. 
Un testimonio en la comunidad esse ejja describe una 
escena cotidiana:

Cuando la mujer ve al hombre que está cansado, no 
trabaja, está f lojo, piensa y dice, solo ha comido arroz, 
necesita comer, ella agarra su estera, va a Riberalta, 
vende su estera y compra víveres, compra carne, ali-
mentos para darle al hombre, regresa, y le prepara 
comida, y el hombre se pone a trabajar (Grupo focal 
mujeres, Portachuelo).

Este relato muestra la carga adicional que recae sobre 
las mujeres, quienes no solo se ocupan de las labores 
domésticas, sino también deben proveer y adaptarse 
a las necesidades del hombre. De este modo, se per-
petúa un ciclo de dependencia y subordinación aún 
más reforzado por la crisis ecológica, que pone en pe-
ligro la seguridad alimentaria de las comunidades en 
particular.
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Además, la interiorización del machismo en los hom-
bres se manifiesta en la resistencia a participar en las 
tareas de cuidado, consideradas como una amenaza a 
su masculinidad. Según otro testimonio en la comu-
nidad Miraflores, los hombres evitan ayudar en tareas 
domésticas para no ser etiquetados peyorativamente: 
“no quieren ayudar porque no quieren que los llamen 
pocholos; ni mandarinas”. Este estigma asociado a los 
roles de género tradicionales disuade a los hombres de 
involucrarse en actividades que la sociedad considera 
femeninas, reforzando así las estructuras patriarcales.

Estos testimonios revelan la complejidad de la interac-
ción entre género, trabajo y percepción social en es-
tas comunidades. Algunos aliados, como el director de 
CIPCA, subrayan la fuerza de estos roles sociales de 
género y sus impactos en la división sexual del trabajo:

Por esos roles que nos atribuye la sociedad, como pro-
veedores, no podemos mostrar nuestra sensibilidad, 
como que es muy difícil cumplir con todos esos es-
tereotipos. Entonces, creo que ahí podríamos tener 
una sociedad más justa, ¿no?, donde tanto el hombre 
como la mujer seamos proveedores y no tanto así te-
ner esa responsabilidad de siempre ser proveedores, 
de hacer todo para poder ser los protectores (Marco 
Albornoz, Director CIPCA, Pando).

b) Corresponsabilidad: 
perspectivas divergentes
Aunque los testimonios recogidos parecen mostrar que 
el patriarcado prevalece en las comunidades, las pers-
pectivas de hombres y mujeres en relación con la corres-
ponsabilidad del cuidado son divergentes. De hecho, el 
análisis de las miradas masculinas y femeninas muestra 
una discrepancia significativa en la percepción y valo-
ración de la equidad de género y la corresponsabilidad 
en el trabajo de cuidado.

Desde la perspectiva masculina, prevalece la noción de 
que se ha alcanzado un nivel de igualdad suficiente, per-
cibiendo como un exceso cualquier demanda adicional 
por parte de las mujeres. Este punto de vista sugiere 
una complacencia y una falta de reconocimiento de las 
desigualdades residuales que persisten en la distribu-
ción de las responsabilidades domésticas y de cuidado, 
lo que puede contribuir a aumentar la vulnerabilidad 
de las mujeres frente al cambio climático.

En contraste, la visión femenina enfatiza la necesidad 
de una participación más equitativa y consciente en to-
das las esferas del cuidado y las tareas domésticas. Esta 
perspectiva reconoce las implicaciones profundas de es-
tas actividades en el bienestar familiar y comunitario, 
y aboga por un modelo de corresponsabilidad genuina:

 ¿En qué le gustaría que sea más igualitario que el hombre 
participe? ¿En qué tareas?

 En todo, pues, en todo. Comenzar desde las guaguas 
hasta hacer las cosas más grandes, como dicen, porque 
hay cosas que él trabaja, yo trabajo, entonces, mejora-
ría pues la situación. Bueno, como dicen, si es a lavar, 
pues, yo me pondría a refregar y él a enjuagar, ¿no? 
(Grupo focal mujeres, Miraf lores).

Este testimonio ilustra claramente esta demanda por un 
equilibrio en el reparto de tareas, desde el cuidado de 
los niños hasta las labores domésticas más cotidianas.

Este análisis subraya la necesidad de trascender las per-
cepciones superficiales de igualdad y reconocer la impor-
tancia de una verdadera corresponsabilidad en el ámbito 
doméstico y de cuidado. Además, destaca la resistencia 
y el empoderamiento de las mujeres, en particular de las 
mujeres indígenas, quienes a pesar de las adversidades es-
tructurales y las normas de género arraigadas, continúan 
luchando por un reparto más equitativo de las respon-
sabilidades y por el reconocimiento de su valor en todas 
las dimensiones de la sociedad y la vida.

Las realidades de las mujeres de las comunidades ama-
zónicas parecen tener en común sistemas que se ubican 
en la tensión entre inequidades y dominio versus solida-
ridad y complementariedad. Es necesario indagar más 
profundamente, con aproximaciones específicas, cómo 
esta tensión se resuelve o da lugar a un mayor empode-
ramiento de las mujeres (Eisler, 2007).

Probablemente, en este sentido, debamos pensar en ho-
rizontes sociales de igualdad de género. Dada la espe-
cificidad de la problemática de “pobreza de tiempo” 
(Durán, 2006), es necesario recoger la sugestiva reflexión 
de la colaboración y la complementariedad solidaria 
(Eisler, 2007). Hay un mandato bastante explícito sobre 
las propias acciones de las mujeres. Entonces, el fin de la 
comunidad de cuidado de la naturaleza es muy impor-
tante, pero hay detrás de ello una narrativa en torno a 
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la familia y un orden social que podría resultar, de algún 
modo, opresivo para las mujeres.

En el caso de las mujeres tacana, podría decirse que hay 
una capacidad interesante de acción que se desarrolla 
no sin conflicto y bajo el manto del mandato “comu-
nitario-familiar”, que es bastante patriarcal. Una agen-
cia propia que, a pesar del conflicto y tensiones por 
la fuerza del mandato patriarcal, emerge con fuerza y 
coherencia de sus voces con una capacidad de reflexión 
elaborada.

Por eso tenemos la boca para hablar con nuestros es-
posos y nuestros hijos. En la cocina, bien, fulano de 
tal va a cocinar porque yo estoy ocupada, voy a hacer 
esto. Fulana de tal va a barrer, va a lavar esto porque... 
Ahora, respecto al hombre, dicen: “yo me busqué mujer 
para que me atienda”. ¡No, pues! Si él no es un sacristán 
para que nosotros estemos ahí y él viendo, bueno, a pe-
garse a la cocina, a lavar un plato. Porque ya eso se aca-
bó de llevarle a donde él está, ahí que coma o que tome. 
Hay refrescos, tomen ahí en la mesa, tomen. Entonces, 
entre todos es ayudarse. Las cosas tienen que ser por 
igual (Grupo focal mujeres, Miraflores) 

Así pues, aunque el patriarcado sigue imperando en las 
comunidades indígenas rurales de Bolivia, las cosas es-
tán cambiando poco a poco. Las mujeres son conscientes 
de sus derechos y muchas están dispuestas a exigirlos 
para lograr una mayor justicia de género.

5.7 RELACIONES DE PODER Y PARTICIPACIÓN 
EN LA TOMA DE DECISIONES
A nivel mundial, las mujeres siguen subrepresentadas 
en los procesos de toma de decisiones relacionados con 
la gestión de recursos naturales y la respuesta al cambio 
climático. Esta falta de representación no es la excep-
ción en las mujeres indígenas del Oriente boliviano: en 
general, sus necesidades y perspectivas no se consideran 
adecuadamente en las políticas y estrategias de adapta-
ción y mitigación.

En las comunidades indígenas esse ejja, las mujeres están 
inmersas en la vida comunitaria y se concentran en las 
actividades familiares y los ciclos productivos asumien-
do las tareas, el trabajo y las reuniones que implican la 
vida de una comunidad dedicada a la recolección de 
frutos amazónicos y la agroforestería.

En contraste, las mujeres tacana y las mujeres chiquita-
nas, además de estar inmersas en actividades familiares 
y ciclos reproductivos, también cuentan con espacios de 
representación. Sus organizaciones comunales son fun-
damentales para la vida en sociedad. En esas instancias 
se tratan los temas productivos, las emergencias climáti-
cas, las necesidades y los problemas de las familias o las 
parejas, incluso también cuando hay algún malentendi-
do o de violencia en la comunidad. Desde allí es que las 
dirigencias, muchas de ellas mujeres, coordinan con las 
autoridades locales para dar alguna solución a situaciones 
que se presentan o, en su caso, delegar la sanción a quien 
haya roto la norma de la comunidad. El cambio climático 
y sus impactos ligados a la salud y a los ciclos productivos, 
así como las preocupaciones por la minería del oro y la 
deforestación, también han tenido un lugar significativo 
en las ocupaciones y actividades de estas instancias este 
último año, en el que hubo fuertes sequías, incendios fo-
restales, inundaciones y conflictos territoriales.

El análisis de la participación de las mujeres en la vida 
comunitaria y política revela un panorama complejo 
de percepciones contrastantes y realidades divergentes. 
Aunque algunos relatos masculinos sugieren un avance 
significativo hacia la igualdad de género, con hombres 
afirmando que las mujeres son respetadas y valoradas 
en la toma de decisiones, los testimonios de las mujeres 
indican una experiencia muy diferente.

El dirigente de la Organización Territorial de Base 
(OTB) de Portachuelo expresa una percepción opti-
mista al afirmar que el machismo ha sido erradicado 
y que hombres y mujeres participan equitativamente: 

¿Tú crees que hay machismo todavía?
Ya no hay. Más antes había machismo, cuando había 
otro dirigente saliente, no hacían nada los dirigen-
tes. Ahora, ya que entramos nosotros, dejó de haber 
machismos con las mujeres, los hombres participan 
y las mujeres participan por igual. Participamos 
en la Asamblea y en todo taller” (Dirigente OTB, 
Portachuelo).

Otro dirigente de la comunidad tacana observa un in-
cremento en la representación femenina, llegando a su-
gerir que las mujeres están sobrepasando a los hombres 
en espacios de poder:
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Sí, (las mujeres participan) con todos los derechos. 
Todo bien normal ahí tenemos la Defensoría de la 
Mujer, tenemos subalcaldesa… Ya, ya se están sobre-
pasando las mujeres, ja, ja, ja, Todos los puestos públi-
cos los están teniendo ellas. Ellas ya están manejando, 
ya están gobernando ahora (Dirigente, Miraf lores).

Sin embargo, estas visiones no expresan de manera ple-
na la realidad vivida por las mujeres en la comunidad. 
Como puede verse en estos testimonios, las voces de 
las mujeres expresan sentimientos de invisibilidad y 
desvalorización:

Yo digo que no somos escuchadas (Grupo focal mu-
jeres, Miraf lores).

Claro, yo digo que no somos valoradas, para nada 
somos valoradas (Grupo focal mujeres, Portachuelo).

Estos testimonios revelan una brecha significativa en-
tre la percepción de inclusión asumida desde la mirada 
de los hombres y la experiencia real de participación y 
reconocimiento de las mujeres. Este contraste de per-
cepciones destaca la necesidad de un enfoque más ma-
tizado que reconozca los avances en la representación 
política de las mujeres, al mismo tiempo que se aborda 
la persistencia de barreras estructurales y culturales que 
limitan su participación efectiva y reconocimiento en 
la toma de decisiones. Aunque se han logrado progresos 
hacia una mayor inclusión de las mujeres en espacios 
de poder, es fundamental analizar y entender las diná-
micas subyacentes que perpetúan las desigualdades de 
género, asegurando que el respeto y la valoración de las 
contribuciones femeninas se reflejen no solo en las per-
cepciones, sino en especial en las prácticas.

5.8 RELACIÓN CON EL ESTADO: ABANDONO, 
DESPROTECCIÓN, AUTORIDAD
Para concluir el análisis, examinaremos las distintas 
respuestas institucionales y cómo son percibidas por 
las comunidades estudiadas. Las instituciones locales 
de desarrollo y derechos humanos en la región ama-
zónica realizan esfuerzos para alentar la integración 
económica de las mujeres en procesos de adaptación 
al cambio climático y capacidades productivas soste-
nibles, como la gestión del bosque y proyectos sos-
tenibles de agroforestería (entrevista Heidy Teco, 
CIPCA, Riberalta). Esta situación debe observarse en 

su evolución y es necesario profundizar en los impac-
tos diferenciales de género, las desigualdades natura-
lizadas que se dan en la división del trabajo, así como 
las masculinidades e identidades de género y cómo 
se puede influir en ellas para promover la igualdad. 
También es importante considerar las sensibilidades 
diferenciales de género sobre las transformaciones de 
sus ecosistemas y en la participación de las mujeres en 
el activismo ambiental y antiextractivista (entrevista 
Marco Albornoz, director CIPCA Nacional).

Por otro lado, los eventos climáticos están provocando 
pérdidas de infraestructuras, degradación de suelos, se-
quías y escasez de agua, mientras que las capacidades de 
las Unidades de Atención de Riesgos (UGR) no abaste-
cen a las comunidades que no cuentan con la suficiente 
provisión para consumo de agua: 

Hay algunas comunidades que no tienen agua ni para 
el servicio básico, ni para bañarse, ni para los anima-
les. Nosotros como Unidad de Gestión de Riesgos 
estamos atendiendo a cada una de las comunidades 
más vulnerables… Pero no es suficiente con lo que 
tenemos. Nosotros contamos con una cisterna, no 
contamos con movilidad para las evaluaciones, por 
ejemplo (Daniel Wada, UGR, Riberalta).

La ausencia estatal en la gestión de emergencias, espe-
cíficamente en el contexto de los incendios, representa 
una realidad preocupante que agrava la vulnerabilidad 
de las comunidades locales. El testimonio de un miem-
bro de la comunidad de San Ignacio de Velasco ilustra 
claramente esta problemática:

Tuve una oportunidad de estar ahí en mi comunidad, 
estuvo ese pequeño incendio que dice la compañe-
ra, pero estaba yo ahí queriendo apagar el fuego con 
una pala, me hacía imposible respirar y aparte la ca-
lor que se siente es impresionante. Por eso iba aparte 
la capacitación, se necesita ayudar al Gobierno en 
cuanto a herramientas, porque es chistoso, digamos, 
hay el chilchil le dicen al material que llevan, se usa 
para rociar… Ahí queriendo apagar, más en lo que 
creo que se gana, se quema el que esté, que lo que 
lo apaga, y solamente tres bomberos eran, nosotros 
con los otros de la comunidad tratando de apagar ese 
fuego y para mí era imposible por la magnitud, diga-
mos, la altura del fuego (Grupo focal, San Ignacio de 
Velasco-Chiquitanía).
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Este testimonio pone en evidencia la falta de apoyo y re-
cursos por parte del Estado en situaciones de emergen-
cia. La comunidad se ve obligada a enfrentar incendios 
con herramientas rudimentarias y sin la capacitación 
adecuada, lo que pone en riesgo su salud y seguridad. La 
descripción de intentar apagar el fuego con una pala y el 
uso de un "chilchil" para rociar el área afectada muestra 
la insuficiencia de equipamiento especializado, lo cual 
es esencial para manejar incendios de gran magnitud.

El desamparo se agrava cuando se compara la escasez 
de bomberos y recursos con la magnitud del desafío. La 
comunidad depende en gran medida de sus propias ca-
pacidades y recursos para enfrentar estas crisis, lo que 
resulta insuficiente y peligroso.

El testimonio también resalta la falta de capacitación 
adecuada para enfrentar emergencias. La ausencia de 
programas de formación y la escasez de bomberos entre-
nados dejan a las comunidades en una situación vulnera-
ble y precaria. Este déficit en la capacitación se traduce 
en una mayor exposición a riesgos durante la gestión de 
incendios, como la dificultad para respirar y el peligro 
de quemaduras severas.

La necesidad de una mayor intervención estatal en la 
capacitación y provisión de herramientas es crucial. 
Estudios muestran que la capacitación y la preparación 
comunitaria son fundamentales para reducir los riesgos 
y mejorar la resiliencia ante desastres (Paton, 2003). La 
falta de estas intervenciones no solo aumenta el riesgo 
inmediato durante los incendios, sino también limita 
la capacidad de la comunidad para recuperarse y adap-
tarse a futuros eventos similares.

El extractivismo no regulado, invasivo, sin límites (más 
allá de ser legal o ilegal) está amenazando sus medios de 
vida, pero también las reglas que en democracia y en un 
Estado de Derecho deben ser respetadas, construidas y 
prevalecer para el uso y aprovechamiento de un territo-
rio. La falta de atención del Estado es percibida como 
un abandono. El testimonio obtenido de un grupo focal 
de mujeres en Portachuelo ilustra la percepción local 
de negligencia estatal frente a la explotación minera:

No hay presencia de la autoridad local en contra de 
los mineros, no hay, a veces se dejarán comprar o a 
veces qué pasará, pero no hay presencia (Grupo focal 
mujeres, Portachuelo).

La falta de intervención estatal y el aparente desinterés 
por regular o controlar las actividades extractivas son 
percibidos como un abandono, un vacío de poder que 
frecuentemente resulta en la usurpación de las tierras 
y la explotación de sus recursos sin considerar el bien-
estar de las poblaciones locales o el impacto ambiental. 
Tanto a causa de los desastres producidos por el cam-
bio climático, como frente a la destrucción de sus sem-
bradíos por parte de los campamentos mineros, ellos 
resienten la falta de apoyo estatal. Una mujer tacana 
señala al respecto:

Ahora estamos sembrando y los chacos no están dan-
do resultados, se están secando las plantas. Se han 
secado porque yo tengo aquisito mi chaco y de nuevo 
he sembrado plátano y guineo, de nuevo he sembra-
do maíz, también lo mismo, de nuevo he sembrado 
yuca. Nuestro frejol también, le digo, el maíz se ha 
deteriorado. Eran, si no me equivoco muy bien, eran 
treinta hectáreas que sembramos de la comunidad 
entera, todas las compañeras, los compañeros ahí 
fueron jóvenes, niños, ancianos, a sembrar. Y se fre-
gó, le digo. ¿Y quién nos ha dado ayuda? ¡Nadie nos 
ha dado ayuda, nadie! Ni de aquí del municipio, ni 
tan mucho, ni de la ciudad de más allá, nadie. Nadie 
nos ha dado ayuda. Nunca nadie dijo: “aquí, aunque 
sea les vamos a dar semilla por lo que han perdido”. 
Nadie nos dice eso. Claro. Así que nosotros, como 
podamos, nos defendemos en ese tema (Grupo focal 
mujeres, Miraf lores).

Este testimonio refleja una situación crítica en la que las 
prácticas agrícolas tradicionales se están dañando, con 
graves consecuencias para la seguridad alimentaria y la 
subsistencia de la comunidad. A esto se suma la falta de 
apoyo de las autoridades locales y nacionales, que es un 
tema recurrente en muchas comunidades rurales afec-
tadas por actividades extractivas. Ante esta situación, 
surgen las estrategias de resiliencia mencionadas en el 
testimonio, como la replantación constante y el autoa-
bastecimiento, así como prácticas comunes adoptadas 
por comunidades rurales para adaptarse a las condicio-
nes adversas (Adger, 2000). Sin embargo, estas estrate-
gias tienen un límite y recargan en tiempo y esfuerzo el 
trabajo de las mujeres, no pueden ser sostenibles a largo 
plazo sin intervenciones externas efectivas.

Por otro lado, las comunidades visitadas tienen disponi-
bilidad de agua potable para las viviendas. El testimonio 
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de una mujer de San Ignacio de Velasco sobre la imple-
mentación y los beneficios de los pozos artesianos refle-
ja una dinámica positiva de autogestión y colaboración 
comunitaria para enfrentar los desafíos relacionados 
con el acceso al agua. Sin embargo, también destaca 
una preocupación significativa: la insuficiencia de agua 
para el ganado debido a la sequía en otras fuentes hí-
dricas naturales.

Tenemos dos pozos artesianos, gracias a nuestro 
Programa Operativo Anual (POA), que hemos inver-
tido también ahí para que se nos haga. El primer pozo 
que hubo fue gracias también a un proyecto ejecutado 
por la misma comunidad. Entonces, hasta ahora no 
sufrimos de agua a las casas, por ahora estamos bien, 
pero en las pozas, en los atajados, los paguros ya no 
existen. Entonces, en esa parte sí, agua para los ani-
males son los que más sufren porque se secan (Grupo 
focal mujeres, San Ignacio de Velasco-Chiquitanía).

El testimonio proporciona una visión integral de los 
esfuerzos exitosos de la comunidad para gestionar el 
acceso al agua a través de la construcción de pozos arte-
sianos, así como los desafíos persistentes en la provisión 
de agua para el ganado. La autogestión y la participación 
comunitaria han demostrado ser efectivas para resolver 
problemas inmediatos de acceso al agua potable. Sin 
embargo, la escasez de agua para los animales destaca 
la necesidad de una gestión de recursos hídricos más 
holística y resiliente que considere también las nece-
sidades de la agricultura y la ganadería en el contexto 
del cambio climático. Es fundamental que las políticas y 
estrategias futuras integren soluciones sostenibles para 
todas las áreas críticas, asegurando así la adaptación 
ante las adversidades y el bienestar a largo plazo de las 
comunidades rurales.

Las comunidades visitadas subrayan la disyuntiva entre 
el modelo económico extractivista y la sostenibilidad de 
las comunidades indígenas, cuyas prácticas y valores tra-
dicionales se ven socavados por externalidades negativas 
no compensadas. La falta de apoyo gubernamental o 
institucional refuerza la noción de un Estado ausente o 
negligente, que no cumple con su rol de mediador y pro-
tector de los derechos y bienestar de estas poblaciones.

Estos relatos son cruciales para entender la compleji-
dad del conflicto ecoterritorial en Bolivia. No solo ilus-
tran las consecuencias directas del extractivismo sobre 

la vida cotidiana y el ambiente, sino también plantean 
interrogantes sobre la equidad, la justicia ambiental y 
el papel del Estado en la regulación de las actividades 
extractivas y el apoyo a las comunidades afectadas.

Los bajíos son las zonas más afectadas por la minería aurí-
fera cuya presencia origina disturbios y disrupciones en su 
vida agrícola. Con decir que tienen “concesión” se protegen 
y esto da cuenta de la percepción del Estado que tienen 
las comunidades indígenas. Un Estado lejano, que los nin-
gunea, que no les asegura infraestructuras básicas que den 
continuidad a sus esfuerzos cotidianos de cuidar la tierra, 
hacerla producir, autoabastecerse y abrigar la esperanza de 
vender. Decir “tenemos la concesión” parece una palabra 
“mágica” que frena la resistencia y la rabia, porque la en-
tidad del Estado es algo borroso, que nunca les llega, pero 
a la que se obedece.

Así, en nuestra exploración vimos que las comunidades 
visitadas sufren la falta de recursos estatales y muni-
cipales para atender sus grandes necesidades, no sólo 
de desarrollo, sino de vida, adaptación y organización 
social cotidiana. Está muy presente el sentimiento de 
“somos el patio trasero”, “nos tratan como a entenados”, 
“de nosotros se olvidan”, “nadie nos ha dado ayuda”.

La marcada debilidad y ausencia estatal se refleja en di-
ferentes ámbitos de la vida de la región de la Amazonía 
Norte: la precariedad y mal estado de los caminos y 
vías de comunicación, la falta de infraestructuras, la 
ausencia de manejo de residuos sólidos, la situación de 
vulnerabilidad de las poblaciones, así como todo lo que 
concierne a los servicios de salud, educación, atención 
de emergencias a través de los servicios como la Unidad 
de Gestión de Riesgos y en particular la débil inversión 
pública en parte explicada por la baja de los ingresos de 
los Impuestos Directos a los Hidrocarburos (IDH) y las 
tensiones políticas que se expresan en la región.

Soluciones comunitarias para el futuro
Los testimonios de los grupos focales revelan aspiracio-
nes significativas hacia el desarrollo comunitario y la 
mejora de la calidad de vida. Al analizar la palabra de los 
hombres y, en especial, de las mujeres de las comunida-
des, destaca un fuerte deseo de transformación urbana 
y económica, donde se vislumbra una comunidad con 
infraestructura mejorada, servicios básicos completos, 
y oportunidades de empleo, en particular para las mu-
jeres. Esta visión de una "comunidad bien urbanizada" 
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con espacios públicos como parques y plazas sugiere la 
importancia de la cohesión social y el acceso a áreas de 
recreación, descanso y “refrescamiento”, elementos vi-
tales para el bienestar comunitario.

Por ejemplo, a las personas que participaron del estudio 
les preguntamos cómo se imaginan su comunidad en el 
futuro. Las respuestas son reveladoras:

Con una infraestructura, yo digo, bien alumbradita, 
de un parque, una plaza, una plazuela, ¿no? Que ten-
ga un bien, la comunidad bien urbanizada, donde ir 
a refrescar… Un lugar turístico con servicios básicos 
más amplios, porque ahorita no lo tenemos, que inclu-
yan ahí, agua, luz y todas esas cosas, ¿no? Y también 
que haya empleo para nuestra comunidad, porque de 
eso también necesitamos, nosotras las mujeres (Grupo 
focal mujeres, Miraf lores).

Necesitamos, pues, ayuda a nivel de municipio, a nivel 
nacional, para que tengamos más apoyo para poder 
cultivar más, maquinaria, yo pienso, para que cada 
familia tenga sus chaquitos (Grupo focal mujeres, 
Miraf lores).

La referencia a la comunidad indígena Miraflores como 
un posible centro turístico indica un reconocimiento 
de índole económica. Sin embargo, subyace una preo-
cupación por la insuficiencia actual de servicios básicos 
como agua y electricidad, lo que implica un llamado a 
la acción para el mejoramiento de las infraestructuras 
esenciales.

El énfasis en la necesidad de empleo refleja la preocupa-
ción por la seguridad y autonomía económica, especial-
mente de las mujeres, en la comunidad. Esto sugiere que 
cualquier plan de desarrollo debe considerar la inclu-
sión laboral y la equidad de género como componentes 
fundamentales.

El pedido de ayuda a nivel municipal y nacional para 
el apoyo en la agricultura mediante el acceso a maqui-
naria refleja las necesidades inmediatas de las familias 
rurales para mejorar su producción y, por ende, su sus-
tento. Este aspecto destaca la importancia de políticas 
agrícolas y de desarrollo rural que atiendan las nece-
sidades específicas de las comunidades y fomenten su 
autonomía y desarrollo sostenible.

Por otro lado, se señala la necesidad de fortalecer la ca-
pacidad de respuesta ante incendios en las comunidades 
rurales. Las personas entrevistadas enfatizan la impor-
tancia de la capacitación y el fortalecimiento comuni-
tario debido a la limitada capacidad de respuesta de los 
servicios municipales de bomberos en áreas remotas.

Lo que más le debería preocupar al municipio, por 
ejemplo, es capacitar y fortalecer más a las comuni-
dades, porque no siempre los bomberos municipa-
les van a estar. ¿De aquí cuántas comunidades son? 
Imagínense, aquí a 280 y tantos kilómetros, entonces 
el gobierno municipal debería preocuparse más por 
las comunidades más lejanas, porque no va a correr 
un cisterna de aquí y llegar en dos horas a 200 kiló-
metros, es difícil. Entonces debería ser parte del go-
bierno municipal preocuparse para que se capaciten 
más jóvenes o comunarios (Grupo focal mujeres, San 
Ignacio de Velasco).

El testimonio subraya la necesidad crítica de capacitar 
a las comunidades locales en la prevención y manejo 
de incendios debido a las limitaciones de los servicios 
municipales de bomberos en áreas remotas. La distan-
cia y la dispersión geográfica de las comunidades hacen 
que una respuesta centralizada sea ineficaz y lenta, lo 
que incrementa el riesgo y el impacto de los incendios 
forestales. La responsabilidad recae en el gobierno mu-
nicipal para implementar programas de capacitación y 
fortalecimiento comunitario, especialmente dirigidos 
a jóvenes y comunarios, para asegurar una respuesta 
rápida y efectiva a los incendios.

En suma, estos testimonios no solo exponen las nece-
sidades, sino también ofrecen una perspectiva valiosa 
sobre cómo deberían orientarse las políticas de desa-
rrollo local y rural. La visión compartida por estas mu-
jeres subraya la necesidad de una planificación urbana 
y rural que sea inclusiva, sostenible y adaptada a las 
realidades y potenciales locales, poniendo especial én-
fasis en la mejora de los servicios básicos, el desarrollo 
de infraestructuras, la creación de empleo, el apoyo a la 
producción agrícola y la capacitación para emergencias.

5.9 CONCLUSIONES
La crisis ecológica está teniendo un impacto signifi-
cativo en las comunidades indígenas del Oriente boli-
viano. Los fenómenos meteorológicos extremos, como 
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inundaciones, incendios forestales y sequías, afectan ne-
gativamente la producción agrícola y provocan pérdidas 
de cosechas e incertidumbre sobre la disponibilidad de 
alimentos. La presencia de cooperativas mineras en la 
región altera los cursos de agua, destruye cultivos y dete-
riora los ecosistemas locales, además de afectar la salud y 
la vida de las personas, empeorando aún más la situación 
de las comunidades.

Desde el punto de vista sanitario, el cambio climático 
repercute en la salud de los miembros de estas comuni-
dades. Los incendios forestales provocan enfermedades 
respiratorias graves debido a la contaminación del aire, 
mientras que enfermedades tropicales como el dengue, 
la chikunguña y la fiebre tifoidea se propagan con mayor 
facilidad debido al aumento de la población de mosqui-
tos. Estos efectos sobre la salud se ven agravados por las 
prácticas de despojo territorial para favorecer econo-
mías depredadoras, generando sentimientos de miedo, 
rabia e impotencia en las comunidades.

Las mujeres de las comunidades tacana, esse-ejja y chi-
quitana enfrentan desafíos únicos y multifacéticos en 
el contexto de la crisis ecológica y la degradación am-
biental. Las mujeres tacanas de Miraflores experimentan 
cambios en sus medios de vida debido a la deforestación, 
el calentamiento global y la minería, lo que aumenta 
su vulnerabilidad. Estas prácticas no solo deterioran el 
medio ambiente, sino también incrementan la carga de 
trabajo de las mujeres, quienes deben asumir roles adi-
cionales de cuidado y gestión del hogar en tiempos de 
crisis.

Las mujeres esse-ejjas en Portachuelo Bajo se enfrentan 
a la extrema pobreza exacerbada por la variabilidad cli-
mática y la falta de oportunidades económicas. La reco-
lección de castaña y la agricultura de subsistencia son 

sus principales actividades, pero enfrentan constantes 
pérdidas de cosechas debido a sequías e incendios fores-
tales. Además, deben equilibrar sus responsabilidades 
en el hogar con actividades generadoras de ingresos, lo 
que representa una fuente adicional de estrés y carga 
laboral.

En la Chiquitanía, la deforestación masiva y la sequía 
devastan la producción agrícola y la gestión del agua, 
fundamentales para su supervivencia. Las mujeres in-
dígenas proporcionan una visión detallada de los múl-
tiples impactos que estas prácticas han tenido en sus 
vidas, desde la pérdida de cultivos esenciales hasta la 
degradación del suelo y la biodiversidad. La deforesta-
ción, impulsada en gran medida por las actividades de 
grandes empresas, ganaderos y colonos menonitas, ha al-
terado el microclima local, aumentando las temperatu-
ras y reduciendo la humedad necesaria para las lluvias, lo 
que exacerba las condiciones de sequía y calor extremo.

Este análisis revela la urgente necesidad de políticas de 
desarrollo local y rural inclusivas, sostenibles y adapta-
das a las realidades y potenciales locales. Las experien-
cias de las mujeres en estas comunidades subrayan la 
importancia de mejorar los servicios básicos, desarrollar 
infraestructuras, crear empleo y apoyar la producción 
agroforestal y la transformación de frutos del bosque. 
Además, se destaca la necesidad de una gestión terri-
torial y ambiental equitativa y sostenible, que garanti-
ce la participación activa de las comunidades locales, 
incluyendo a sus liderazgos femeninos, en la toma de 
decisiones que afectan sus tierras y medios de vida. En 
última instancia, los testimonios resaltan la importancia 
de reconocer y abordar las desigualdades de género, así 
como la necesidad de un enfoque holístico que atienda 
tanto las necesidades económicas como las ambientales 
y culturales de estas comunidades.
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E
l modelo de desarrollo basado en el extrac-
tivismo presenta profundas y duraderas 
consecuencias socioecológicas debido a su 
naturaleza, las tecnologías empleadas, las es-
tructuras de las cadenas de valor y los mode-
los de expansión que lo acompañan. En este 

contexto, Bolivia permanece en una posición periférica 
dentro de la globalización, funcionando como una fuen-
te de materias primas baratas que generan beneficios 
económicos concentrados en unos pocos, mientras las 
ganancias no se distribuyen de manera equitativa entre 
la población.

Esta crisis se enmarca en un orden global que perpetúa 
este sistema y que impone tensiones y conflictos. Por 
un lado, la demanda constante de materias primas con-
tinúa presionando a Bolivia, mientras que, por otro, la 
transición energética, impulsada recientemente, repre-
senta tanto desafíos como oportunidades. Este proceso 
se ve acompañado de un discurso político centrado en 
la reducción de emisiones, diseñado principalmente 
para satisfacer las necesidades del norte global, sin 
comprometerse de manera concreta en garantizar re-
cursos de manera justa y sostenible.

Bolivia también enfrenta los impactos negativos aso-
ciados con las cadenas de valor extractivistas, como la 
contaminación, la sobreexplotación de los recursos hí-
dricos, la deforestación y la degradación de los ecosis-
temas, afectando de manera directa las condiciones de 
vida de las comunidades indígenas y campesinas.

La crisis climática en Bolivia, al igual que en otras par-
tes del mundo, se suma a estos procesos de destruc-
ción ecológica, exacerbando las desigualdades sociales 
ya presentes en los modelos de desarrollo primario 
exportadores. Esto genera un desafío significativo, ya 
que los impactos ecológicos derivados de actividades 
como la minería, la agroindustria y la ganadería no 
solo incrementan la vulnerabilidad del país ante el 
cambio climático, sino que también desvían una parte 
considerable de los recursos públicos necesarios para 
enfrentar las crisis socioecológicas que estos mismos 
modelos producen.

A continuación, se presentan algunas reflexiones finales 
en torno a los siguientes aspectos: La relación entre la 
crisis ecológica y las desigualdades, la ausencia y debi-
lidad estatal y la gobernanza ambiental.

RELACIÓN ENTRE CRISIS ECOLÓGICA 
Y DESIGUALDADES
A lo largo de este estudio, se ha destacado que las des-
igualdades no son solamente el resultado de dinámicas 
económicas y sociales, sino también están intrínseca-
mente ligadas a la distribución desigual de los benefi-
cios y las cargas ambientales. Esta distribución desigual 
se ve reflejada en cómo las comunidades más pobres y 
marginadas son las que más sufren las consecuencias de 
la degradación ambiental y el cambio climático, mien-
tras que las élites económicas y los sectores más ricos del 
país contribuyen desproporcionadamente a la emisión 
de gases de efecto invernadero y a la destrucción de los 
recursos naturales.

El marco normativo y constitucional boliviano, a pesar 
de ser avanzado en términos de reconocimiento de de-
rechos de la naturaleza y de la promoción del Vivir Bien, 
enfrenta serias contradicciones en su implementación. 
Los planes de desarrollo nacional continúan priorizando 
el extractivismo, lo que pone en riesgo la sostenibilidad 
ecológica y la equidad social. Esta contradicción entre 
el discurso y la práctica resalta la necesidad urgente de 
repensar el modelo de desarrollo del país hacia uno que 
realmente integre los principios de equilibrio con la na-
turaleza, sostenibilidad y justicia social.

El extractivismo se basa en el enriquecimiento de unos 
pocos en desmedro de muchos otros, en el uso desigual 
de los recursos naturales. En ese marco, la deforestación, 
causada tanto por la agroindustria como por la minería, 
es un vector clave de desigualdad. El 87% de las emisio-
nes de gases de efecto invernadero provienen de la de-
forestación. El 10% más rico de la población boliviana 
es responsable de más de la mitad del crecimiento total 
de las emisiones. Esto resalta la profunda desigualdad 
en la contribución y el impacto de las emisiones, donde 
la mitad más pobre de la población prácticamente no 
genera emisiones significativas.

Los primeros responsables de la deforestación son las 
empresas medianas y grandes, mientras que las comu-
nidades indígenas y campesinas tienen un papel menor 
de lo que se cree comúnmente. En un contexto de cre-
ciente extractivismo, estos hechos subrayan la urgencia 
de adoptar políticas que mitiguen las desigualdades 
climáticas y promuevan una mayor justicia ambiental, 
siendo la acción más urgente, poner límites y regula-
ciones más duras al extractivismo.
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Para lograr un crecimiento económico duradero y soste-
nible, es fundamental abordar tanto la protección am-
biental como la equidad social. El costo de no atender 
la nueva configuración de desigualdades puede ser muy 
alto. Esto requiere fortalecer las estrategias de resiliencia 
climática, las capacidades de movilización y propuesta 
de las comunidades afectadas, implementar políticas 
inclusivas que mitiguen los impactos del cambio cli-
mático, y garantizar una mayor presencia estatal estra-
tégica. Además, es necesario diversificar la economía y 
establecer límites al extractivismo.

AUSENCIA Y DEBILIDAD ESTATAL
Los testimonios de las comunidades más afectadas re-
velan una notable ausencia o insuficiencia de acción 
estatal para combatir la crisis ecológica y las vulnerabili-
dades conexas. Estas comunidades claman por la mejora 
de los servicios básicos, el desarrollo de infraestructuras, 
acceso a salud y educación, la creación de empleo y el 
apoyo a la producción agroforestal y la transformación 
de frutos del bosque. Asimismo, enfatizan la necesidad 
de una gestión territorial y ambiental equitativa y sos-
tenible que garantice su participación activa en las de-
cisiones que afectan sus tierras y medios de vida. Exigen 
el respeto a su territorio, señalando que el despojo que 
enfrentan es profundamente lacerante y permea todas 
sus estructuras, desde el sentimiento de resignación y 
miedo hasta la sensación de impotencia, con impactos 
significativos en su salud física y mental, y la pérdida 
de sus medios de subsistencia.

La ausencia del Estado es evidente en los territorios vi-
sitados para este estudio. Sin embargo, a nivel macro-
económico, la presencia estatal se manifiesta a través de 
políticas públicas bien enfocadas con objetivos concre-
tos, particularmente en los sectores de agronegocios y 
minería. El análisis de las inversiones estatales en estos 
sectores revela privilegios económicos significativos. 
Por ejemplo, en los últimos dos años, el gobierno ha 
invertido aproximadamente 1.490 millones de dólares 
en el sector de agronegocios y ha otorgado subsidios a 
los hidrocarburos que favorecen al sector por un valor 
de entre 300 y 350 millones de dólares. En la minería 
aurífera, el gobierno ha destinado alrededor de 977 mi-
llones de dólares. Además, los impuestos que paga este 
sector por regalías son de apenas el 2%, y no contribuye 
con impuestos a las utilidades, representando un valor 
insignificante en comparación con sus ganancias.

Para poner esto en perspectiva, el presupuesto asignado 
al sector de Medio Ambiente y Agua en 2023 fue de solo 
335 millones de dólares, mientras que el presupuesto en 
salud para diagnósticos y tratamientos en 2024 alcanzó 
a 771 millones de dólares.

Esta disparidad en la asignación de recursos resalta una 
evidente prioridad del Gobierno hacia los sectores de 
agronegocios y minería sobre áreas críticas como el me-
dio ambiente y la salud pública, esta última muy recla-
mada por las comunidades indígenas visitadas. Tanto las 
inversiones intencionadas, como los subsidios y las bajas 
tasas impositivas, sugieren una falta de equilibrio en la 
distribución de la carga fiscal, que podría ser redirigida 
hacia servicios públicos esenciales en las zonas rurales. 
Además, la gran inversión en sectores extractivos, com-
parada con la limitada financiación para la protección 
ambiental y la salud en las comunidades, pone de relieve 
una estrategia de desarrollo que favorece el crecimiento 
económico a corto plazo, pero que puede comprometer 
la sostenibilidad ambiental y el bienestar social a largo 
plazo. Es crucial reconsiderar estas prioridades y buscar 
un enfoque más equilibrado que no solo promueva el 
crecimiento económico, sino también la justicia social 
y la sostenibilidad ambiental.

Queda la evidencia de que el elevando crecimiento de 
estos sectores (agronegocios y minería aurífera) no es 
sostenible, ya que los beneficios no se distribuyen equi-
tativamente, los ingresos que percibe el Estado son mí-
nimos y los daños ambientales resultantes empobrecen 
a las poblaciones locales.

GOBERNANZA AMBIENTAL
La legislación ambiental en Bolivia ofrece únicamente 
una fachada de protección contra la destrucción eco-
lógica. En la práctica, los actores implicados en la de-
forestación y contaminación operan sin restricciones 
gubernamentales, debido a su considerable poder e in-
fluencia. Las cooperativas mineras de oro, los dueños de 
agronegocios y los ganaderos disfrutan de una indulgen-
cia extraordinaria por parte del Estado.

Estos actores utilizan a su favor todos los vacíos de 
poder, lagunas jurídicas, regulaciones incoherentes o 
contradictorias, y la débil aplicación de la ley (Igarapé 
Institute/Insight Crime, 2024). Para avanzar en sus in-
tereses comerciales, emplean todas las ilegalidades y 
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alegalidades con el objetivo de apropiarse de vastas 
áreas forestales. El país se convierte así en un atracti-
vo para las inversiones nacionales y extranjeras “grises” 
con actividades financieras que se encuentran en una 
zona intermedia entre lo legal y lo ilegal. Estas opera-
ciones pueden no violar explícitamente las leyes, pero 
son éticamente cuestionables y en su mayoría no están 
completamente reguladas. 

Por otro lado, las desigualdades que se generan por la 
crisis ecológica ponen en riesgo la democracia. La con-
centración de riqueza, el poder y los privilegios en ma-
nos de unos pocos exacerba los conflictos territoriales 
y sociales, afectando desproporcionadamente a las co-
munidades indígenas y rurales que dependen de los bos-
ques para su subsistencia. Esta disparidad exige atención 
focalizada y estrategias inclusivas que protejan a las co-
munidades indígenas y mejoren su capacidad para hacer 
frente a la crisis climática.

La preocupación por los problemas ambientales y cli-
máticos está presente en el 60% de la población y es el 
resultado del impacto que estos tienen en la salud y 
los ingresos familiares. Es altamente probable que esta 
preocupación se traduzca en una demanda social sig-
nificativa hacia el Estado y los actores políticos en el 
futuro inmediato. Hasta ahora, no se ha observado que 

la problemática ambiental haya sido una parte relevan-
te en los discursos y propuestas de gestión estatal de 
los diferentes actores políticos. Sin embargo, dada la 
creciente importancia de esta problemática en las pre-
ocupaciones sociales, es previsible que ocupe un lugar 
central en el debate social y político en los próximos 
años y posiblemente en la agenda electoral.

Las reflexiones finales de este informe invitan a cues-
tionar si es posible imaginar y construir un modelo de 
desarrollo alternativo que no dependa de la explotación 
intensiva de los recursos naturales. Un modelo que pro-
mueva un desarrollo equitativo y sostenible, donde las 
comunidades locales participen activamente en la toma 
de decisiones y donde se respeten los derechos de la na-
turaleza. Para Bolivia, y para otros países del Sur global, 
este desafío es crucial no solo para mitigar los efectos 
de la crisis ecológica, sino también para asegurar un fu-
turo más justo y sostenible para todas sus poblaciones.

Abordar la crisis ecológica y las desigualdades en 
Bolivia requiere un enfoque integral que vaya más allá 
de los marcos normativos actuales. Es fundamental for-
talecer la gobernanza ambiental, promover la partici-
pación inclusiva y considerar seriamente la transición 
hacia un modelo de desarrollo que respete tanto a las 
personas como al planeta.
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L
a información relativa a los indicado-
res de vulnerabilidad se extrajo del estu-
dio Vulnerabilidad Poblacional al Riesgo de 
Desastres en Bolivia, llevado a cabo por la 
Unidad de Análisis de Políticas Sociales 
y Económicas (UDAPE) del Ministerio 

de Planificación del Desarrollo en colaboración con el 
Fondo de Población de las Naciones Unidas (UNFPA). 
Dicho documento identifica a la vulnerabilidad como el 
potencial de un sujeto, objeto o sistema de sufrir daños 
o pérdidas al estar expuesto a una amenaza. Esta dispo-
sición intrínseca depende de las particularidades de las 
comunidades sujetas a la amenaza, por lo que la vulne-
rabilidad es un constructo que depende de las caracte-
rísticas de la población amenazada.

UDAPE calculo la vulnerabilidad poblacional de los 
municipios de Bolivia utilizando la metodología descri-
ta por Gonzales (2015). Esta metodología emplea análisis 
factorial bayesiano para reducir 25 variables a 6 factores 
de vulnerabilidad, uno físico y cinco socioeconómicos, 
a partir de los cuales se generará un indicador global de 
vulnerabilidad por tipo de desastre natural. Este indi-
cador bayesiano de vulnerabilidad poblacional toma en 
cuenta tanto información cuantitativa, extraída a partir 
de la base de amenazas naturales del Banco Mundial y 
el Censo Nacional de Población y Vivienda 2012, como 
información cualitativa obtenida mediante el criterio 
de expertos en gestión de riesgos y ayuda humanita-
ria que permitieron identificar la importancia relativa 
de cada variable. De esta manera, el análisis factorial 
permite evaluar la información cualitativa mediante la 
ponderación cuantitativa de las variables que la definen. 
Este enfoque permite la generación de subconjuntos de 
regiones sujetas a una determinada amenaza, identifi-
cando las ponderaciones específicas para las variables 
determinantes de la vulnerabilidad poblacional para 
dichas áreas. De esta manera, se combinan los determi-
nantes de la vulnerabilidad regional con variables a nivel 

municipal, permitiendo clasificar estas últimas en fun-
ción al vulnerabilidad poblacional por tipo de desastre. 
Para más detalles, remitirse al documento de UDAPE.

Los desastres, amenazas, analizados en el estudio fue-
ron seleccionados por ser los más frecuentes y de mayor 
impacto sobre la población boliviana. De esta manera, 
se identifican cuatro desastres: inundaciones, sequías, 
heladas y granizadas. Respecto a las inundaciones, el 
índice de amenazas del Banco Mundial se elaboró con 
información del Sistema Nacional de Información para 
el Ordenamiento Territorial de Bolivia tomando en 
cuenta variables relacionadas con el paisaje, drenaje, 
elevación y precipitación. El índice de amenaza de se-
quía se calculó utilizando información sobre la aridez 
de las regiones climáticas y la ausencia o disminución 
de precipitaciones, adaptando el mapa elaborado por 
el Sistema Nacional de Seguridad Alimentaria y Alerta 
Temprana para un periodo de retorno de 30 años. La ca-
tegorización de sequía se basó en datos meteorológicos, 
no edafológicos. Para heladas y granizadas, los índices 
de amenaza se calcularon mediante la identificación de 
condiciones de altitud, características topográficas, cli-
matológicas y fisiográficas, entre otras.

Por otro lado, en la tabla se puede identificar la contri-
bución de cada uno de los factores a la vulnerabilidad 
física o socioeconómica por tipo de desastre. De igual 
manera, se identifica la contribución tanto de la vulne-
rabilidad física como socioeconómica al indicador úni-
co de vulnerabilidad poblacional por tipo de amenaza. 
De esta manera, se puede evidenciar que la vulnerabi-
lidad socioeconómica contribuyo en más del 65% a la 
delimitación de vulnerabilidad población en todos los 
tipos de desastre. Por otro lado, los seis factores laten-
tes de vulnerabilidad, identificados como i) Exposición 
(el único factor para vulnerabilidad física), ii) Personas 
que requieren asistencia, iii) Condiciones de vida, iv) 
Infraestructura, v) Diferencias entre grupos sociales y 
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iv) Información de prevención varían su nivel de contri-
bución al indicador de vulnerabilidad, pero mantienen 
el orden de importancia, pasando de diferencias entre 
grupos sociales e información de prevención como los 
factores más influyentes hasta infraestructura como el 
factor menos importante.

Es de esta manera que se plantea el uso del nivel de 
vulnerabilidad poblacional, a escala municipal, para 
diferentes desastres naturales como variable de desa-
gregación en el análisis indicadores municipales como: 
i) Porcentaje de Hogares con Necesidades Básicas 
Insatisfechas, ii) Porcentaje de Personas que Hablan un 
Idioma Nativo y iii) Promedio de Desnutrición Crónica 
en Niños menores de 5 años. La generación de dichos 
indicadores municipales tiene como fuente el Censo 
Nacional de Población y Vivienda 2012, para los pri-
meros dos y el Atlas municipal de SDSN para el tercer 
indicador.

La lectura de los gráficos de barras debe considerar que 
en el eje horizontal se encuentran las variables relacio-
nadas con la vulnerabilidad poblacional de los distintos 
municipios del país. Este eje se divide en cinco grupos: el 
primero comprende todos los municipios expuestos a al 
menos una vulnerabilidad poblacional climática, deno-
minado "Expuesto", en contraste con los municipios que 
no experimentan ningún tipo de vulnerabilidad poblacio-
nal climática, denominado "No expuesto". Los siguientes 
cuatro grupos se centran en la vulnerabilidad poblacional 
ante los cuatro diferentes desastres naturales estudiados 
climáticos. En los últimos por desastre se omite la catego-
ría "muy baja", ya que implica una vulnerabilidad pobla-
cional de 0. Por otro lado, en el eje vertical se presentan 
los diferentes indicadores municipales de interés. En to-
dos los casos, el valor observado es la media de la variable 
de interés para todos los municipios por subgrupos de 
tipo y grado de vulnerabilidad.

Vulnerabilidad 
poblacional Inundación Sequía Granizada Helada Factores latentes 

de vulnerabilidad Inundación Sequía Granizada Helada

Vulnerabilidad 
física 33.0% 16.0% 31.0% 25.0% Exposición 100.0% 100.0% 100.0% 100.0%

Vulnerabilidad 
socio económica 67.0% 84.0% 69.0% 75.0%

Personas que re-
quieren asistencia 15.9% 15.6% 10.3% 4.6%

Condiciones de vida 
insuficientes 21.5% 22.0% 20.9% 31.2%

Infraestructura 4.3% 1.3% 0.2% 2.6%

Diferencias entre 
grupos sociales 36.7% 32.6% 37.2% 31.6%

Información de pre-
vención 21.5% 28.5% 31.2% 30.0%

Fuente: Elaboración propia en base a “Vulnerabilidad Poblacional al Riesgo de Desastres en Bolivia, 2014”
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E
l Capítulo 2 expone los resultados de una en-
cuesta de percepciones, actitudes y prácticas 
tanto de una “muestra nacional” de personas 
de 18 a 65 años de los nueve departamentos, 
tanto del área urbana como rural, así como 
de una “muestra de cuatro estudios de caso” 

referidos a ámbitos locales con problemáticas de conta-
minación ambiental puntuales.

METODOLOGÍA
Se tomaron en cuenta dos ámbitos: el ámbito nacional 
y el ámbito local

ENCUESTA EN EL ÁMBITO NACIONAL
Para la determinación del tamaño de la muestra se em-
pleó la siguiente fórmula estadística:

Donde:

n  = Tamaño de la muestra
z  = Nivel de confianza de la estimación = 95% = 

1,96
P  = Variabilidad positiva = 0,5 para poblaciones 

heterogéneas
e  = Error muestral permitido = +/- 3,02% = 0,0302

Por tanto:

 

Se definió una muestra de 1050 encuestas a nivel na-
cional lo que implica un 95% en la confiabilidad de las 
estimaciones con un error muestral del +/- 3,02% para 
el conjunto. Esta muestra se dividió de manera no pro-
porcional de la siguiente manera:

Cuad ro 1 . Distr ibució n de la 
m u estr a e n e l ám bito nacio nal

Departamento Capital, C. 
Intermedias

Pueblos, 
área rural Total

La Paz 105 45 150

Cochabamba 85 45 130

Santa Cruz 113 37 150

Oruro 75 25 100

Potosí 66 44 110

Chuquisaca 66 44 110

Tarija 83 27 110

Beni 83 27 110

Pando 59 21 80

Total 735 315 1.050

En el análisis de conjunto se emplearon factores de pon-
deración que permitieron que el peso de los segmentos 
según departamento y área de residencia sean iguales 
a la estructura poblacional del país según proyecciones 
poblaciones del INE para el 2023.

Se empleó un muestreo multietápico con selección alea-
toria de zonas censales y de manzanos, y selección sis-
temática de hogares y personas.

ENCUESTA EN ESTUDIOS DE CASO
Paralelamente a la encuesta nacional se realizó una en-
cuesta en estudios de caso en zonas donde se evidencia 
crisis ambiental y cambio climático que está afectando 
a las familias que viven en ellas. Estos estudios son los 
siguientes:
1.	 Zona de alta sequía (Potosí: San Pedro de Buena 

Vista, Ocurí, Chuquita)
2.	 Explotación de oro en el norte de La Paz (Tipuani, 

Teoponte)
3.	 Chiquitanía: agroindustria y desmontes (San José, 

Concepción, San Ignacio)
4.	 Amazonía y explotación minera (Riberalta, El Sena, 

Puerto Rico).
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En los cuatro casos se realizaron 652 encuestas, lo que 
implica para el conjunto un nivel de confiabilidad del 
95% con un error muestral del +/- 3,84%. En cada caso 
se realizarán 163 encuestas.

En las encuestas en estudios de caso se aplicó el mismo 
cuestionario que en el nivel nacional para asegurar la 
comparabilidad de los resultados en ambos niveles de 
la investigación.
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La crisis ecológica está 
degradando los ecosistemas y provoca 

la pérdida irreversible de biodiversidad, afec-
tando la vida de las personas. Por ello, inquieta a 

organizaciones de la sociedad civil, a grupos de activistas y 
a la ciudadanía en general. Pero lo más crítico radica en las 

poblaciones y territorios que padecen directamente sus efectos: 
destrucción de hábitats naturales, contaminación, sobreexplotación 
de recursos naturales, desertificación, extinción masiva de especies, 

degradación de suelos y pérdida de medios de vida. Para quienes la viven 
cada día, la crisis ecológica es una tragedia.

De esa crisis se ocupa el presente informe de Oxfam en Bolivia. Lo hace en 
diálogo con la desigualdad. ¿Cómo se interrelacionan la crisis ecológica y la 
desigualdad? La premisa es que la crisis ecológica refuerza la desigualdad, 
esto es, la distribución inequitativa de recursos, oportunidades y derechos 
entre distintos grupos de la sociedad. Es una desigualdad multidimensio-

nal. Por eso hablamos de desigualdades en plural, para dar cuenta de 
brechas económicas, étnico-culturales, geográficas y de género. La 

crisis ecológica impacta con mayor violencia en las poblaciones 
y territorios más pobres y vulnerables: de bajos ingresos, 
indígenas, de zonas rurales, mujeres. Con este informe 

queremos generar un diálogo entre diversos 
actores para buscar soluciones concre-

tas frente a esta crisis. 


